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SENTENCIA N.Q230-1S-SEP-CC

CASON.°ni05-14-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El señor Aüolío Callejas Ribadeneira. en su calidad de procurador judicial de
Cnevron Corporation, compaiedó ei día 23 Je diciembre de 2013, ante ía Sala de
lo Civil y Mercantil de la Curie Nacional de Justicia que dictó la sentencia de
fecha 12de noviembre de 2013 y su auto de aclaración y ampliación de fecha 22
de noviembre de 2013, notificado el mismo día, dentro del recurso de casación
N," 174-2012. resolvió remitir el expediente a la Corle Constitucional.

En cumplimiento a ía providencia dictada el dís 02 de enero de 2ÜÍ4 poi La Sala
de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, la secretaria rcLatora de
la Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia (e), remitió la
demanda junto con el expediente a la Corte Constitucional, el día 08 de enero de
2014, siendo recibido por el Organismo el día 14 de enero de 2014,

El secretario geneíaí del Organismo, con fecha 14 de eneio de 2014, de
conformidad con lo establecido en el inciso segundo del cuarto aiLiculo
inmxmcrado agregado a continuación del Reglamento de Sustandación de
Procesos de Competencia de ln Corte Constitucional, certificó que no se ha
presentado otra demanda con identidad de objeto y acción-

La Saia de AdmÍMÚn en funciones, medíame auto de lecha 20 de maizo de 2014

a las llh32. avocó conocimiento de la presente causa, y por considerar que la
acción extraordinaria de protección reúne los requisitos formales exigidos para la
presentación de la demanda, admitió a trámite la acción y ordenó se proceda al
respectivo sonco
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De conformidad can el .soitco leaLteadrt por eE Pleno de la Corte ConslituciotiAl,
el día ?h de marzo de 2014. el secretario general remitió al despacho de la
doctora Wendy Molina Andradu, jueza constitucional sustanciadora, quien avocó
conocimiento de la causa y ordenó la notificación con el contenido de la

demanda a los legitimados pasivos, al accionante y a terceros interesados en ef
proceso.

El 5 de noviembre de 2015, se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea

Nacional las juezas y juez constitucionales Pamela Martínez Loayza, Roxana
Silva Chicaíza y Francisco Buliná Martínez, de conformidad con lo dispuesto en

los artículos 432 y 434 de la Constitución de la República del Ecuador,

Mediante resolución N.° QU4-201O-CCE, adoptada poi el Pleno del Organismo el
08 de junio de 2016, se designó a la abogada Maríen Seguía Reascos como jneza
constitucion,il.

Sentencia, auto o resolución con fuerza de sentencia impugnada

Parte pertinente de la sentencia dictada el 12 de noviembre de 2012 por la Sala de
lo Civil y Mercantil de la Coi te Nacional de Justicia.

'l(-) Argumenian queen la sentencia impugnada se han omitido las siguientes solemnidades de
procedimiento que lian viciado al proceso de nulidad insanable y provocando indefensión que
lia influido en U cansa, sin que las respectivas nulidades hubieran sido convalidada* [egalmciile:
1) Falta de jurisdicción y competencia; 2) indebida acumulación de acciones; 3) Aplicación
relroacliva de U Ley en el proceso; 4) Elaboración de U sentencia por un tercero; 51 Fraude
procesal: 6} ViuUcióit del trámite cone-ipoiiilieme j ta naturaleza de ln ctusu que se e^tá
juzgando l.. ) QUINTO: EXAMEN DEL CASO CONCRETO EN RELACIÓN A LAS
OBJECIONES PRESENTADAS. 5,1 PRIMERA OBJECIÓN, la empresa demanda Tía invocado
la causal segunda del articulo 3 de la Ley de Casación, en tal virlud, siguiendo el orden lógico
jurídico del estudio de las causales, ésta hace relación a la; 'Aplicación indebida, fafta de
aplicación o errónea interpretación de normas procesales cuando hayan viciado el proceso de
nulidad insanable o provocado indefensión, siempre que hubieren influido en la decisión de la
causa y que la respectiva nulidad no hubiere quedado convalidada legalmenle"; Ja que tiene
lutyir cuando la ^enrencUs lia sido dicdda sebee un proceso vicwdc do nulidud. in^TJHíibk \i tjue
ha provoe.ido jndefensión, conocida en doeinna como error 'm procedendo' y que tí* la única
que peimilc analizar y apreciar si íc Fu producido alguna violación procesal que pudiere haber
influido en Ja decisión de la causa. La nulidad es, en este hipotético, uim sanción
extremadamente grave que la lüy ha reservado para aquellos casos en que no existe posibilidad
alguna de sostener un proceso por fallar en él, la observancia de los presupuestos necesarios
para dotarlo de calidez y eficacia; de ahí que la misma ley, doctrina y jurisprudencia determinan
que para accedei a la nulidad procesal se debe observjr denos principio1* esenciales com
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tsptcíik¡dnd, irMcvndvncki, cunvariación, pfoitccrórr y conservación; es ekcir, que Ir cíüttü de
nulidad este manifiestamente establecida como tal en la norma jurídica y que dicho motivo
hubiese influido o podido influir en U decisión de la controversia de modo trascendente como
cuando se ha afretado el derecho a lj defensa de una de las parles. Acorde al principio de
especificidad existe nulidad procesal únicamente por las causales señaladas en la Ley, y que:
*fSegún ladoctrina, acogida por nuestra jurisprudencia, para la nulidad procesal deben cumplirse
las siguientes exigencias: a) vicio formal que quite eficacia al aclo impugnado; h) interés
jurídico c inculpabilidad; c) falta de convalidación, cuyos (eferentes pueden eyaminajse a Ja luz
de los cinco principios cardinales: de especificidad, de lobvuIíJhJCÍójj, ik Jrasccndcncm, de
protección y deconservación {...). Sobic hs solemnidades que alega laparte accionada lian sido
omitidas en la presente causa, es necesario señalar que: 'las nulidades procesales son taxativas1 y
de interpretación estricta y restrictiva, y fuera de las solemnidades sustanciales, comunes a todos
los juicios c instancias, delcrminadas expresamente cu el Art, 355 (.>4fi) del Código de
Procedi miento Civil, cuya omisión de cualquiera de ellas, cuando influye o pueda influir en h
decisión de ]¡i causa, ocasiona la nulidad del proceso, no exisien oirás que lo invaliden como lo
ha venido sosteniendo la jurisprudencia de Ja Corte Suprema de Justicia a paitir de lj ciencia
publicada en la Gacela Judicial Sene X N.* J5P p-jg 41V. 52 En el caso que nos ocupa la
empresa casaciomsta afirma que cusie; 'Faltadejurisdicción y competencia del fue? a jopara
conocer y resolver la demanda planteada en contra de Clievron' (...) En el caso de que se
decide, tanto lasentencia de primera como de la segunda instancia se han pronunciado respecto
a la supuesta 'Fulla de Competencia' alegada por la empresa demandada, conforme consta de
los Considerandos Segundo y Quinto del fallo que se recurre. (...) El articulo 42 de la Ley de
Gestión Ambienlal de 1999 establecía que toda persona, nal urj]. jurídica o grupo humano podrá
ser oído por infracciones decaráder ambienlal, otorgando competencia a! Presídeme de la Corte
Superinr del lugar en que seprodu?ca laalcclanon niubienial, si la afectación comprende varias
jurisdicciones. Ui competencia corresponderá a cualquier presidente de las cortes superiores (lo
subrayado nos pertenece) (,.,). De lo que queda clara la prorrogación de la competencia
ecuatoriana a Isi que sesujetó la empresa accionada, como asi lo analiza el Tribunal Ad qitem y
en su raciocinio jurídico invoca las normas de derecho aplicables al caso, los preceptos del
Código Procesa] Civil y Código Civil, ]aConstitución y Código Orgánico de la Función Judicial
en forma motivada, de ahí que no existe violación al artículo 346.2 del Código de
Procedimiento Civil, es decir, los jueces ecuatorianos son los competentes paia conocer y
resolver csic caso Como queda anotado Ja ftrrisdfcció» y la competencia imteii wh ,h tu
Constimcinn v¡a ley, por consiguiente, Ijs controversias que se promuevan dentro del territorio
de la República del Ecuador deben ser conocidas porjueces competentes ecuatorianos sea esto
en contra de personas nacionales o extranjeras y de acuerdo a las diferentes arcas tic la
competencia. Lo que obedece al principio de la seguridad jurídica, que'en el Ecuador es de
rango constitucional y que se fundamenta en el respeto a las normas jurídicas previas y
aplicables por las autoridades competentes. (...) Como parle del ordenamiento legal el artículo
13 del Código Civil establece que la ley obliga a lodos los habitantes de la República, con
inclusión de los e\líiinjeros (...) mris aun cuando la volunlad de la demandada ha sido
determíname para someterse a la furisdiccióa de los jueces ecuatorianos y por lo tanto su
normativa, conforme queda expuesto, poi lo que es inadmisible el cargo acusado. 5 3 Sobre la
supuesta aceptación por parle de Chevron a ser juzgada por las Corles Ecuatorianas. La
Cíisacionisla alega que segün la sentencia de segunda instancia Chevron aceptó ser juzgada por
las cortes ecualorianas, al haber comparecido al juicio y haberse defendido („.) la segunda
objeción de la casacionísta se refiere u que en la sentencia de segunda instancia, lo* ineces de la
Corte Provincial de Sucumbíos han Loneluido que Chevron es Texaco Inc., en base a Ja fusión
enLre Chcnon y Tc\aco Tnc. y en rjzón del rompimiento del velo societario. La ücnlcneia de
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primera instancia en el considerando Segundo en forma motivada realiza nn minucioso análisis
(páginas (i a la 35}, respecto de La relación cutre Chevron -Te\uco fnc, lo cual es i¿forzado por
|,i semencia de segunda irisMncía. llegando Jos jueces a la convicción que esias empresas se
encuentran fusionadas, por lo tamo la responsabilidad actual corresponde a Chevron, así lo
reconocen incluso las Corles Americanas, la fusión en este caso no es discutible, es evidente y
público (,..) En esa virtud no existe falta de aplicación del artículo 1577 del Código Civil, por
cuanto los acto ies han demandado a quien correspondía legalmcnte contestar esrn demanda, en
esle eas-o a Cnevri™, con quien Teyaco te fusionó. eniTelazanÚo sus capitales ( ,.) El art. 2*> de)
Código de Procedimiento Civil otorga competencia al juez deJ lugar en donde debe hacerse el
pago o cumplirse la obligación. Por ello, no solo que de conformidad con la ley sino como se
analizó la compañía recurrente reconoció la competencia de los jueces ecuatorianos, crgo es
legitima la actuación, circunstancia que se analta en el numeial 5.2 de esta resolución se
«aplica en detalle la competencia de los jueces ecuatorianos, basados en la propia voluntad de la
empresa a someierse a esta jurisdicción. El articulo 3 del Código de Fmccdimiento CivjJ
prescribe que la jurisdicción eí voluntaria, contenciosa, urdinaría, preventiva, legal y
convencional. Hn el presente caso, la empresa demandada soliciió ante la Corle del Circuito de
New York, sujetarse a la jurisdicción ecuatoiiana, según esa empresa, eia el foro mas
conteniente, además de confiar en el sistema judicial ecuatoriano, quedando entallada la
competencia. 1.1 nj ve? que Tc^aeu y Chevron se fusionaionh se pretendió desconocer el
sometimiento a Ja justicia ecuatoriana en este proceso, apelando ;> la Corte de Apelaciones de
los Estados Unidos, Segundo Distrito de New York, en la que se ratifica que: 'Chevron
Corporation sigue siendo responsable de las promesas sobre las cuales nosotros y el tribunal de
distrito nos basamos en desestimar la acción de los demandantes'. Es correcta y coherente
entonces la aplicación del articulo 29 nameral J del Código de Procedimiento Civil en armonía
con la Ley de Gestión Ambienta vigeiüe a la época en (|ue se presentó la demanda, por lo que se
desechan los caigos acusados. 5.4 La decisión contenida en la sentencia recurrida equivale ,i
otorgar jurisdicción universal a los jueces ecuatorianos. (...) El considerando Quinto de fallo
dictado por la Corle Provincial de Justicia de Sucumbíos, expresamente indica, "la sentencia en

gün momenlo hace referencia alguna a la jurisdicción universal ni pretende e|ercerla, sino
que se limita a resolverla sobre asninos somelrdos a su jurisdicción tn razón de la materia v el
teiniorio (daños ambientales en Jas provincias de Orellana y Sucumbíos), atendiendo ademas a
Iratos serios y la oferta formales de Chevron Texaco...'. (...) Conforme lo establece nuestra
legislación, los jueces ecuatorianos son los competentes, siendo necesario anotar que Texaco-
Chevron soliciió ¿er fuzgada por la justicia ecuatoriana, por cuanto es indepeudieníe (consla en-;
le proceso, un míenme respetto r. U independencia de \.\> jusiida ecuatorial y declinaciones
¡ujamentadas al respecto), impnjcial y es la competente en el pioceso. En esla virtud, la Corle
Provincial de Jusljcia de Sucumbios ha aplicado en forma correcta los artículos 1; 10 y 11 del
Código de Procedimiento Civil, por lo que se rechazan dichos cargos. Respecto de la falta de
aplicación de los artículos 166 del Código Orgánico de la Función Judicial; 24. v 25 del Código
de Procedimiento Cnil, se indica que si bien es cierto toda persona litne deieclto j sei
demandada anle Ja jueza o juez de su domicilio, como queda apunlado, Texaco-Chevion asumió
un compromiso paia acc demanda ante jueces ecuatorianos, conforme consta de autos,
recordemos que en un inicio María Aguinda Salazar y oíros, realizaron su reclamo en contra de
Tcsaco ante Corles de los listados Unidos de América (19^3), y fue la ahora empresa
demandada la que rechazó su piopio domicilio en base al fóiuin non convintcns, es asi que al
rtc^Jbi^nT Gtírvíün esio^ lemas ite competencia, la Corle óc Apelaciones óe los filados \Jmdos
de America exteriorizó: 'Texaco acordó 'ser demandada en el Ecuador (..,) Tts.tco también
prometió que, si se desestimasen Jas reclamaciones de los demandantes por molivos fórum non
cGuviuicris, cumplirá los fallos que podrían realizarse a favor de los demandantes... 5.5
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Violación de las normas procesales relacionadas con la competencia, El 162 del Código
Orgánico de la Función Judicial establece que si un jue7 no es competente para conocer
determinado asunto, este juez o tribunal puede llegar a serlo si para ello las partes convienen, en
el presente caso, como quedaestudiado, Chevron- Texacosolicitó ante la Corte de Apelaciones
de los Estados Unidos, Segundo Distrito de New York que el conflicto entre María Aguinda
Salazar y otros en su contra sea íesuella por jueces ecuatorianos, es decir se prorrogó la
competencia. (...) El artículo 240 del Código Orgánico de la Función Judicial señala las
atribuciones de los jueces civiles. La Ley de Gestión Ambiental ya anotada fijó la competencia
en los presidentes de las Cortes Superiores para el conocimiento de lemas ambientales, norma
vigente en la época de la presentación de la demanda. El articulo 24 del Código de
Procedimiento Civil, prescribe que toda persona tiene derecho a no ser demandada sino ante el
juez competente, tal como ocurrió en esta controversia, la señora María Aguinda Salaznr y otros
presentaron su demanda en los Estados Unidos de Norte América en contra de Texaco,
domicilio de la demandada, quien renunció su propio fuero para ser demandada en el Ecuador
bajo el imperio de la legislación ecuatoriana. Se debe anotar que el numeral I del articulo 71 de
la Ley Orgánica de la Función Judicial le otorgaba atribuciones al juez civil para resolver lo?
asuntos controvertidos cuyo conocimiento no esté atribuido a otra autoridad. El articulo 59 del
Código Procesal Civil señala que, según la Ley, toda controversia judicial que no tiene
procedimiento especial se ventilará en vía ordinaria, lo que no es el caso, pues la Ley de Geslión
Ambiental al tiempo en que se presentó la demanda, determinaba en el artículo 43 último inciso
que: 'las demandas por daños y perjuicios originados por una afectación al ambiente, se
tramitaran por la vía verbal sumaria'. Como se ha expresado, la competencia ha quedado fijada
por prorrogación, por lo tanto no existe nulidad en el proceso conforme !o previsto por los
artículos 344, 346, 352, 1014 del Código de Procedimiento Civil, en consecuencia no existe
violación a las relatadas normas, por lo que se desechan dichos cargos. 5.6 Incompetencia def
juez por indebida prorrogación de la competencia en razón de la malcría. La Ley de Gestión
Ambiental, publicada cu el Registro Olicial N," 245, de 30 de julio de 1999, en el artículo 43,
vigente a la época de presentación de la demanda, establecía: 'CAPITULO 1, DE LAS
ACCIONES CIVILES, Art. 43.- Ljis personas naturales, jurídicas o giupos humanos,
vinculados por un interés común y ai'cctados directamente por la acción u omisión dañosa
podrán interponer ante el Juez competente, acciones por daños y perjuicios y por el deterioro
causado a la salud o al medio ambiente incluyendo la biodlversídad con sus elementos
constitutivos1. El artículo 42 de la referida norma señalaba: 'El PresidenLe de la Corle Superior
del lugar en que se produzca la afectación ambiental, será el competente para conocer las
acciones que se propongan a consecuencia de la misma, (—)'- En la presente controversia, Iti
Ley de Geslión Ambiental determinó que el trámite a seguir era el verbal sumario. V la
autoridad competente para conocer en primera instancia, según la referida ley, es el Presidente
de la Corte Superior. (...) Se debe anotar que la aplicación de los artículos 2214 y 2236 del
Código Civil no es de aplicación exclusiva de un juicio ordinario como lo expresa la
casacionisla en su recurso, el Código Civil en su libro IV cuando trata de las Obligaciones en
General y de los Contratos a partir del articulo 1453 no determina, que respecto de dichas
obligaciones tenga que sujetarse a la vía ordinaria, (.„) La aplicación de normas del Código
Civil en materia de daños no es ajena a esta Ley ni a los daños ambientales, pues la una se
complementa con la otra normativa, mientras que la Ley de Gestión Ambiental señala la vía, el
juez competente y la legitimación, el Código Civil establece los diferenLes tipos de
responsabilidades en materia dedaños, no son normas excluyenles, ensí, las dos normativas son
parte de la legislación ecuatoriana, y en estos casos los presidentes de las Corles Superiores
boy Cortes Provinciales de Justicia) se convierten en jueces de instancia en materia ambiental

"ante la contaminación, la destrucción y devastación de la naturaleza. (...) bajo este escenario,
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los ten tu nos Manos y perjuicios' san un genérico* del cual se derivan las afectaciones de índole
patrimonial o exn.i patrimonial, los que pueden nacer de la responsabilidad ccniír.iciual o
cxtraeonlraclual emanados de difcrcnles eventos y que son Ioü que dclermina el Código Civil
{.„). 5.7 La violación de las normas sobre indebida acumulación de acciones v violación de
Irámite han sido determina riles en la parte dispositiva del fnflo. {„.) La Ley de Gestión
Ambiental, vigenle a la época de la prese-litación de [a demanda concede a las personas
naturales, (interés individual) jurídicas o grupo humano (ínteres colecLivo) para ser oídos en
procesos d<; índole civil, administrando o penal. El presidente de la Corte Superior (en la
actualidad de la Corte Provincial de Ju-ilreíaí en que se pioduzc^ la aíectación ambiental será el
compélanle pjia conocer eslas accione1; por daños y perjuicio* y por el delerroro causado a la
salud o al medio ambiente. La demanda por daños y perjuicio* originados por una aíectación
ambiental, se tramitará vía verbal sunun ¡arLas normas establecidas en el Código Civil han sido
normas auxiliares en este proceso, sin que esto signifique que cxisla acumulación de acciones
por aplicarlas, ni que tampoco al invocarlas se refiera a acciones de tipo individual. La demanda
es chira respecto a este proceso. (.. } A! existir un procedíuueulo expresamente determinado en
la ley para eole npo de proceso, mal se puede afirmar que e*fstc violación del derecho a la
defensa consagrado en el artículo 7ó numeral 7 de la Constitución de la República del íicuador,
de ahí que no e^isie ri&íra el présenle anali^ií nulidad alguno como alega la empresa demandada
al señala^ que se han dejado de aplicar los artículos 344,346 y 1014 def Código de
Procedimiento Civil, por lo que este caigo se desestima, 5,8 Incompetencia del juzgado cu ra¿ón
de Ja materia, en vhlud de lo que disponen los artículos 240 número 2 y 162 del Código
Orgánico de la Función Judicial. El articulo 240 numeral 2 del Código Orgánico de la Función
Judicial establece que son atribuciones de los jueces civiles, el. 'Conocer y resolver, en primera
instancia, todos los asuntos de materia [hUrimonial y mercantil establecidos en Las (eyes, salvo
las que corresponda conocer privativamente a oirás fuezas y jueces;' El Código Orgánico Je la
Función Judicial emro en vigencia el 9 de marzo de 2009. La Ley de Gestión Ambiem.il se
publicó en el Re^isiio Oficial 245 de julio de 1999, en la cua) £e determinó que el Presidente de
la Corle Superioi del lugar en que se produzca la afectación ambiental sera el compeiente para
conocer las acciones que se propongan. (,..). Es decir, en el caso que nos compete, claramente
la ley previo a la fecha de la presentación de la demanda, que la competencia radicó en la
Presidencia de la Corte Superior de la Provincia donde se produzca la afectación ambiental. El
artículo 7 del Código Civil, Título frclimiiiar señala que: '20. Las leyes concernientes a la
sustandación y ritualidad de los juicios, pievalecen sobre las anteriores desde d momento en
que deben comenzar a regir, l'ero los términos que luibieien comentado .i correr, y las
actuaciones y diligencias que \¡i estuvieren comenzadas, sl- regirán por la ley que estuvo
entonces vigente.' (...) lIa norma civil no llega al distingo enirc daño civil y daño ambiental,
simplemente se rciiere a la situación particular de un daño contingente, sin limitar la naturaleza
o esencia misma del daño. Por este motivo, el hecho de que no cxisla una mención expresa a los
daños ambíenUles cuando se habla de daño contingente, m tampoco que el legislador haya
querido excluir la posibilidad de que se considere que los daños ambientales pueden ser darlos
contingente:.' En consecuencia, no se lia dejado de aplicar los artículos 240.2 y 1(12 del Código
Orgánico de la Funeíun JudicwL 763, 76.7 (k) de. ta Constilucirá de ln República tiv\ Ecuador y
24 del Código de Procedimiento Civil, por cuanlo se ha demandado ante el fuez competente
segün lo delejminado en la ley, (...) en ul virtud, se desechan los cargos acusados. 5.9 Falta de
Competencia dt los Coujucces de la Corte Provincial de Sucumbíos que diclaion la sentencia
que se casa. Nombramiento ilegal de los conjueces del Tribunal, La empresa se refiere („.) sin
determinar qué normas han sido violadas que afecten a la validez del proceso {.„) El sorieo de
los conjueces fue ilegal y extemporáneo. Se concluye que la empresa demanda tuvo la potestad
de recusar a los [ueces en el proceso, si consideraba que no eran ímparc rales o por las rn7on.es
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expuestas tu b Je>', y que debió ser ejerddd en el memento adecuado, skñéo improcedente
alegar vía tasación (...) 5.10 Violación del Trámite correspondiente a la causa que se está
juzgando. Apertura del segundo término a prueba. El articulo 337 del Código Procesal Civil
establece; 'En el tiempo que canee desde la terminación de la prueba hasta la expedición del
fallo, pueden las parles presentar informes en derecho en defensa de sus intereses*. El \uc¿ de
primera instancia solicitó a las partes, que presenten sus alegatos, es decir un informe cu
'demostración de Jas razones de una parte y para impugnar las contrarías'. Cuando el juez
concede un termino para que las parles presente sus alegatos, no significa que exisie una nueva
apertni/i de prueba, lo que hace el juez es aplicar la ley procesal lomando en cutuiJi el objetivo
del procedimiento que establece el artículo 29del Código Orgánico de la Función Judicial, esto
es respetando el ordenamiento jurídico csfablccido, (,..) El otoigamiento de un termino para
presentar los¿legatos de acuerdo al artículo 434 del Código de Procedimiento Civil, no provoca
la nulidad del proceso, es inaceptable enLonces la nulidad acusada cu aplicación del articulo
1014 del Código de Procedimiento Civil, („.) la determinación de un termino para presentar
alegatos no contraviene la seguridad jurídica ni tampoco seiá motivo de nulidad, se debe tomar
en cuenta que el proceso en primera :nsiancia llegó a la cifra de doscientos dieciséis mil
seiscientos nóvenla y dos (216.61)2; fojas, por Jo que era necesjno conceder a las paites un
termino prudencial para presenrar los informes en derecho, f „), El proceso de inspecciones
judiciales fue truncado indebidamente. El proceso es nulo, según pretende Ij empresa
casaciouísta por cuanto la parle actora ha renunciado a G4 inspecciones judiciales soliüladas de
97, en base al principio de comunidad de prueba. El principio de comunidad de la prueba, se
refiere a que una vez practicadas las pruebas, estas no pertenecen a quien fas ba postulado sino
que corresponden al proceso; es decíi una vez que han sido introducidas en el proceso de forma
legal su fin es el probar la existencia o no de los hechos t|ue han sido alegada en el pioceao,
con independencia de a quien beneficie o perjudique, la renuncia de practica piobaioua no causa
la nulidad del procedo, („,) Es neeesaiio tomar en cuenta respetlu <i la renuncia de piucba, que
en realidad í,i prueba que no puede renunciarse es la y,\ diligenciada, la que se encuentra ya
actuada o practicada en el proceso, es solo cuando la prueba ha sido pedida, Ordenada y
practicada y sea reflejo efectivo de una situación probatoria que pasa a ser parte de la
comunidad de la prueba, como una unidad de prueba (...) Por lo expuesto no son aplicables los
artículos 346.3 y 344 del Código de Procedimiento Civil, la renuncia de prueba no se encuentra
prohibido fsic.) en nuestra legislación y urenos aún existe norma que establezca que |j renuncia
de la prueba debe realizarse baju el procedimiento establecido para el desísumisnlo ile un
proceso, {...) mas aún cuando las pruebas solicitadas han sido debidamente notificadas a las
partes. {.,.) 5.11 Negativa a abru el término para la prueba de error esencial („.). La
casacionista reprocha la sentencia de primera instancia, la cual no es la que se ca¿ah volviendo
improcedente esta alegación. (...) 5.12 (...) falsificación de firmas de demandantes en la
demanda. (...). Declarar lafalsificación de firmas, no corresponde al juezdélo civil, ni debe ser
tratado en e^ie proceso y por esle recurso, como ha quedado expuesto; si eaistíere el
comelimiento de mi delito, las panes pueden acudir ame |,i& autoridades competentes pitra
juzgar e^ie lipo de hechos. (. ) 5.13. Fraude Procesal. ( ..) no se determina ningún upo de
numia al respecto, ni cómo ha afecoido al proceso en la validez del mismo, por lo que se
convierten en afirmaciones vag«ts, sin ningún tipo de fundamento legal („,) 5.14 Falta de
aplicación de los artículos 1, 75, 7ó, 172 y 174 de la Constitución. (...) no exísic taita de
aplicación de los artículos 1, 75, 7ó, 169, 172 y 174 de la Constitución de la República del
Ecuador, menos sobre las graves acusaciones o imputaciones a los actores y a la propia
administración de justicia en la cual se encuentran inmersos Jos jueces que han decidido en

:recho, más aún cuando no se explica Ja forma como se han infringido los artículos 15 y 16 de
la Constitución de Ja República del Ecuador, de ahí la inadmísibibdad de la cans.il segunda del'
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artículo 1 de la Ley de Casación alegada. 5.15 Falta de aplicación de los artículos del Código
Orgánico de Ja Función Judicial (..) Impaicialidad e independencia de los jueces La empresa
recurrente acusa que no existió imparcialidad por parle del jut2 Germán Yáne?„ luego agrega
que el juez Juan Ntiñcz tuvo reuniones iimpropiadas y anticipó criterio, por otro lado el juez
Leonardo Ordóñez inventó un término que no existe; y flnalmenle, que el juez Nicolás
Zambrano permitió que los actores redaden la sentencia. (...) Si, como afirma la recurrente
existieron irregularidades en el proceso, la legislación ecuatoriana establece acciones para este
tipo de liedios, disputes o alterques, incluso de tipo administrativo y penal sm peifuicío de
lespon^übdidadcs cívífes, más no se puede sin sustento legal rea!Í2ar aseveraciones de e¿ie típo
y que se preleniía que ít case la senlencia [.. ), 1„íi empresa demandada lia ejercido su1* deicclios
ampliamente y ha renido décadas de uempo para accionar en la vía o caminos adecuados sobre
los supuestos denunciados. De las razones expuestas se desprende que no exisie falla de
aplicación de lus artículos l) y 128,12 del Código Orgánico de la Función Judicial y 76.7 (k) de
la Constitución de la República del Ecuador. Falsificación de dos informes del perito Charles
W. Calmbachcr. La casacionisia afirma que los informes presentados por el perito Charles
Calmbachcrson nulos, es decir la causal segunda, se impugna la validez de una prueba, fo que
no es proccdeiire mediante esU causal, haciendo refeiencia a correos cleclróuicní; enviados al
abogado de los demandantes (Dr. AJbeiio Wiayj. La impugnación de una prueba no es causa de
nulidad en un proceso a menos que específicamcnie eslé determinado en Ja lev (...). La
demanda en esic caso no ha demostrado la supuesta falsificación de los informes del perito
Charles W. Calmbacher, ni siquiera menciona que norma ha sido supuestamente infringida
anulando el pioccso, (..,) Esta indeterminación de la norata imposibilita que este Tribunal
pueda analizar U admisibilidad o no del cargo formulado, ilegal designación y actuación del
perito líichaid Cabrera. (...) Se debe anotar que resultan improductivas las alegaciones en que
no se indican que normas de derecho lian sido infringidas o cómo se ha provocado nulidad en el
proceso, la empresa recurrenlc se Tíficre a min serie de hechos de loda índole, iin explicar de
manera inequívoca cómo estos hechos pueden nfeelar Ja validez del proceso {—)•> por lo
expuesto se derecha el cargo formulado. 5,16, La pseudo sentencia de primera instancia no fue
redactada por el juez que tenía a su cargo el proceso. Este acto ilícito provoca la fafta de
aplicación de las normas de \oa artículos (...). í^)1 En el CilSÍ> ef| resolución, como queda
anotado, Chevron Corporation acusa sobre el cometímiento de un "delito procesar', sin explicar
en qué forma se ha infringido el pnneipio de competencia, jurisdicción y legalidad { ..); el
principio del independencia ( „J; el principio de imparcialidad (...); ti principio de
responvnbiljdnd 1...): cómo el incumpliendo de los deberes de los servidoies iudiüales lia
producido nulíd.id en la semencia de segunda instancia („ t.cúnio se lia producido la falta de
acceso a la juslicla o la falta de tíllela efectiva (...), cómo SC le ha dejado de juzgar en forma
independiente e Emparciul (...); la eficacia jurídica cómo ha sido violentada, cómo se ha
transgredido la Constitución para que la sentencia de primer nivel sea ineficaz (...); o cómo se
ha infringido el ejercicio de los derechos (...); cómo o de qué forma se ha producido la nulidad
(,..). Del présenle análisis no se concluye que exista violación a las referidas normas que
enredada y ¡¿Mensamente se contunden yb como queda estudiado, el error i'i prowdcnJa que
eo-rdk'vu h causal •segunda del ^ícuio i de la Lc^ <te Cisucion esui relacionaba con el Jinormívl
desenvolví'míenio de la relación procesal, y en la présenle coniroversia, desde su iniciación
valida hasta esic momento procesal no eneoHiramos Ja infracción de tina norma de
procedimienlo que la ley mande observar expresamente, bajo pena de nulidad. Por lo expuesto
se desechan los Cíirgos formulados. 5.17 De la actuación dolosa de los abogados de los actores.
(...) La empresa demandada, Cbevrou Corporation (...) cstii acusando a los actores y a quienes
intervinieron en esle proceso; ahogados, peritos y jueces el cometimiento de varkis delitos, lo
que no es admisible en este recurso, nr tampoco que estas acusaciones tan graves se las realice
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por esle medio, si la empresa casacionista considera que cxisle el cometimienlo de dichos
delitos que acusa debe presentar ante la autoridad competente la respectiva denuncia con las
respectivas pruebas, (..,) Resulta extraño que se pretenda declarar la nulidad en un proceso por
las supuestas conductas de los litigantes y palrocinadoies sin haber existido un juicio previo
cuya sentencia haya causado estado, conforme se ha explicado largamente en esta sentencia. De
lo expuesto se concluye que no existe falta de aplicación de los artículos (...). 5.1H Base
constitucional para casar la sentencia dicLada por el Tribunal Ad qnem por fraude procesal. La
empresa debió fundamentar su recurso de acuerdo a la aplicación indebida, falta de aplicación o
errónea interpretación de la norma o normas procesales que se hayan infringido en alguna
manera, así como en qué forma se ha provocado nulidad en la parte que recurre y cómo esta
nulidad ha afectado su derecho a la defensa, como ha señalado la doctrina. Por las razones
expuestas se desecha la causal alegada. SEXTO,- SECUNDA OBJECIÓN- ó.l. De acuerdo con
el orden lógico de las causales corresponde analizar la causal quinta del artículo 3 de la Ley de
Casación: 'Cuando la sentencia o auto no contuvieren los requisitos exigidos por la ley o en su
parte dispositiva se adoplan decisiones contradictorias ¡iicompalib!es;. 6.2 Li empiesa
casacionista indica que la sentencia de segunda instancia no es motivada cuando se refiere a las
alegaciones de falsedad de firmas, a la falta de concurrencia de los demandantes que no saben
leer y escribir a reconocer su huella y a la taita de poder del procurador común de los
demandantes limitándose a realizar meras referencias al fallo anterior. La casacionista señala
que existe violación del segundo inciso del artículo 276 del Código de Procedimiento Civil, que
establece: 'No se entenderá cumplido este precepto en los fallos de segunda instancia y de
casación, por la mera referencia a un fallo anLerior' (...) Es decir el Tribunal Ad qttem debió
pronunciarse en forma expresa respecto a estas alegaciones y no solo referirse a la sentencia
dictada porel Presidente de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos. (,..) En mérito de lo
expuesto y en los términos que quedan analizados, este Tribunal de casación puntualiza: Sobre
la supuesta existencia de una denuncia que hubiesen presentado los demandantes respecto a la
falsificación de sus firmas y rubricas no consta en el proceso („.) y, como bien se analiza en la
sentencia de primera instancia 'la existencia de un examen grafológico insertado en el proceso
sin que exista el derecho a la contradicción y violentando el principio de inmediación, no puede
constituir sustento para declarar la nulidad del proceso' (,„). Si existió alguna supuesta
falsificación de firmas y rúbricas, las personas aparentemente afectadas han tenido 20años para
alegar dicha falsificación, sin que esto ocurra, más aun cuando las actuaciones han sido
ratificadas por los actores en el proceso. Respecto al argumento tic las huellas digitales, las
actuaciones de los demandantes han sido ratificadas en varias ocasiones en lacausa, legitimando
de este modo nuevamente la demanda presentada. En cuanto a la falsedad de la procuración
judicial, este Tribunal de la Sala se ratifica en el considerando que precede en que se analizó
respecto de la validez de la Procuración Judicial y siendo esle un instrumento público, es obvio
que para objetar su autenticidad se lo debe realizar en la vía pertinenle; en que se determine la
falsedad o no del referido instrumento sea esla la vía civil o penal según sea el caso. 6,3 La
sentencia es incompleta al desechar la excepción de extinción de obligaciones y cosa juzgada
planteada por Chevron a consecuencia de los Acuerdos TransacciónaIes celebrados con el
Estado y los Gobiernos del Área de la Concesión. (,..) esle acuerdo transacciónaI tiene efectos
ínter partes pues versa especifícameate sobre el juicio civil iniciado por la Municipalidad de la
Joya de los Sachas, y como tal tiene valor, (...), pero lo que no se puede pretender, como alega
la empresa casacionista, es que este efecto se extienda al grupo de personas que presentó esla
demanda que no fue parte del conLrato Iransaccional, o sea a una colectividad. {...) Las Actas
Transaccionalcs celebradas entre parles no tiene efectos erga omnes; el denominado contrato
ara la ejecución de Trabajos de Reparación Medioambiental y Liberación de Obligaciones,

Responsabilidades y Demandas fue celebrado entre el Ministro de Energía y Minas, ?r
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PET1ÍOECUADOR y Texaco Petroleum Company, en el ARTICULO V; LIBERACIÓN DE
DEMANDA, se indicaque: "„.el Gobierno y PETROECUADOR liberaran y descargaran para
siempre a (...) Compañía Tesaco de Petróleos del Ecuador S.A., Tesaco Inc., (...) de cualquier
olra demanda del Gobierno y PETROECUADOR en contra de las Exoneradas porel Impacto
Ambiental resultante de las Operaciones del Consorcio...'. Por lo dicho su efecto se produce
entre el Ministerio de Energía y Minas, PETROECUADOR Y TEXACO PETlíÜLEUM
COMPANY y no cutre la señora María Aguinda y otros y Texaco Company. La característica
del daño ambiental es que es iu ínlcrcs de todos (...), es decir corresponde a los derechos
difusos, de allí que cualquier grupo puede ejercer este derecho en defensa del medio ambiente o
solicitar su reparación; sin embargo esle derecho no puede ser bajo ningún conccplo limitado
por ningún tipo de acuerdos entre un Ministerio y la paite demandada, e interpretar que este lipo
de acuerdos tienen efeclo erga omnes, irrespetando incluso normas y tratados internacionales
suscritos por el Ecuador, rcspcclo de derechos colectivos y difusos, por lo tanto no existe cosa
juzgada, pues este acuerdo no inmiscuye y por ende no afecta a la parte adora, (,..), las
conclusiones a las que llegan los Jueces de acuerdo a la aplicación de la normativa ecuatoriana e
internacional, no demuestran que cxislc falla de motivación en la sentencia, pues los jueces si
han cumplido con dicha obligación, el fallo se encuentra sustentado y representa en debida
forma lo que ha llegado a ser su convicción (..,), 6,4 La sentencia carece de una adecuada
motivación al declarar que tiene jurisdicción sobre Chevron. {.„) resulta ilógica la posición de
Chevron Company respecto a este tema, sobre todo cuando la jurisdicción y la competencia han
sido ampliamente analizadas tanto en la semencia de primera instancia como por la segunda
instancia. (,„) Por lo expuesto se desecha esle cargo. 6.5 La sentencia de segunda instancia es
contradictoria al analizar la irrclreactividad de la ley de Gestión Ambiental. (.rr) En el caso que
nos ocupa, al tiempo de la piesentación de la demanda la normativa vigente respecto al
procedimiento en los juicios seguidos por daño ambiental estuvo vigente la Ley de Gestión
Ambienlal. De lo que se concluye, que la sentencia ha sido debidamente motivada, pues explica
en forma fógica la aplicación de la Ley de Gestión Ambiental. C>.6 Falla de motivación en la
aplicación de ia doctrina de responsabilidad objetiva. (r„) De I¡t revisión de la sentencia dictada
por la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos el 03 de enero de 2012, se desprende que
existe la debida motivación respecto a la responsabilidad objetiva, primero se indica la
aplicación del artículo 223ó del Código Civil, examinando el daño civil y el daño ambiental, el
daño contingente, también se analiza el articulo 2414 del referido Código respecto a la
obligación de quien causó el daño tiene la obligación de reparar, es decir se determina la
responsabilidad y el nexo causal entre las actividades realizadas por la accionada y el daño
ambiental, lo que ha conllevado a que se infrinja la ley ecuatoriana. (,..) La responsabilidad
objetiva en materia de daños ambientales aplicada, es la adecuada, pues cuando se (rata de
daños ambientales estos son producidos por algún tipo de objeto o sustancia, como los
desechos, líquidos, etc. Y el encargado de éstos al no tener el suficiente cuidado genera
responsabilidad objetiva, {,.,). Elartículo 39fi segundo inciso de laConstitución de laRepública
determinó que: la responsabilidad por daños ambientales es objetiva. Todo daño al ambiente,
además de las sanciones correspondientes, implicara también la obligación de restaurar
integralmente los ecosistemas e indemnizar a las personas y comunidades afectadas.' Norma
constitucional que recoge la doctrina mayoriraria respecto a la responsabilidad de daños
ambientales, de ahí que no es una norma improvisada como hemos analizado en el presente
considerando. 6.1 Omisión en la sentencia de motivar adecuadamente la relación de causalidad
entre los hechos y el daño. Omisión de analizar la operación [fe Petroecuador en el área de la
concesión durante los últimos 20 años. En la sentencia impugnada se ha motivado
adecuadamente la relación entre los hechos y el daño. En los considerandos Cuarto y Quinto se
realiza un anáfisis de los daños ocasionados y las pruebas aportadas en el proceso. La demanda
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presealada por Muría Aguinda y oíros se realiza solítmente en contu de Chevron Cojpoiation,
más no en couíra de la empresa Tetroecuador, la litis se ha trabado en base a la demanda y las
excepciones presentadas por la demandada, juzgar a Pctroccuador la responsabilidad cu base a
las alegaciones presentadas por la demandada sería dejar a Petroecuador sin derecho a la
defensa, violando además el principio dispositivo. Al Tribunal A qitem no le correspondio
entonces analizar la responsabilidad de Peiroecuador, por recortes de prensa a los que se rctiere
y menos atribuir a Chevron unos ríanos v a Petroecuador oíros daños, tercero que jamás fue
demandado, sin que ejerza derecho a Ja defensa (...), r?r£ La sentencia incurre en
contradicciones cuando dicE que no apJiej delerminadas pruebas sin embargo de lo cual funda
en ellas su sentencia. La casacionista señala que no existe motivación en la sentencia por cuanto
se dejan de señalar los cálculos de los montos. De la revisión de la sentencia en el Considerando
Quinto consta el análisis de la prueba aportadaen el proceso, y concluye la Sala ""La Sala estima
coherente y con sindéresis lógico-jurídica la apreciación del inferior en esta parLe porque del
cúmulo de aportación probatoria en el juicio a que hace precisión el inferioi. (»•)*• f -.) La Sala
de instancia consideróque el análisis del A quo respecto de los rubros es lógico y coherente, no
solo se realiza una mera referencia respecto a la sentencia de primer nivel, ya que se explicaque
se han recogido parámetros económicos que aparecen en el proceso. (,..) Dkiinlo t% cuando en
una sentencia solo se .señala que se ratifica la sentencia inferior, es en ese momento que una
sentencia carece de motivación. Es decir el Tribunal As quem debe señalar por qué considera
que la sentencia que se apela es lógica, coherente, por que Mtifica la senLencía del |ucz a quo
(...).ó.9 La sentencia es arbitraria cuando ratifica la funda mentación de la sentencia de instancia
en pruebas que no fueron pedidas, practicadas y ordenadas conforme la ley. La accionante ataca
en esta ocasión a Ja prueba aportada en el proceso, (,„), Argumentación que como ya se analizó
no es válida acusarla por la causal quinta como falta de motivación y arbitrariedad en Ea
sentencia. (...) esta procede de acuerdo j la causal tercera por vicio de valoi ación de la prueba
(...). Se rrara, pues, de un recurso de técnica jurídica Por lo expuesto se rechaza el cargo
acusado. ó.lQ Falta de motivación en la condena de daños punitivos, (...» la sentencia
impugnada contiene los requisitos formales y de fondo exigidos por la ley; esto es contiene en
su estiuctura la parte expositiva, considerativa y dispositiva o resolutiva, por lo que el Tribunal
de la Sala no advierte falta de rcquisilos en la misma ni de motivación coherente ni decisiones
contradictorias entre la parte motiva y la resolutiva. Por las razones expuesui1; deviene en
improcedenie el cargo acusado, ó.II. De las contradicciones en que incurre b aclaración y
ampliación de Ja sentencia. (...) el considerar de manera oficíeme y clara que no existe fraude
procesal en el proceso, a cruerío del Tribunal de Aliada, no significa que esibta couiradicción
entre la semencia dielada el 3 de encio de 2012 y el auto dictado el 13 de enero de 2UI2, es
claro que al dejar a salvo los derechos y acciones de las partes se reconoce la falta de
competencia para juzgar la existencia o no de un Iraude procesal. 6.12 Contradicción entre la
sentencia y el auto de aclaración y ampliación de lasentencia acerca del fraude procesal. (...) Si
la Corte no encuentra la evidencia necesaria para determinar la existencia o no de fraude
procesal, no dignifica que éste deje de cMEtir por sí mismo, pues en la mayoría de legislaciones
y como st ha examinado y explicado en esU sentencia, c^lüs lemas son (ralados per separado
¿íendo ta materia de ía litis la determinación o no del cometíiuíento de un fraude procesal, en
este caso no se trata de resolver sobre esle punto, la lilis está enmarcadabajo orra lu^, además al
ser un proceso verbal sumario que no admite esta clase de móldenles, (...) Este Tribunal de
Casación encuentra que existe la suficiente motivación respecto a la lalta de competencia para
que el Tribunal Ad quem resuelva sobre un tema de fraude procesal (...). ó,[3 El auto de
ampliación y aclaración no resuelve motivadnmente hii impugnaciones de Chevron a la

impctcncia de los miembrosde la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos.
Al indicar el Tribunjl Ad quem que los molivos procesales aparecen en autoü, significa que ci
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el proceso constan los respectivos oficios, autos, providencias, justiciacioncs, por las cuales sí
constíiuvó el Tribunal, no es esto una mera referencia, pues fas partes pueden revisar en el
piocfcso cada una de las justiíicaciones que consian respecto a ía conformación del Tribunal, no
es necesario que se indique cada una de las justificaciones y actos administrativos realizados pur
el Consejo de la Judicatura para justificar la competencia del Tribunal Ad quem („,). ó.14 El
auto de aclaración v ampliación dictado el 13 de enero de 2012, explícitamente reconoce que el
juC¿ de instancia para resolver coasfdero información que no fue considerada al espediente, f,..)
La Cüiüeiom-jU debe aleg.nr cu torne ü la reutcntiit que lesunu, y su fundóme wncion óvbe ser
precisa v no como en este punió vaga, basándose en suposiciones, (•••), es por e^o justamente la
necesidad de la prueba y la motivación a fin de evitar la arbitrariedad. Por cuanio no existe un
fnudrimento claro, preciso, se rechaza el cargo formulado, 6.15 El contenido de las disculpa^
incluido en el auto de aclaración y ampliación de fa sentencia es contradictorio. (..,) su recuiso
nn explica la wntradiccrón entre la sentencia y el ¿uto de aclaración y ampliación, mas muestra
inconformidad con el contenido de las discutas Í...J. Bsle lerna ¿era tratado en el siguíenle
considerando. SÉPTIMO.- TEKCEllA OBJECIÓN.- 7.1, El numeral 4 del artículo 3 de ia Ley
de Casación, Esla causal procede cuando no se lia transgredido el principio de la congruencia,
las pretensiones de las partes deben cnirar en armonía con la sentencia (...). 7.2 Casos
específicos de violación de la sentencia de primera instancia, rantícada por h segunda, de los
ptiucipios Óisposióvus y de congruencia que deicrminaron la íalia de aplicación de los artículos
ióS.fr de la Consliiución de la República, 19 y J-llJ del Código Orgánico de fa Función Judicial
y 213 del Código de Procedimiento Civil. La supuesta falsificación de firmas, no es un asunto
que corresponda juzgar al juez civil, (r.,), además que este hecho ha sido ya alegado: por la
causal segunda, conforme ha sido expuesto en la presente resolución y que se lo vuelve invocar
jior los mismos fundamentos, como tiene señalado esle Tribunal de la Safa no se puede por un
mismo hecho jurídico ser nuternj de cargo de Ja causal cuarta lo que ya fue pui la segunda
cantal dado que ]j*¡ causales son autónomas e independientes. Por otro lado, ( ..), en cuanto a
las normas de los artículos 19- y 140 del Código Orgánico de la Función Judicial no explica la
empresa casacionista cómo se han transgredido estas normas, sin dar elementos de juicio a este
Tribunal de Casación para anal i7ar las referidas normas bajo la presente alegación, [ior lo que no
ha lug.ir los caraos acubados, 7.7 Las pretensiones de la demanda y el aparceimiemo de nuevas
pretensiones a partir del informe de Richard Cabrera. („.) de la confrontación emic la sentencia
y h demanda se puede señalar que aquella ha sido congruente con lo solicitado, loda vez que las
percepciones indtmnizatorias lian sido fundamentadas en los rubros y conceptos reclamados,
dejando la salvedad de los daños punitivos que como se analizara en esle Considerando, estos
no son procedentes, por uo estar contemplados en L\ (ügislucióii ecu,itQHj<ma.r ~?A Lü utilizAción
del concepto 'holísiico' del daño ambiental para englobar las nuevas preteneones, (...) Los
conceptos propios o doctrinales uiilizados en una sentencia no son susceptibles de recurso de
casación, más aun que el concepto 'holístico' fimo se ha señalado en la sentencia de primer
nivel ha sido aporcado como prueba por la propia empresa accionada, mientras pür esta causaf i«
auca dicha definición. Por este motivo, se rechaza el cargo tormulado, 7.5 Condena a
reparaciones no preiendklas en la demanda, a) Condena a una indemmención por daños
puniíivos y, altern divamente a pedu disculpas públicas. Los daños punitivos (.. ) es el importe
de dinero que se debe añadir por el beneficio que recibió quien comete el daño, es decir se
configura un beneficio superior al monto del perjuicio, lo que buscan los daños punitivos es una
¿unción por un hecho reprochable y evitar que este tipo de conductas se vuelvan a repetirr es
decir ejemplifica. (. .) Se consugu en eí CóíHgo Civil ecnuíüTbno \\ lepasación a b víclimn,
jíí.is no se ha eslablecido medidas ejemplificad vas que puedan iunificar ef aplicar precedentes o
juiimprudencias de otras legislaciones como es fa americana. De ahí, que como bren expresan los
doctrinarios, 'donde no dice la ley no les es dado al juez'. (...) para la procedencia de daños
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punitivos debe estar expresamente determinado en la ley, (.r,) los daños punitivos no son un
principio universal del derecho (...). Un principio universal del derecho no se discute se aplica
como fuente del derecho que es y siendo un principio sera reconocido por quienes no son parte
de determinada legislación inclusive (...). (...) este Tribunal de casación efectivamente
encuentra que existe una condena que no lia sido requerida, en la decisión que se recurre se falla
sobre lo que no fue materia de litigio, es decir Jo que no fue objeto de reclamo de la parte
demandante en su libelo inicial, no congruente entonces la sentencia con la demanda, (,..), es
decir se ha fallado extra petita. (...). b) Condena por excesivas muertes por cáncer y supuestas
configuraciones de un problema de salud pública, (,..) El artículo 33 de la Ley de Gestión
Ambiental (LGA), vigente a la época de la lilis determinaba que los parámetros de calidad
ambiental, el listado de productos contaminantes y nocivos para la salud humana y el medio
ambiente, es así que las personas naturales, jurídicas o grupos humanos podían interponer
acciones por danos y perjuicios por eldeterioro causado a la salud o al medio ambiente {artículo
43 LOA), Al pedir los actores en su demanda: 'La contratación a costa de la demandada de
personas o instituciones especializadas para que diseñen y pongan en marcha un plan de
mejoramiento y moniloreo de la salud de los habitantes de las poblaciones aleeladas por la
contaminación*. Y al condenar a la demandada el pago de una indemnización porincremento de
muertes en la zona, claramente significa que se está concediendo a la parte adora un plan de
mejoramiento y moniloreo de la salud de las poblaciones afectadas por las actividades
petroleras, (...). Es por estas razones que se desecha el cargo formulado. (...). c) Condena para
el establecimiento de un nuevo sistema de agua potable. No existe vicio extra petita, (...)
cuando los actores han solicitado el saneamiento de los ríos, esteros, lagos, pantanos y cursos
naturales y arli riciales, d) Condena al financia miento de un programa de reconstrucción
comunitaria y rcafírmación étnica. (...) en el derecho ambiental el principio de reparación
integral del daño ambiental es la base para que el juzgador logre una compensación de la
víctima, siendo la última finalidad la restauración global de los bienes ambientales. Cuando no
es posible la restauración, restablecimiento, o reposición, es necesario acudir a otros medios que
disminuyan el daño que aún se produce, en eate caso el juez ha considera los elementos
culturales, que también han sido violentados (...), Del análisis realizado enestas líneas, (,..), en
lo que respecta a ordenar un programa de reconstrucción comunitaria y reafirmación étnica, se
cumple con las pretensiones de los demandantes, e) la disposición de constituir un fideicomiso
para que reciba ios valores a losque se condena a Chevron y se encargue de la reparación. (,..)
la forma en la cual, el juez ha ordenado se entreguen los valores y se ejecute la sentencia solo
garantiza en forma adecuada, como bien lo expresa el juez de instancia, (,.,) el derecho a la
tutela efectiva consagrado en la Constitución no solo es acceder a los órganos jurisdiccionales
sino es lograr el efectivo cumplimiento del fallo (...). OCTAVO,- CUARTA CAUSAL.- &U
Corresponde examinar el orden lógico respecto del cargo por la causal tercera del artículo 3 de
la Ley de Casación argumentada por la compañía recurrenie, causal que procede por:
'Aplicación indebida falta de aplicación o errónea interpretación de los preceptos jurídicos
aplicables a la valoración de la prueba, siempre que hayan conducido a una equivocada
aplicación o a la no aplicación de normas de derecho en la semencia o auto' (,..). 8.2 Falta de
aplicación de normas relativas a la valoración de la prueba contenidas en el artículo 76,4 de la
Constitución, de los artículos 117 y S3ó del Código de Procedimiento Civil y del artículo 19 del
código orgánico de la Función Judicial, que han conducido a la indebida aplicación de los
artículos 2214, 222(J y 2236 del Código Civil. De la admisión de la prueba ilegalmenle actuada
que no fue pedida, presentada o practicada de acuerdo a la Constitución y la Ley. La
casacionista afirma que las cnlrevíslas realizadasen el contexto de las inspecciones judiciales no

/7^"cumple con los requisitos legales, sin embargo el juez ha llegado al convencimiento de que estas
/¿^^personas dicen la verdad, pero el juez que dictó la sentencia no estuvo en ninguna inspección
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judicial. Respeclo a esla alegación, la casacionisla no explica qué parte de la scnlenciit es la que
se impugna, pues de la semencia que se recurre se evidencia que no existe el análisis al que hace
referencia el recurrente, (.„). Ahora bien, el juez ha llegado a sus propias conclusiones de
acuerdo a la libre apieciación de prueba, no puede entonces el Tribunal de Casación inmiscuirse
en la libre valoración del juez, pues sería púdicamente entrar en una tercera instancia, si así lo
hiciere, solo cxepcíonalemente lo puede hacer, cuando existe una evidente violación a las
normas de apreciación de la prueba. La casacionista afirma que los testimonios rendidos en esas
inspecciones, no cumplen con los requisitos exigidos por la ley, mas no explica a que requisitos
exigidos por la ley se refiere (...). También llama la atención que se señale que existe falta de
aplicación del principio de inmediación, lomando en cuenLa que este proceso ha durado 20 años,
lo cual ha hecho imposible que un solo juzgador sea quien conozca de este proceso. (rr.). Por lo
tanto no existe falta de aplicación del artículo („,), Si bien el juez que dictó la senLencia no
estuvo presente en cierlas diligencias por las circunstancias que se han dado en el desarrollo del
proceso y quedan anotadas sino que fueron otros juzgadores, ello de manera alguna enerva la
valoración de la prueba que se realiza en la sentencia ( —). En consecuencia no exisle indebida
aplicación de los artículos (.,,). Ilegal admisión de 'elementos de convicción' incorporados a
través de mal llamados 'Informes en Derecho', (...) en esta resolución se ha expresado que no
exisle falta de aplicación del referido articulo, pues no existe la apertura de ningún término de
prueba adicional. (rr.) el juez ha velado por el correcto desenvolvimiento del proceso
garantizando el derecho a la defensa de ambas partes (,„), Be la naturaleza de los "informes en
derecho" presentados el 16 de septiembre de 2010, a las I7hl5 y su valoración en las sentencias
dictadas dentro de este proceso. (...) la apertura para la presentación de informes de derecho, no
ha influido en la decisión de la causa, lampoco ha significado una apertura de prueba como se
ha analizado y referido en la presente sentencia por lo que no se ahondara más en este tema,
pues ya fue tratado de acuerdo a la causal segunda, (...). (...) En este recurso, en la mayorpaite
la impugnación se ha dirigido a la sentencia de primera instancia, que si bien es cierto ha sido
ratificada parcialmente por el Tribunal Ad quem, estos han coincidido en sus criterios, no
necesariamente significa que han seguido el mismo camino para llegara sus conclusiones. (...).
De la fundamentación de la sentencia en lo (síc) mal llamados 'Informes en derecho'. (,..). I_a
sentencia de segunda instancia, al comprobar que el juez a quo consideró y valoró reportes de
los expertos contralados por la parle actora para establecer el monto de la condena, debió
aceptar el recurso de apelación y desechar la demanda por falla de prueba. Al incurrir en tal
omisión se han violado las normas relativas ¿i la valoración de la prueba, lo cual a su vez sirvió
como base para que la sentencia aplique indebidamente las normas délos artículos 2214, 2229 y
2236 del CódigoCivil para condenar a Chevron, Indebida valoración de información que no ha
sido introducida legalmenie al proceso. El artículo 117 del Código Procesal Civil (...) no es una
norma de valoración de la prueba, porque simplemente se refiere a que no hacen fe en el juicio
aquellas pruebas indebidamente actuadas, que no se han pedido, presentado ni practicado de
acuerdo con la Ley. (...), se refiere a las partes procesales y lo que ellas están obligadas a
justificar dentro del proceso, en lo referente a las actuaciones probatorias, (...) Finalmente
respeclo a la fusión de las compañías, Texaco y Chevron, en la causal segunda se ha analizado
en forma motivada, detallada y cxlensa esle hecho, además de ser evidente Ja fusión, (.,.), No se
puede, entonces, volver a considerar los mismos hechos, los mismos vicios que ya fueron
examinados por otra causal como se pretende. Por las consideraciones expuestas, se desecha el
cargo formulado. Entrevistas admitidas como medio de prueba, (...) el juez puede recibir
testimonios en la inspección judicial, y es lo que ocurre en la especie, lo que conlleva que la
prueba ha sido debidamente actuada conforme la normalivü procesal y no como expresa la
casacionista, al restar valor a las declaraciones realizadas en las inspecciones judiciales.
Encuestas ilcgalmcnte admitidas como medios de prueba c información publica ilegalmenle
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admitida. La casacionisla se encamina exclusivamente a la sentencia de primera instancia (...).
Ilegal valoración de los informes realizados por Roberto Bejarano y Monscrrat Bcjarano. La
casacionista señala: 'la sentencia de primera instancia considera y valora este estudio a la
conclusión probatoria afectaciones a la salud de la población...1, Explicando nuevamente sobre
lavaloración que ha realizado el Juez a quo sin determinar en qué forma la sentencia desegunda
instancia ha transgredido la valoración de la prueba. 8.4Errónea interpretación de los preceptos
jurídicos aplicables a la valoración de la prueba. (.„). En la exposición que realiza en las
páginas lió y 118 del recurso de casación, no explica la recurrente en que forma exactamente
ha ocurrido la errónea interpretación. (...) no otorga ai Tribunal de casación lo (sic.) elementos
suficientes para determinar si efectivamente ha ocurrido la errónea interpretación de la norma
que se acusa. Por lo tanto se desecha el cargo formulado. Absurda valoración de la prueba en
vírLud de la que el Juez a quo concluyó que se habría producido una fusión entre Chevron y
Texaco. (...) la casacionista no demuestra el modo por se (sic) comete el vicio, ni que normas
de derecho han sido equivocadamente aplicadas o no aplicadas (...). Por las razones expuestas
deviene en inadmisible el cargo formulado (.„). La util¡7acíón del informe del perito Richard
Cabrera para fundar la sentencia alemacontra el principio de la sana crítica. (...) En la sentencia
de primera instancia se realiza un análisis minucioso respecto al nombramiento del Ing, Cabrera
entre el que podemos destacar lo siguiente: *,„se acepta la petición de que dicho informe no sea
tomado en cuenta para emitir este fallo1, (...). De lo que se concluye que; 1) El Tribunal Ad
quem ha atendido las peticiones de la parte demandada respecto del informe cabrera (.„); 2) El
juez de instancia expresamente señala que no toma en cuenta el informe del Ing. Cabrera y ha
realizado la valoración de las pruebas aportadas en el proceso de acuerdo a la sana crítica. (,..)
no se puede pretenderentonces que el Tribuna! de Casación se inmiscuya en unaprueba que no
ha sido lomadaen cuenta y que expresamente se señala en ambas sentencias. La causal tercera
verificará las pruebas aportadas en el proceso. (.„). Finalmente encuentra este Tribunal que los
jueces han valorado diferentes informes para concluir que efectivamente ha existido
conlaminación en el suelo y de este modo determinar su monto, (,„), En esta causa se han
practicado 56 inspecciones judiciales y del conjunto de la prueba actuada, el juzgador llega a su
decisión. (,„) El principio de la sana crítica en la apreciación de los informes periciales de
peritos designados por el Juez a quo. Errónea interpretación del principio de sana crítica (,,.)-
Estimación de daños. La estimación de daños efectuados por el Juez de Instancia, y íatificada en
la sentencia que caso es arbitraria y por lo tanto implica la violación por falla de aplicación del
artículo 115 del Códigode Procedimiento Civil (...). Remediación de suelos (,„), La sentencia
de primera instancia, ratificada por la de segunda, aplica a Chevron estándares de remediación
diferentes (y exageradamente más estrictos) que los empleados por Petroecuador y otras
operadores como Rio Ñapo (PDVSA) a los contratistas de remediación de Petroecuador, Tal
imposición es arbitraria. La casacionista afirma que es un absurdo que se ordene que las cosas
vuelvan a su eslado anterior cuando ha transcurrido casi medio siglo desde que se inició la
explotación petrolera. Sin embargo se debe lomar en cuenta que 'el objeto fundamental de la
acción civil ambiental sería, en principio (fuera del supuesto de prevención), la reparación civil
del peijuicio ecológico ü daño ambiental. De este modo el juez ha llegado a sus conclusiones de
acuerdo a la prueba aportada, (...) la valoración de la prueba se vuelve absurda cuando va más
allá de la lógica, o la razón humana, y no es lo que sucede en el presente caso, pues, primero la
reparación de un daño ambiental debe propender a que un ecosistema vuelva al estado cu el cual
fue encontrado antes de iniciar ciertas actividades, o como si aquellas no hubieren existido, este
es el factor determinante para este tipo de casos, es decir si se ha contaminado un río por un
derrame petrolero este río selo debe devolverá su estado natural como si el derrame jamás
hubiera ocurrido, (.„) se desecha el cargo formulado, la valoración de la pruébase ha basado en
la libre convicción del juez, que de acuerdo a la prueba aportada y mediante un cálculo\ ^-s
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malemálico lomando en consideración las herramientas técnicas proveídas ha determinado el
valor a pagar. Remedracrón de agua subterránea. La empresa casacionista señala que es
arbitrario que se le condene a USD $ óUÍI millones para la remediación de agua subterránea
(,..), pero a esta conclusión no llega éste Tribunal de Casación se observa que el juez ha
valorado las pruebas aportadas en el proceso. (,„) De otra parte, se Indica que no se señala que
norma de valoración de la prueba ha sido infringida. Hora y Fauna. La empresa casacionista
denuncia que la indemnización de USD 200 millones de dólares de los Estados Unidos de
América al que ha sido condenada para un programa de restauración de la flora y fauna y vida
acuática, no tiene ninguna base legal, alegación que no tiene cabida porque el Tribunal de
Alzada ha confirmado la prueba valorada por el Juez a quo para llegar a la demostración del
daño y la condena para la recuperación total de la flora y fauna, y lo hace, con fundamento en
las diligencias de inspección judicial y entrevistas efectuadas para la restauración,(,„). Agua
potable. La sentencia dictada por el juez de primera instancia y ratificada por el Tribunal Ad
quem ordena a la empresa accionada que pague 150 millones de dólares de los Estados Unidos
de América. La casacionista argumenta que de la evidencia procesal la única contaminación
existente en el agua no se debe a las actividades por ella realizadas, y que dicha fijación ha sido
arbitraria, no obstante, este Tribunal observa que el juez para fijar dicha cantidad basa su
decisión en los distintos informes periciales inclusive el del perito John Connor sugerido por la
propia empresa accionada, haciéndolo en forma proporcional y razonable, considerando que en
el derecho ambiental no cabe consagrarse indemnizaciones irrisorias o simbólicas, siendo en
malcría ambiental escencial obrar con este criterio para ir afinazando una institucionalidad
realmente eficaz en relación a la prolección de la naturaleza y el medio ambiente lo que
asegurará al fuluro no solo la disponibilidad de recursos no solo para el Ecuador y el mundo
sino la vida de futuras generaciones de nuestro país, (,„). AI igual que en la alegación anterior,
la empresa demandada no explica en qué forma se ha transgredido alguna norma de la
valoración de la prueba (...). Salud Pública, La casacionista se limita a indicar que la condena a
Chevron por temas de salud es arbitraria, y que el juez reconoce que los problemas de la salud
pública tienen causas distintas a las operaciones (sic.) petroleras (...). La recurrente no rcali¿a
ningún otro tipo de análisis, ni otorga al Tribunal de Casación otros elementos para determinar
la supuesta violación a los preceptos jurídicos aplicables para la valoración de la prueba que
hayan conducida a la violación de otras normas de derecho. (...). Muertes excesivas por cáncer
Chevron indica que el juez ha valorado los estudios de San Miguel Sebastián y que estos
estudios no demuestran la relación de causalidad entre las muertes excesivas con los lugares de
concesión. Sin embargo no explica qué norma respecto a la valoración de los preceptos jurídicos
aplicables a la valoración de la prueba ha sido transgredida. No basta que de manera general la
casacionista señale el inicio de la causal invocada (causal tercera) que se ha violado el artículo
115 del Código de Procedimiento Civil, es deber inexcusable de la recurrente para la
procedencia de la impugnación en cada una de sus alegaciones señalar qué norma ha sido
transgredida, enqué forma el juez no ha valorado esta prueba, cómo se ha violado los preceptos
jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, {...). Culturas Indígenas Respecto de la
condena de USD 100 millones de dólares de los Estados Unidos de América a fin de establecer
un programa de reconstrucción comunitaria y rcafirmación étnica , no existe reflexión oportuna
de parte de la recurrente que señale en qué forma el juez ha transgredido normas de valoración
de la prueba, esta alegación se limita a señalar que los cambios culturales se deben a la
colonización y que no se ha reconocido los informes periciales, pero no se indica por ejemplo
¿Que informes periciales? ¿En qué página se encuentran? ¿Qué dice la sentencia al respecto,
cómo el juez no valoró aquella prueba, cómo la Corte de Apelación no valoro esa prueba, etc.?
Por lo que al no existir tampoco elementos suficientes proporcionados por la misma empresa
demandada para analizar los diversos informes, a más de que no se ha señalado la norma
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transgredida de valoración de la prueba, y que la tundamenlarion en el recurso de casación
consiste en realizar un análkis de cada una de las causales que se invocan con las normas que
supuestamente han sido transgredidas de acuerdo a la naturaleza de cada causal, lo que dificulta
al juez realizar un análisis minucioso, más aún cuando se invoca la causal tercera, la
casacionista debe demoüirui, explicar, qué precepiu jurídica aplicable a Ja valoración de la
prueba ha sido infringido, que norma snstancinl ha sido afectada como consecuencia de la
primeía, lo que no ocurre en el caso en estudio. ( „),NOVENO,- Quinta objeción,- i - } examen
de la primera causal del artículo 3 de la Ley de Cjsjción („J causal que hace relación a Jo que
se denomina "vicios in indicando", bien sea por: "Aplicación indebida, tal tu de aplicación o
errónea ¡nierpíelación de normas de derecho, incluyendo los precédanles jurisprudenciales
oblioaioiio1;, en la >íe,ncencía o auto, que hayan !>ido delerminanles de su parte dispositiva", 1J.J
t...). 't.2 (. .). 93 Violación de normas legales y consiilucionalcs en Jas que incurre la sentencia
al desechar la excepción de cxlinción de las obligaciones pm Iransacción por Chevron en la
conrestación de [a demanda. Extinción de las obíigjüones por transacción. Cosa Juzgada, Taita
de aplicación de los artículos (...). i^..} los referidos acuerdos no tienen efecto ergu oírme:.,
como se afirma en el recurso: I) Hs un acuerdo firmado entre Instituciones del Eitado y
TEiXPÉT, 1) Eseos acuerdos no corresponden ¿ los denominador derechos difusos, tal como se
ha explicado ampliamente en esto fallo (...) los derechos colectivos no pueden ser objeto ds
acuerdos transaccionaIes sin los propios involucrados en el daño sufrido, (,. ) los dcicchos de
tercera generación no se encuentran representados por Instituciones del Estado, poi lo tanto no
se puede extinguir las obligaciones genciadíis po< daño ambiental a través de acuerdos enlrc
Municipios. Ministerios, o Gobierno Central y Lis empresas dedicadas a la explotación de
recursos naturales como alega la empresa accionada y que tuc analizad* en otra causal anterior.
De lo que se concluye que no exisle falta de aplicación de los artículos 1533,4 (la obligación se
extingue por transacción); 2484 (definieron de transacción); 2362. (efecto de la transacción) del
Código Civil y 297 del Código de Procedimiento Civil, y Z97 del Código de Procedimiento
Civil, tampoco falta de aplicación del articulo 1 de la Constitución de la República del Ecuador
(...). (...) como queda suficientemente analizado, los acuerdos Iransaccionales no fueron
firmados por los grupos humanos qutí reclaman sus derechos colectivos en el presente proceso,
por lo tanto jamás puede decirse que son las mismas partes las que han firmado los acuerdos
tr¡inseccionales, resulta infundado señalar que una Institución del Estado, el Gobierno Central, o
las correspondientes Municipalidades son las dueñas de los derechos colectivos que se discuten
en éste proceso, es decir, la empresa casacionista les otorga la calidad de grupo humano a los
indicados sujetos. Destruyendo asi la naturaleza de los derechos de tercera generación, es asi
que la Ley otorgó a través de la Ley de Gestión Ambiental el derecho a un colectivo a reclamar
estos derechos, las acciones colectivas no han sido otorgadas a los Municipios, han sido
olorgadas a un grupo, que ha sido afectado en sus derechos, entonces si a un Municipio o un
Ministerio no le ha otorgado la ley la acción para reclamar por daños ambientales, cómo puede
ia empresa demandada firmar un acuerdo Iransaccional sobre una acción que no le corresponde,
si bien la transacción se suscribe a fin de evitar un litigio futuro, éste litigio ulterior respecto a
los derechos colectivos, no incumbe a los sujetos con los cuales se lian suscrito estas actas
transacciónales, (..-). 9.4 La Identidad subjetiva como presupuesto para la existencia de cosa
juzgada. Los derechos colectivos pertenecen a un determinado grupo como se deja escrito, por
ejemplo los Indígenas, los afro ecuatoriano?, u oíros grupos, si estos pertenecen a determinados
grupos, mal pueden entender como se ha explicadoque eslos acuerdos transacciónales firmados
entre el Gobierno Central y Texaco reivindican los derechos colectivos de estos grupos, no se
indica menos se estipula en ninguna pane de los acuerdos Iransaccionales que el Gobierno

mparece a nombre de una determinada eoleclividad, por Jo que no es cierto que el Ministerio
de "Energía y Minas, y la Empresa üsiaial de Pelióleos del Ecuador mediante estos acuerdo

www.corleconsli1ucional.gDb ec

üv 1? Ue Oclubre N1(3-l1í y pásate NicolásJiménez
irrenlp al i)dNUG ElArbollto) • TrUí,.: (5&3-2) 394-1aOO

omail1 comu nicscionigcce gob.ee
OulIO - Ecuador



Ciua;i W."010^ U-i:i' l'^nu LHd^ 149

hayan reivindicado derechos colcclivüa y difusos de los ciudadanos afectados. (...) nu existe
falta de aplicación del articulo J de Ja Consiiiución Polilica del Ecuador de 1998. pues si bien la
soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es Ja base de lodti autoridad y que se ejerce a través
de los órgano:- del poder püblico y de los medios democráticos previstos en la Consiiiución, esto
no se refiere a que eJ Gobierno Central por medio de un ministerio tenga la representación de
los derechos colectivos („r)r La empresa casacionista afirma que la razón de los acuerdos
transaccionales tuc la reparación de posibles daños ocasionados al medio ambieule como
resallado de las Labores de Te«pet, entonces al suscribuse acuerdos por la 1'ietecLura de
SucumEjios >' demás municipalidades, quienes son representantes de la sociedad y por lo tan(o
de los derechos difusos. (-.). Ademas de todas las razones aipiíexpuestas, debemos resallar que
no son los mismos comparecienles quienes han demandado en este procesoh sino una
comunidad como sajelo de derechos cí>lcelivos (...) esle acuerdo jamás debió ser suscrito con la
Gobernación sino con los consumidores para que tenga un cfeclo real y además para que exista
una real compensación con los verdaderos afectados (...). Por lo tanto no existe falta de
aplicación del artículo 1 de la Constitución Política del Ecuador (Í998), ni de los aiticulos 1576,
1580 del Código Civil conforme queda analizado. (...) paro que la Cosa Juzgada sea válida
como excepción debe cumplir, a saber ires condicione: 1) La identidad de las personas, es decir
entre las mismas pailcs; 2) la demanda debe ser fundameniada sobre la misma cau^a; 3) lo
demandado debe ^er la misma cosa. 9.5 Del objeto de la transacción de la cosa juzgada. („.) lo
que ha sido maleria judicial (...). El objetivo de los derechos colectivos es proteger al grupo del
impacto de decisiones externas '(por ejemplo, las decisiones políticas y económicas de la
sociedad mayor)' (por ejemplo las decisiones del Gobierno Cenlral, Prefectura, Municipios)
(,.r)r 9.6 El recliazo a Ja excepción de extinción de la obligación por transacción v cos\a juzgada
conllevaademás la violación de los artículos 76,7 (i) y 82 de la Constitución de la líepdblicaen
concordancia con el artículo 424 de la misma Constitución, ( 1 La Corte ConsfUucionjl cu la
Resolución 1491-fiíVlíA de 24 de febreio de 21JQS, respeclo de la celebración de un comíalo
suscrito entie Ja Organización de la Nacionalidad Fluaram de la Amazonia (ONHAE) VDaniel
Roscom en su calidad de Representarle de la Empresa ECO. GÉNESIS DEVELOPMENT
LLC. S. cuyo objeto fue la consiiiución de un usufructo de las ñ!3,750 hectáreas que
corresponden a las tierras comunitarias del pueblo Huaurani declaró procedente el amparo
constitucional propuesto por el defensor del pueblo (.„) muestra como en cualquier esfera
puede existir la vulneración de derechos colectivos, yue pueden ser reivindicados por los
adecuados medios procesales (,,,) se debe tomar cu ^uenra que los derechos colectivos
pertenecen a un grupo de personas vulnerable1; que lian sido rezagados por la sociedad o a veces
por volunljd propia, tal es el caso de los grupos de indígenas de pueblos no conracljdoí. por lo
que es necesario a través de la legislación proleger estos grupos de la sociedad y mediante
mecanismo de dele usa judiciales, sus derechos se reclaman a través desús titulares. (..) EJ fallo
de la Corte Constitucional mediante sentencia N.° nOl-lG-SbN-CC de 18 de mar?o de 2ÜÍ0
señaló que se entiende por derechos colectivos aquellas facultades jurídicas que corresponden o
son ejercióles por un especial titular colectivo, estos derechos se reconocen a un segmento
especílico d-; la población, que no se reconoce a los ciudadanos en general. Entonces al no haber
sido suscritos us\os aeuetdos con los bulares de los derechos coieclívos no es precédeme ];,
alegación de eos;] juzgada sustnncia] que haya condenado a la cisacionista a ningún pago
indemnizatojjo. 9.7 Falta de lcgilimo conlradictor que obliga al juez a dictai sentencia
inhibitoria, (...) Sobre el argumento, que el demandado del>io ser Petroecuador, como ya se
examinó en otro considerando, se indica que la litis se ha trabado en base a las actividades de
explotación realizadas por Texpet, y no respecto a las acciones o no de Petroccuadoc, si es que
Petroecuador tuviera algún grado de participación debe ser tratada por cuerda separada a fin de
que esta empresa ejerza su correspondiente derecho a la defensa. No se ha justiíicado, por lo
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Unto, te taha fte dóm'mwi Vitis, pues fio *e traia de 1'rl'ts consorcio rtecesjrio para que procedtf la
inhibición como pretende la recurrente, el sujeto de liiigío en condición de demandado o
legitimado pasivo es laEmpresa Chevron Corporation, empresa que ha intervenido y ejercitado
amplia yplenamente sus derechos en esta controversia (...). 9.W Violación de normas legales y
constitucionales derivadas de la aplicación retroactiva de la Ley de Gestión Ambiental. Indebida
aplicación del articulo 43 de la Ley de Gestión Ambiental en concordancia con U fafta de
aplicación de los artículos lfi.3 y K2 de la Constitución en concordancia con el articulo 424
ibídem yfalla dt aplicación del artículo 7 1 del Código Civil ¡i linves de una indebida aplicación
de la excepción contenida en e) ailíenlo 1.21) e\ Codujo Civil, La emp?es¿> cjsycjoníslj
argumenia que existe aplicación retroactiva del articulo 43 de [j Ley de Gestión Ambienlal, por
hechos que ocurrieron muchos años antes de que entrara en vigencia esle cuerpo legal („,). El
artículo 7 del Código Civil claramente señala que: 'la ley no dispone sino para lo venidero: no
tiene efecto retroactivo...'. En caso de posibles conflictos, que son inevitables, se ha
determinado realas a fin de solucionar posibles contradicciones, es así que el numeral 2(J del
referido artículo señala: "Las leyes concernientes a la sustancíación y ritualidad út los juicios,
prevalecer sobre \js anteriores de^de el momento en que deben romenzar a regir. Pero los
láminos que hubieren comenzado n correr, y las aducciones y diligencias que ya esluvieren
comenzadas, se regirán por la ley que estuvo entonces vigente" Si la Ley J7 empezó a regir
desde el 30 de julio de 1999, y la demanda es presentada el 7 de mayo de 20Q3. cuatro años
después de la vigencia de la Ley, es lógico que se aplique la Ley 37, por lo tanto no existe
indebida aplicación de la referida norma de carácter procesal yenelevento de que existiera esle
hierro no cabe que se alegue con cargo a esta causal primera violaciones de carácter de tipo
proccdimcntal, pues son las normas de derecho sustancial y no las procesales Jas que deben
sustentarla. (...) Por lo expuesto no e\rste indebida aplicación del artículo A3 de Jj Ley de
Geslión Ambienlal mdel articulo 1.20 del Código Civil. Tampoco exisle falla de aplicación del
articulo 7.1 del referido cuerpo legal La casacionista también aíirma que se han aplicado
equívocamente los artículos 2214 y 2236 del Código Civil en combinación con el arrículu 43de
la Ley de Gesuón Ambienlal. Al respecto, es necesario reaüzjr las siguienles consideraciones:
(...) 2) hemos de reiterar que la aplicación del Código Civil y \¡\ Ley de Gestión Ambiental no
es exlraña, ya que el artículo 43 de esla Ley, como queda dicho, regula el procedimiento de las
acciones civiles otorgadas a un colectivo por la degradación del medio ambiente; eJ Código
Civil regula, determina, conceptualiza. explica sobre la responsabilidad civil, por )o tanto es
paradójico prelender desconocer huí conceplos y directivas para determinar b exislencía o no de
la responsabilidad civd, {...). Chevron sostiene que el derecho a demandar los derechos
colectivos aparece recién con la expedición de la Ley de Gestión Ambiental, lo que no
corresponde a la verdad, pues yu la Constitución de 1998 consagra los derechos colectivos, por
lo tanto esos derechos eran perfectamente justiciables, y sus titulares siempre han sido los
correspondientes grupos históricos que han sido afectados, es incomprensible por decir lo
menos determinar, como lo señala la empresa demandada, que el Estado es tiiular de los
derechos colecijvos y quien ejercía de manera exclusiva esos derechos. Con esta reflexión
realizada por Chevron, el Eslado lunas podría ser demandado por violación ¡i derechos
eoleerkos, lo que realmente resulta absurdo cuando c.viste a nivel mundial tallos en contri de
los Estados por violación de derechos colectivos, que siendo [os titulares de lo* llamados
derechos colectivos sean justamente bs Estados también los condenados a la repaiación de
estos, („,), 9.9. Acciones (derecho a demandar) existentes con anterioridad a 1990. Demandas
individuales por lesiones o daños patrimoniales personales- (...) Es equivocado señalar que las

.acciones contempladas en el artículo 3214 del Código CiviJ solo sean de tipo individual,
finando en cuenla que el Título XXXIJJ De los Delitos y Cuasidelitos concede acción popular

cu todos los casos de daño continúenle que por imprudencia o negligencia de alguno ,imanece a
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personas indeterminadas En el caso que nos ocupa, el legislador a rra.vcs de la Ley de Gestión
Ambienlal determinó el tipo tic acción, la iorma, anle quien se debe prcscnrjr un reclamo
cuando se Uatc de daños ambienlnles y es precisamente ;i iraves de esta noimaliva que se
planteó esta demanda (,..), 9.10 Denuncia de particulares- al Estado por los presuntas
violaciones ambientales. (...) 9,11 Demanda de particulares exigiendo la intervención de la
autoridad para eliminar una amenaza inmúteme de daño en contra de personas indeterminadas.
(...) 9.12 Derechos y acciones conferidos a los ciudadanos con posterioridad a 1990. (.„) 9.13
Los cambios fundamentales incoqioríidos al DerecJio Ecuaroriauo por la Ley de Gestión
Ambienta!, La empresa casacionista afu ma que no existían disposiciones legales anteriores que
hayan conferido el derecho a enlabiar una demanda equivalente a la de autos, lo cual no es
correcto, tal como lo hemos analizado. ( -0 9.14 AI haber aplicado retroactivamente la Ley de
Geslión Ambiental, la senlencia no aplica normas coñsiilucionalcs que garantizan la
irretronclividad de las leyes, (,..) la acción determinada en e) artículo 43 de la Ley de Gestión
Ambiental existe desde 1999, en el caso que no se hubiera expedido la referida ley, otras normas
hubieran sido las aplicables, con otro procedimiento sin duda, pero no es un derecho que no
exista por la talla de procedimiento, pues estaba reconocido uiuclio ames de la expedición de la
propia Constitución de I99S y de la Ley de Gestión Ambiental. Se reitera que esta alegación fue
examinada. DJ5 Falla de aplicación del artículo 7-1 del Código Civil a través de una indebida
aplicación de la excepción 7.20 del mismo Código Civil ( ..) 9,16 La sentencia viola
disposiciones Legales, constitucionales y precedentes jurisprudenciales al condenar a su
representada aJ pago de daños punitivo!». El Considerando Séptimode la presente resolución se
analizaron los daños punitivos en forma clara y amplia (rrr), sin ser necesario otro análisis nos
ratificamos cu [o expuesto en esta sentencia (...) 9,17 Indebida aplicación de los artículos 2214
y 2229 del Código Civil para condenar a Chevron a indemnizar por violación de derechos
difusos y colectivos al medio ambiente oiiginados en una supuesta conducta culpable de la
partu. {,.,> ¡ulíenlo22\A del Código Civil {...). Norma que impone la obligación de reparar a
quien haya inferido un daño, repararlo a través de una intiemmoción, la respuesln del sistema
legal a fin de sancionar cierto tipo de conductas. (...) la responsabilidad objetiva po"" riesgos o
por hechos culposos, como ya se dijo, se fundamenta en el riesgo creado por quien en el
ejercicio de actividades denominadas de riesgo, ocasiona daño a otro, pues que está obligado a
responder pese a no mediar dolo ni culpa de su parte, desde que basta que Ioí. daños sean
consecuencia directa del acontecímiento que los generó, Se incurre en ella y en los casos
previstos por la ley' .. por la sola circunstancia de existn relación causal entre el hecho y el
dnüo, se impone por rabones de equidad o de bien común. La e\ Cone Suprema de Juncia,
Primera Sala de lo Civil y Mercanlil en semencia de 29 de octubre de 2002 expreso true quien
realiza actividad económica que genera riesgos, debe asumir responsabilidad por los danos que
ocasione, como una forma de compensar a la sociedad por la actividad que le genera lucro.
Ademas respecro de la carga de la prueba, sostuvo que, quien aprovecJia la cosa riesgosa está
llamado a demostrar que el daño luvo lugar por hecho fortuito, por culpa de un tercero o de la
misma víctima, lo que le exime de responsabilidad. Nos encontramos, conforme al articulo 2214
del Código Civil, ante un deber que lia establecido la legislación respeclo a una determinada
situación, lo mintió ocurre con el artículo 2229 íWtlvm. en cuando consagra que. po. fcgh
general, todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persono debe ser
reparado por ésia. En tal virtud, en esla controversia los conceptos de responsabilidad ambiental
se conjugan tanio porel Código Civil como por la Ley de Geslión Ambienlal, por consiguiente
no existe indebida aplicación de los artículos 2214 y 2229 del Código Civil como ya se dejó
establecido (. }. 9.18 Indebida aplicación de un régimen de responsabilidad objetiva:
inexistencia de los presupuestos establecidos en la ley y los precedentes jurisprudenciafc
obligatorios paia fa existencia de responsabilidad extracontractu^rl. La responsabilidad civil es
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consecuencia de la existencia de una conducta dolosa oculposa que cause daño. Surge entonces
la obligación de reparar el daño que se ha causado. Para que exista esta obligación es necesaria
una acción y omisión. Una vez que se establece la acción u omisión, es necesario determinar el
daño y finalmente el nexo causal, vale decir la conexión adecuada entre la causa y efecto. La
función de la responsabilidad civil es esencialmente resarcitoria o de reparación patrimonial,
ademas cumple, de manera indirecta, una función preventiva y, demarca las conductas que una
persona puede realizar y los riesgos en que puede Incurrir. La persona responde civilmente
cuando, en razón de haber sido la causa del daño que otra sufre, esta obligado a repararlo. (...)
La responsabilidad civil objetiva, como lo hemos expresado, se produce con independencia del
dolo o culpa de la persona que es sujeto de responsabilidad de puro derecho llamada también
responsabilidad por riesgos o responsabilidad por hechos no culposos. En el lema de daños
ambientales la responsabilidad es objetiva, esto no es un tema novedoso y su fundamento es el
riego creado. (...) Por lo que este Tribunal de Casación estima que es adecuado el análisis de
responsabilidad civil objcliva en esle caso, tal como lo ha considerado el Tribunal de alzada, ya
que ésta surge como necesidad social de restitución, ante las actuaciones ime han causado el
daño. Por ser las actividades petroleras consideradas como de alto riesgo el régimen adecuado
será siempre el de responsabilidad objetiva, con sólo la existencia del daño se reputa al agente
explotador como el causante del daño y por lo tanto será el responsable de la reparación de los
dalos y perjuicios que se han causado, 9.19 Inexistencia de culpa o dolo en relación con los
supuestos hechos ilícitos. (,..) 9.20 Inexistencia de nexo causal. Falta de aplicación del artículo
1574 del Código Civil yde los precedentes jurisprudenciales en relación al nexo causal. („.). El
requisito de causalidad se refiere a la relación entre el hccJio por el cual se responde y el daño
provocado, (.„). En el caso en resolución no nos encontramos ante un evento de
responsabilidad civil contractual, por lo que no es aplicable el artículo 1574 del Código Civil,
tomando en cuenta que las responsabilidad en materia de daños ambientales es objetiva como
reiteradamente lo hemos expresado en este fallo; es por eso que eJ proceso en que se juzga el
daño al medio ambiente, la carga de la prueba incluso se invierte, así la relación causal con la
conducta del demandado, (...) AJ no haberse trabado la litis respeclo a ningún tipo de contrato,
no existe falta de aplicación del artículo 1574 del Código Civil, ni menos indebida aplicación de
los artículos 2214 y 2229 del Código Civil ni de los precedentes jurisprudenciales, conforme lo
analizado, por lo que deviene en infundado el cargo formulado. 9.21. Inexistencia del daño.
Falta de aplicación del artículo 2235 del Código Civil. (...) Refiriéndonos a la prescripción
extintiva o liberatoria alegada por la empresa accionada, mediante ella, se pierde el derecho por
no haber ejercido laacción o derecho en cierto tiempo, ya que la ley sitúa a la prescripción entre
los modos de extinción de las obligaciones. (.„) Este Tribunal de Casación considera que enel
presente caso no existe prescripción de la acción por Jas siguientes puntualizaciones: I) El
Procurador de la empresa accionada alegó en la conleslación a la demanda la existencia de una
interrupción civil a la prescripción originada con Ja demanda que se presentó en 1993 encontra
de Texaco, por lo tanto que la prescripción fue expresamente interrumpida; 2) El proceso
iniciada en Estados Unidos de Norte America se dio por terminado por la solicitud de Texaco y
con eJ fin de someterse a la Justicia Ecuatoriana, por considerar que era la más adecuada; juicio
en que esa empresa luchó decididamente para someterse a la Justicia del Ecuador: agregó
documentos en que señalaba y reconocía la correcta Administración de Justicia a la que quiso
someterse, y que hoy en forma inexplicabledesprestigia a nivel mundial; 3) Respecto a la fusión
de Chevron y Texaco se analizó extensa y debidamente en este rallo, lo que significa que los
derechos y obligaciones que Texaco adquirió en el proceso iniciado en los Estados Unidos de

mérica los subrogó y contrajo Chevron. No procede entonces, el cargo de no aplicación del
lo 2235 del Código Civil. 9.22 indebida aplicación cid artículo 2236 del Código CiviL El

artículo 2236 establece: 'Por regla general se concede acción popular en todos los casos de daño
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contingente que por imprudencia o negligencia de alguno amenace a personas indeterminadas,
Pero si el daño amenazare solamente a personas determinadas, sólo alguna de estas podrá
intentar la acción'. Precepto ya tralado y examinado, y es que medíanle el uso de este lipo de
accione1; es posible proteger iniercses eoleclivos, la lutela de esLos dereclios tiene como
finalidad no solo que cese un peligro o la vulneración de derecho sino que además se busca la
restitución de las cosas a su estado anLerior. (...) de lo que se infiere que no existe Calta de
aplicación del artículo 2236 del Código Civil, por lo tanto se rechaza el cargo formulado y la
causal invocada. Décimo.- Finalmente. (...) Ja misma petrolera Chevron Corporalion (...),
radico la competencia en la Administración de justicia del Ecuador, sin embargo cu forma
contradicloria reniega de Ja jurisdicción y competencia ecuatoriana (...). A pesar de ser hecho
evidente e indiscutible la fusión de Texaco Inc. y Chevron Corporation, reconocido por jueces y
Cortes norteamericanas, el levantamiento del velo societario permitió evitar la pretensión de
evadir responsabilidades como sí Texato Inc. y Chevron fueren dos entes autónomos (...);
empresa accionada que por su falta de previsión, la no utilización de los avances tecnológicos y
sin duda la explotación raciouaJ, sustciitablc, es responsable del daño ambiental causado en la
Amazonia Ecuatoriana. No existe causa legal ni fundamento para declarar la nulidad procesal
que ha pedido reiteradamente la empresa recurrente, basta con señalar que jamás demostró
fraude y que sin sustento legal Jo ha venido alegando, (...) Lo que si encontró este Tribunal de
Casación en la sentencia impugnada conforme el análisis cumplido al tratar la causal cuarla, es
la falta de susLento legal relacionado con los daños punitivos (...). Finalmente, y como se ha
explicado ín extenso, el recurso de casación, es extraordinario, técnico, de derecho estricto. No
caben incidentes ni articulación probatoria (-.). DECISIÓN: Por las motivaciones expuestas,
este Tribunal de la Sala de lo CiviJ y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia, '
ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL
ECUADOR, Y POR LA AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA
REPÚBLICA', en conformidad con el articulo 16" de la Ley de Casación, CASA
PARCIALMENTE la sentencia dictada por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de
Sucurnbíos, el 3 de enero de 2012, las 16M43, en los términos que constan en los numerales 6.2
del Considerando Sexto y 1.5 aj del Considerando Séptimo de la presente resolución; en cuando
a los daños punitivos no se encuentran regulados en el ordenamiento jurídico nacional, no
procede las disculpas públicas y por consiguiente la condena al pago por este concepto. En todo
lo demás se cslarñ en la sentencia del Tribunal Ad quem, dictada el 03 de enero de 2013, que
reforma la de la primera instancia dictada por („,)".

Descripción de la demanda

Hechos relatados y derechos constitucionales presuntamente vulnerados

Hechos relatados

Como antecedentes de hecho, el accionante expresa que la señora María Aguinda
y otros, presentaron una demanda por daño ambiental en contra de Chevron

Corporation, en adelante Chevron, la cual fue sustanciada en primera instancia
por el presidente de la Corte Provincial de Justicia de Sucurnbíos a través de la

vía verbal sumaria (Juicio N.D 002-2003), quien dictó sentencia y condenó a
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pagar a Chevron más de USD 18,200 millones en reparación correspondiente a

daños ambientales difusos y una indemnización por daños punitivos. Dicho juez
emitió además, una providencia de aclaración y ampliación respecto de dicha
sentencia el 02 de marzo de 2011, en donde se atienden varios pedidos de

aclaración y ampliación formulados.

Posteriormente, Chevron apeló la sentencia del inferior, recurso que fue negado
por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Sucurnbíos (Apelación N.°
0106-2011), por medio de sentencia dictada el 03 de enero de 2012, a las lóh43.

Dicha sentencia fue posteriormente aclarada y ampliada en un auto de fecha de
13 de enero de 2012.

Finalmente, Chevron presentó recurso de casación en contra de la negativa de su
recurso de apelación. Este recurso fue admitido por la Sala Única de la Corte
Provincial de Justicia de Sucurnbíos, razón por la cual, el recurso pasó a
conocimiento y resolución de la Sala Especializada de lo Civil y Mercantil de la
Corte Nacional de Justicia. Dicha Sala, mediante sentencia de 12 de noviembre

de 2013, casó parcialmente la sentencia, revocando la concesión de daños

punitivos y ratificando el resto de la sentencia dictada por la Sala Única de la
Corte Provincial de Justicia de Sucurnbíos.

Argumentos del accionante para fundamentar la vulneración de sus
derechos

En primer lugar, se argumenta el fraude masivo que corrompió lodo el juicio, el
cual se atribuye, principalmente, a la existencia de informes periciales forjados y
a la colaboración de los demandantes en la elaboración de la sentencia

se imputa la vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y el derecho
a la defensa a la negativa de la Corte Nacional de JusLicia de conocer los hechos
fraudulentos denunciados por el ahora accionante y asumirlos como una causal

de nulidad del proceso.

Se alega así mismo, que en la sentencia de la Corte Nacional de Justicia existió
a argumentación nula o insuficiente que la llevó a afirmar que Chevron no

presentó o sostuvo los argumentos de manera adecuada en el recurso de casación.
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Lo cual, para el accionante, carece de sustento pues sí se realizó una

fundamentaron jurídicamente adecuada y a pesar de aquello la Corte Nacional
de Justicia ignoró sus alegaciones al tomaj su decisión.

Asl mismo, dentro de la préseme alegación, Chevron manifiesta que la Corte
Nacional de Justicia, alegando la falta o incorrecta alegación de las normas
inobservadas evadió pronunciarse acerca de; a) La violación de normas

procesales relacionadas con la competencia; b) El hecho de que el proceso de
inspecciones judiciales fue truncado; c) La negativa de abrir término de prueba
para el cuor esencial; d) La falla de aplicación de normas relativas a ln

valoración de la prueba; e) Violación de los principios dispositivos v de
congruencia; f) Aplicación relroacliva de Ja Ley de Geslión Ambiental; g) Ilegal
y extemporáneo nombramiento de los jueces que conocieron el recurso de

apelación de Chevron; y, h) Falta de moiivación en la sentencia de segunda
instancia.

Se argumenta también que se produjo la vulneración de derechos

constitucionales de Chevron cuando la Corte Nacional de Justicia confirma en i>u

sentencia las vulneraciones ocurridas en primera y segunda instancia durante la
actividad probatoria, tales como; renuncia a inspecciones judiciales hecha por los
demandantes; credibilidad dada por el juez de primera instancia a los iniormcs
periciales del íugeniero José Robalino y Luis Villacres y no haber datado las
alegaciones de error esencial; oiorgamíejito de un plazo extraordinario de prueba
parn los demandantes; no corregir el valor probatorio que las cortes de instancia
dieron a Jas enlxevistas y encuestas prepajadas por los propios demandantes; v.
falta de valoración de prueba presentada por Chevron.

Por la confirmación realizada por la Corle Nacional de Justicia a la actividad
probatoria llevada a cabo en la primera y segunda instancia, los ahora
accionantes, estiman vulnerados sus derechos a la tutela judicial efectiva, debido
proceso y derecho a la defensa-

Se alega demás, la falta de competencia y jurisdicción para que la causa ^ca
conocida por tos jueces ecuatorianos. CUevron imputa dicha falta de jurisdicción
a dos circunstancias principales; a) Chevron nimc;r invo domicilio ni operaciones
en Ecuador y jamás se fusionó con Texaco y b) Chevron sostuvo que si bien
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Texaco aceptó someterse a la jurisdicción de los Tribunales ecuatorianos para ser
demandada por eventuales reclamos por derechos individuales, no aceptó dicha
jurisdicción para el juzgamiento por derechos colectivos ni difusos-

De acuerdo con Chevron, dicha falta de jurisdicción y competencia de los jueces
ecuatorianos vulneró sus derechos al debido proceso en las garantías de ser
juzgada por un juez competente y defenderse en juicio.

Se impula también la vulneración de derechos constitucionales a la

desestimación del efecto de cosa juzgada de los contratos de transacción y
liberación de obligaciones, a través de los cuales, el Estado ecuatoriano
reconoció de acuerdo con la legislación ecuatoriana que TexPet y su matriz,
Texaco Inc. cumplió con las obligaciones asumidas a raíz del contrato para la
ejecución de trabajos de reparación medio ambiental y liberación de
obligaciones, responsabilidades y demandas, suscrito el 04 de mayo de 1995,
considerando que la demanda y el contrato de transacción y liberación se basaron
en los mismos hechos que es la remediación ambiental y en el mismo derecho de
vivir en un medioambícntc sano- Es en base a dicho contrato, que de acuerdo
con Chevron, Texaco ya habría sido liberada de cualquier obligación de
rcmediación ambiental a través de los contratos de transacción, por lo que
volverla a responsabilizar por los mismos hechos constituiría una vulneración a
su derecho a la seguridad jurídica-

Otra de las alegaciones de Chevron, es que afirma que existió una retroactiva
aplicación de la Ley de Gestión Ambiental; de acuerdo con el accionante, desde
la primera instancia se ha aplicado retroactivamente los aspectos sustantivos, no
únicamente procesales de la Ley de Gestión Ambiental que entró en vigencia en
1999 como base para imponer responsabilidad a Chevron por las operaciones del
Consorcio que terminaron definitivamente en 1992. Se menciona que si bien, el
derecho a todos los habitantes del Ecuador a vivir en un ambiente sano se

encontraba reconocido desde la Constitución Política de 1978, su protección a
decir del accionante, estaba a cargo exclusivamente del Estado.

Dentro de esta alegación, los particulares, a decir del accionante, solo estaban
ítorizados para informar las violaciones ambientales al Estado y él era el
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obligado a iniciar acciones legales contra la parte responsable, o lomar otras
medidas como la transacción para asegurar la protección de este derecho.

Por otro lado, se alega que parLe del monto de indemnización fijado desde ia
sentencia de primera instancia corresponde a la aplicación del Arl. 43 de la Ley
de Gestión Ambiental como norma sustantiva, pues el juez ordenó pagar a
Chevron un 10% adicional, recompensa creada por dicha norma legal, que no
consta en el Código Civil ni en ninguna ley ambienlal vigente al momento que
TexPet operó el área de concesión. A decir del accionante, dicha aplicación
retroactiva de las normas sustantivas vulneró su derecho a la seguridad jurídica.

Se alega también, la aplicación retroactiva del régimen de responsabilidad
objetiva c inversión de la carga de la prueba en base al artículo 2229 del Código
Civil; 396 de la Constitución de la República del Ecuador de 2008 y al fallo de la
Corte Suprema de Justicia del Ecuador, Delfína Torres c/ Pelroecuador y oíros.
Dentro de esta alegación, se menciona que conforme al régimen de
responsabilidad objeliva, se aplica la presunción derelación de causalidad para la
determinación de la responsabilidad de Chevron, la cual establece una presunta
relación directa e inmediata enlre los hechos y los daños, los cuales, de acuerdo
con el accionante, nunca fueron efectivamente probados. Se cuestiona además,
que no se haya analizado la incidencia de Pelroecuador en el supuesto daño
causado. En consecuencia, dicha aplicación retroactiva del régimen de
responsabilidad objetiva y la consecuente presunción de relación de causalidad
para dar como probados los hechos, vulneró su derecho a la seguridad jurídica.

Como una alegación independíenle, se sostiene que se vulneró el principio de
congruencia al otorgar a los demandantes reparaciones por daños que no fueron
solicitados, circunstancia que de acuerdo con la accionante, vulneró su derecho a
la seguridad jurídica.

Finalmente, se afirma que existió una actuación parcializada de los jueces,
sometiendo a Chevron a un trato desigual en comparación a los demandantes;
dicha alegación se basa en que la Corle Nacional de Justicia, confirmó la
concesión de indemnizaciones que no guardan relación con los daños alegados y
que exceden los estándares aplicados a casos similares.
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Derechos constitucionales presuntamente vulnerados en la decisión judicial
impugnada

1,-Debido Proceso Art. 76 de la Constitución de la República:

Dentro del derecho al debido proceso, la accionante considera vulneradas tas
siguientes garantías:

- Ser juzgado por un juezcompetente, Art. 76 numeral 3 y 7 literal k.
- Non bis in ídem, Art 76 numeral 7 literal i.

- No ser juzgado o sancionado sin acto legalmente tipificado, ni sin
acatamiento del procedimiento debido, Art. 76 numeral 3,

- Defenderse en juicio, Art. 76 numeral 7 literal a.
- Motivación en las decisiones judiciales, Ari. 76 numeral 7 literal /.
- Adecuada obtención y actuación de pruebas, Art, 76 numeral 4.
- Presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra, Art, 76

numeral 7 literal h.

- Garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes en ios
procesos judiciales,

2,- Tutela judicial efectiva y acceso a la justicia, Art. 15 de la Constitución de la
República,

3,- Derecho a la seguridad jurídica, ArL 82de la Constitución de la República.

4.- Derechos delibertad, Art. 66 de la Constitución de la República.

5,- Derecho a la Igualdad y no Discriminación, Art. 66 numeral 4.

ó.- Derecho a dirigir peticiones a las autoridades y recibir atención o respuestas
motivadas, Art. 66 numeral 23.

Pretensión concreta

La accionante solicita que la Corle Constitucional declare que la sentencia de
casación, que en lo sustantivo confirma lo resuelto por las sentencias de
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apelación y de primera instancia, ha violado los derechos constitucionales de la
Compañía y se ordene la reparación integral, lo cual a decir del accionante,

necesariamente implicaría que se deje sin efecto la sentencia de casación y luego
se disponga que el proceso se retrotraiga al estado procesal que corresponda a la
más temprana violación de los derechos constitucionales.

Contestación a la demanda

Los doctores, Wilson Andino Reínoso, Eduardo Bcrmudez Coronel y Paulina

Aguirrc Suárez, en calidad de jueces de la Corte Nacional de Justicia,
comparecieron dentro de la presente acción extraordinaria de protección con el
fin de informar a esta Corte respeclo de las vulneraciones de derechos

conslilucionales alegadas por el doctor Adolfo Callejas Ribadeneira, en su
calidad de procurador judicial de Chevron Corporation.

En relación con la afirmación de que la sentencia dictada por la Corte Nacional
de Justicia, que ahora se estudia, vulneró el derecho de Chevron a ser juzgada por
un juez competente, los jueces aclaran que en el considerando quinto de la
sentencia impugnada, se motiva ampliamente la razón por la cual se considera

que Chevron ha sido acertadamente juzgada en el Ecuador, Puntualmente, se

hace relación con ios numerales 5.2 y ss. de la sentencia, en los que se analiza el
rechazo de Chevron a su fuero domiciliar, la inexistente violación de normas

procesales en materia de competencia, la competencia de los jueces en razón de
la materia y su imparcialidad.

En cuanto a la alegación de vulneración de su derecho a la seguridad jurídica al
confirmar la desestimación del efecto de cosa juzgada de los contratos de
transacción y liberación de obligaciones que exoneraron a Chevron de toda

responsabilidad por posibles violaciones de derechos difusos. Los jueces de la

Corte Nacional de Justicia mencionan que no existe violación a la seguridad
jurídica, así expresa que fue debidamente analizada la necesidad de identidad

subjetiva y objetiva para que exista cosa juzgada, elementos que no coinciden en
la demanda interpuesta contra Chevron y los contratos antes mencionados.

Por otro lado, se menciona que la sentencia dictada por la CorLe Nacional de
Justicia no ha vulnerado el derecho a la segundad jurídica en tanto no ha sido
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transgredido el principio constitucional de irretroactividad de las normas

jurídicas. Señala que en los considerandos sexto y noveno, numerales 6.5 y 9.8,

se analiza puntualmente la aplicación de la Ley de Gestión Ambiental.

En relación a la vulneración del derecho a la seguridad jurídica, que a decir de la

accionante, ocurre toda vez que se ha otorgado una indemnización no solicitada

por el accionante, la Corle hace referencia al considerando séptimo, numeral 7.3

en el que se realiza un cuadro en el que se confronta lo solicitado y lo conferido

por los jueces de instancia a los demandantes, excepto a lo que se refiere a daños

punitivos, los cuales fueron dejados sin efecto, lo que significa que Chevron

deberá cancelar la mitad de la indemnización a la que fue Enicialmente

condenada.

En cuanto a la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, que fue

consecuencia del fraude masivo alegado por la empresa, menciona que resulta

inverosímil que mediante la causal segunda (argumentos de nulidad) se pretenda

sea revisada la prueba y finalmente se declare fraude procesal, por supuestas

falsificaciones (delito) de peritajes, y se conozca mediante recurso de casación
presumidas presiones a jueces, reuniones secretas, etc.

En lo que se refiere a la afirmación de falta de motivación en la sentencia, la

Corte menciona que todos sus razonamientos han sido justificados, que la

demandada en su recurso de casación ha formulado argumentos contradictorios,

por las cinco causales de casación; sin embargo, dicho Tribunal analizó cada
alegación, incluso aquellas que no tenía mención de violación de ninguna norma

o que resultaban imprecisas.

Respecto de la violación de derechos que ocurre al confirmar la Corte Nacional

de Justicia la actividad probatoria de la instancia, se menciona que Chevron

pretendió que se analicen pruebas como supuestos errores esenciales, informes
periciales, entrevistas, en suma que se vuelva a valorar la prueba presentada, lo
que no corresponde a la Corte Nacional de Justicia, sino a cada juez de instancia.

finalmente, para referirse a la vulneración del derecho a la igualdad y
>roporcionalidad, al confirmar la concesión de indemnizaciones establecidas por

las Cortes de instancia, que no guardan relación con los daños alegados y qu
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Justicia, menciona que ese argumento no es verdadero, en tanto dicho Tribunal
no confirmó todas las indemnizaciones establecidas por los jueces de instancia,
como es el caso de los daños punitivos.

Comparecencia de terceros interesados en el proceso

Ab. Pablo Fajardo Mendoza, procurador común de María Aguinda y otros

Comparece ante la Cone Constitucional, el señor Pablo Fajardo Mendoza,
procurador común de la señora María Aguinda y oíros, en el juíciy que por
daños ambientales siguieron en conda de Chevron Corporation* suímiio que
obiuvo sentencia de casación el 12 de noviembre de 2013, la cuy] es nhom

impugnada mediante la presente acción extraordinaria de protección.

Los accionantes presentan varias alegaciones en contestación a los argumentos
presentados por Chevron en su demanda, las cuales sistematizaremos a
continuación:

Temas de legalidad

£1 doctor Fajardo menciona que varias de las alegaciones realizadas por Chevi on
en su demanda revislen remas de legalidad, cuyn revisión se encuentra fuera de
las competencias de la Corle Constitucional, asi menciona que cuando Chevron
discute sobre la existencia de fusión con Texaco para negar la competencia y
jurisdicción de los jueces ecuatorianos, exige de esta Corte una profundización
en materia sociclaiía, rema que se discutió ampliamente en las instancias y
casación, llegando a Ea cons LCcióti de que dichas empresas se encuentran
fusionadas y por lo lanío la responsabilidad de ñauar corresponde a Chevron.

Por otro lado, menciona que un análisis del alcance de los efectos del contraio de

remedición ambienLal de 1995, reviste maleria de legalidad y que las Cortes
inferiores se han pronunciado respecto de su validez y efectos de cosa juzgada en
relación con las partes firmantes, es decir, emre el Estado ecuatoriano,
Pelroecuador y Texaco; y que pese a ser mía de las partes, el Estado ecuatoriano
no puede tener un efecto eiga omitest menos aún, en to que se relierc a derechos
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coiecírvos, ¡os que no pueden ser limitados por ningún tipo de acuerdo entre un
Ministerio y la parte demandada. Aceptar que los conlratos generan cosa juzgada
implicaría a decir del señor Fajardo, que la Corte Constitucional admita que el
Estado es capaz de renunciar a derechos fundamentales de sus ciudadanos, los
cuales revisien un carácter irrenunciable.

Se menciona también, que la alegación respecto de ¡a aplicación retroactiva de
las normas, constituye un análisis de legalidad pues la Corte debería pronunciarse
respecto de la aplicación retroactiva de leyes adjetivas a diferenciación de las
leyes sustantivas. Al respeclo, se menciona también, que la Corte Nacional de
Justicia, órgano máximo de la administración de justicia, medíanle Ja Sala
Especializada en lo Civil y Mercantil, ratificó la debida aplicación de la Lev de
Gestión Ambiental realizada por ios jueces de instancia. Líi funda mentación de ía
acción de Chevron se basa en una cuestión de absoluta legalidad como lo es la
indebida aplicación de la Ley de Gestión Ambientat y del articulo 7 del Código
Civil. A decir del tercero interesado, queda claro que la norma contenida en el
artículo 43 de la Ley de Geslión Ambiental es de naturaleza adjetiva y una
estílela aplicación del artículo 7 del Código Civil nos obliga a concluir une una
aplicación retroactiva de dicíia norma no solamente es peimrtida, sino
obligatoria.

En cuanto a la supuesta aplicación retroactiva del régimen de responsabilidad
objetiva y con la presunción de causalidad, sostienen que ambas cuestiones son
dependieres de la interpretación de los precepios del Código Civil, que están
vigentes desde mucho antes de que Texaco iniciara sus operaciones en el
Ecuador.

En lo que se refiere a la falta de congruencia entre lo solicitado por los
demandantes y lo sentenciado por Jos jueces de las diferentes instancias, se aclara
que no exisle lal incongruencia loda vez que en la tabla de confrontación
reaíizada eiuic la^ pretensiones de la demanda y lo ordenado en ta sentencia se
colige que tas percepciones indemnizatorias han sido fundamentada* en los
rubros y conceptos reclamados, dejando la salvedad de los daños punitivos. Un

„ análisis de las sanciones fijadas, a decir del tercero, reviste materia de reparación
de daños, lo evai es también un lema de legalidad.
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T-j\ lo que se refiere a la alegación de Chevron que sostiene que existieron
vuluciacíones en el debido proceso, causadas principalmente por: la renuncia a la

práctica de inspecciones judiciales; errores esenciales y un supuesto segundo
Lérmino de prueba, el tercero sostiene que en el fondo, dichas alegaciones
constituyen verdaderamente una inconformidad con la forma de aplicación de

disposiciones pcocedimenlales.

Puntualmente, en lo que se refiere a la renuncia de inspecciones judiciales, se

sostiene que la Corte Nacional de Justicia en base a la normativa dejó claro que

[a uníca prueba que no puede renunciarse eft la ya diligenciada, la que se

encuentra ya actuada o practicada en el proceso y sea un reflejo electivo de Ja
situación probatoria que pasa a ser parte de la comunidad de prueba.

Con Uis errores esenciales, el tercero aclcu¿ que también se trata de inducir ¡i \<\
Corle a realizar un análisis de la aplicación de las normas procesales, así como

son los articulas 249, 258, 259 y 262 del Código de Procedimiento Civil. En

específico, se aclara que el Art. 258 del CPC dispone que; "Si ef dictamen
pericial adoleciere de error esencial, probado éste sumariamente, deberá el juez, a
petición de parle o de oficio, ordenar que se corrija por otro y otros peritos, sin
perjuicio de la responsabilidad en que los anteriores bubieran incurrido por dolo
o mala fe". Am. es evidente que la norma legal determina que para que el juez
envíe a. corregir los informes periciales, primero, él debería tener la convicción óe

que estos existen por haber sino "probado sumariamente" por la parte que lo

alega. Sin embargo, a decir de los terceros, no sería suficiente que una parte
solamente los haya alegado, sino que deberra probar dichos errores esenciales y
para probarlo debería hacerlo sumariamente. Se menciona que en cada cuso de

supuesLo error esencial, Chevron, présenlo varias docenas de escritos con sus
argumentas y pruebas, luego de que el juez, dispusiera de un término para que
presentaran sumariamente la prueba de sus alegaciones; y posteriormente, el juez
resolvió rechazar estos pedidos por considerar que les errores esenciales eran

inexistenLes,

En relación a lo alegado por un supuesto "segundo término de prueba", se

sostiene que se trató de la entrega de mlcrmes en derecho y que en realdad lo

que se alega es una incorrecta aplicación de los artículo*434 y 837 del CPC.



Corte
Constitucional
del ecuador

Causa N." OJOS-U-tT

Apreciación de f¡t prueba e inconformidades con el faifa

PíiEim3l3dcl4!t

De acuerdo con los lerceros, Los accionantes en varias de sus alegaciones
solicitan que se rectifique el valor probatorio que se les ha otorgado y en oixos,
que se les otorgue valor probatorio a pruebas que supuestamente se han ignorado
en las instancia* inferiores. A su parecer, es el caso de fos siguientes alegaciones
que se desprenden de ia demanda de acción extraordinaria de protección;

"La ¿eniflneiíi del tribunal üo apelaciones justificó que la sentencia de primera instancia
se basara en declaraciones genéricas, en vez de basarse en documentos oficiales que
constan del proceso, para concluir que hubo una fusión entre Texaco y Chevron, y del

mismo modo consideró necesario aplicar la rJociiina del levunlamitnlo del velo
íocieuiTío".

"Líl Corte Nacional de Justicia omite rectificar el valor probatorio que las cortes de
instancíu dieron a entrevislris y encuentras piepanúas por los propios actores", "Se
abstiene de remediar la omisión de las cortes de instancia de considerar la prueba
prcscumdíi por Chevron".

Vulneraciones de derechos constituí límales intrátenles

Faltade competencia de los jueces ecuatorianos: Los terceros sostienen que dicha
vulneración es inexistente, toda vez, que el Tribunal Federal de Apelaciones de
los Estados Unidos determinó en sentencia que Chevron asumió para sí misma
las obligaciones de Texaco.

Falta de motivación en la sentencia dictada por la Corte Nacional de Justicia, el
12 de noviembre de 2013: Se menciona que una lectura de la semencia sería
suficiente para ver cómo la argumentación de ia Corte Nacional de Justicia no

sólo enuncia las normas sobre las que fundamenta su fallo sino que explica, con
detalle, su perlinencia a los problemas jurídicos planteados. Se menciona que la
CorLe Nacional de Justicia realiza un análisis de cada uno de Ini aspados
controvertidos y por tanto, entra a estudiar a fondo todas las aleaciones de
Chevron.

-Igualdad de Chevron dentro del proceso: Se sostiene que Chevron no lia podido
indicar, puntualmente, un solo aclo dentro del proceso que demuestre un trato
desigual, como sería por ejemplo, oiorgar lérminos diferentes a las parles, o un
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impacto desigual en sus derechos por electos de la decisión de la sentencia Se

manifiesta, que en todo el proceso, la petrolera gozó, en aras de In igualdad
procesal, de las mismas oportunidades de su contraparte para preparar su defensa,
presentar y refutar pruebas etc.

Fraude Procesal

De acuerdo con los terceros, el que la Corte Constitucional revise el fraude

procesal constituiría la intromisión de la Corte en materia penal excediendo así
de sus competencias constitucionales. Sostienen que Chevron, no ha presentado
una denuncia penal clara, con lirma de responsabilidad y con pruebas, indicando
cuáles serían los delitos cometidos y quiénes serían los presuntos autores, así
mismo, se manifiesta que no existe sentencia condenatoria para ninguno de los
delitos en los que Chevron fundíimenta su acción, por lo que, juzgarlos obligaría
a la Corte Constitucional no solo a salir de la esfera de sus compelencias sino
implicaría desconocer la presunción de Inocencia de los acusados de dichos
delitos, sin darles la oportunidad de defenderse en un proceso penal ante un juez
competente,

Antonio Sulamanca Serrano {Amivits Curiar;)

El Di. Salamanca en su amicus cuñae contribuye con ciertos datos respecto de la
evolución histórica de la causa, es así que principalmente, menciona que
Chevron-Texaco, en sus operaciones petroleras (1964-1990) en las provincias de
Sucurnbíos y Ürellana provocó un d.mo ambiental c»\ 450 mil hectáreas que
afectó además del medio ambienie a las comunidades y pueblos que habitaban y
habitan en b zona.

Agrega que, en Sucurnbíos y Orellana se registran los índices más altos de cáncer
en relación con las otras provincias del Ecuador, la cifra es tres a uno si se

compara con el resta del país y en Lis zonas donde hay residuos la cifra se eleva
a cinco.

Se menciona que a raíz del daño ambiental ocasionado por Chevron, se
extinguieron dos pueblos indígenas ancestrales los Tctcíes y Sansahuari; mientra



Corte
Constitucional
delecuador

C¡iU5¡iN.aQ105-lí-ni' regina 3S do WS»

que pueblos como los Cofanes, Siona y Sickopai tuvieron que migrar y ahora se
encuentran en peligro de desaparecer.

Expone sobre los daños que siguen produciéndose a causa del daño ambiental de
las operaciones extractivas de Chevron, los cuales impactan en la flora, fauna y
en general, todo el ecosistema. Se menciona, que la contaminación afectó al agua
que bebe directamente el 47% de la población de la zona. Se menciona que de
acuerdo con encuestas realizadas, el 94% de ia población de la zona sufrió la
pérdida de animales por efecto de la contaminación, siendo un lolal de 30.000
afectados quienes originalmente demandaron a Chevron por la vulneración de
sus derechos humanos y el daño ambiental.

Audiencia Pública

Mediante providencia de 30 de junio de 2015, la jueza sustañeradora, Dra.
Wendy Molina Andrade, convocó a audiencia pública, misma que se celebró el
día 1(5 de julio de 2015. A la diligencia comparecieron: como legitimado activo,
el doctor Adolfo Callejas Ribadeneira, en calidad de procurador judicial de
Chevron Corporation; como terceros interesados, los señores Julio Prieto,
Humberto Piaguaje y Pablo Fajardo en representación de María Aguinda y otros;
y la Dra. Christel Gaibor Flor, en calidad de directora nacional de Asuntos
Internacionales y Arbitraje subrogante de la Procuraduría General del Estado
ecuatoriano.

Doctor Adolfo Callejas Ribadeneira, en calidad de procurador judicial de
Chevron Corporation

Lo que busca la acción es que se declare que la sentencia de casación violó los
derechos constitucionales de Chevron al no subsanar los vicios del proceso a
causa del fraude procesal, que de acuerdo con los accionantes, nulita todo el
proceso.

Las principales alegaciones fueron:

^ Las violaciones que comprobó Chevron Corporation son de jerarquía
constitucional y no de mera legalidad:
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Los derechos que se estiman vulnerados son, principalmente, tutela judicial

efectiva, debido proceso, seguridad jurídica y derecho a ser juzgado por juez
competente. El abogado justifica la razón por la cual, sus alegaciones no

constituyen materia de legalidad y sí de constitucionalidad, haciendo referencia

al efecto de irradiación que tienen los derechos constitucionales en las normas

infraconsiílucionales que ¡os desarrollan. Así expresa, que el artículo 16 numeral
3, derecho a ser juzgado por juez competente, necesariamente se encuentra

desarrollado en nomas infraconstitucionales como son el Código Orgánico de la
Función Judicial y el Código de Procedimiento Civil, pues son estas, las que
determinan quien es el juez y autoridad compelentc en determinados proceso. En
tal sentido, pueden ocurrir vulneraciones de derechos constitucionales a causa de

vulneraciones de normas proced¡mentales, como ocurre en el presente caso.
Interpretarlo de modo distinto, a decir de los accionantes, reduciría las

competencias de la Corte para conocer vulneraciones de derechos ocurridas a

causa de vulneraciones de normas infraconstitucionales.

2.- Los jueces tienen la obligación de asegurar el respeto a los derechos de las
partes durante la tramitación de los procesos que conoce:

Los Ans. 11 numeral 3,16 numeral 1, 424 y 426 de la Constitución disponen que
las normas constitucionales deben ser aplicadas directa e inmediatamente por los
jueces, así mismo, hace referencia al art. 75 ibídern que exige una tutela judicial
efectiva.

En el caso que nos ocupa, el fraude procesal es tan sistemático que la única
forma de reparar los derechos de Chevron sería declarar la nulidad del proceso,
los jueces de instancia incumplieron su deber de velar por la integridad del
proceso.

3.- Chevron Corporation sufrió múltiples violaciones constitucionales:

3.1, Violación a la tutela judicial efectiva y debido proceso: ai confirmar la
desestimación arbiLraria de fraude que corrompió el litigio como causal de
nulidad.
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Ante la alegación de fraude procesal, ningún juez puede lavarse Ins manos c
ignorar su deber de velar por Eos derechos constitucionales y su obligación de
garantizar la integridad del proceso. Los hilos principales del fraude procesal
fueron los siguientes:

- Se inicia un proceso en contra de una empresa que no operó ni tuvo domicilio
en el país.

- Cuando los resultados de las inspecciones judiciales no fueron favorables a
ellos, los demandantes realizaron y forjaron los informes periciales. Es el caso
del perito Charles Calmbachcr quien dijo en declaración Juramentada que en
el informe, el no llegó a esas conclusiones ni escribió ese informe,

- Indebida renuncia de inspecciones judiciales mediante ilegítima presión al
juez, se menciona un supuesto chantaje realizado al juez que conoció la causa
en primera instancia.

- De acuerdo con el procurador judicial de Chevron, se presiono al juez pata
que se designe al perito Cabrera y le hicieron firmar un informe íntegramente
redactado por consultores contratados por los actores,

- Indebida apertura de segundo término de prueba para blanquear el informe de
Cabrera, sustentado en una norma aplicable únicamente para juicios
ejecutivos y sirvió para confirmar los datos del informe de Cabrera que luego
servirían para redactar la sentencia.

- Redacción de la sentencia de instancia por parte de los demandantes,
evidencia que se anexa al proceso.

Se menciona que la Corte Nacional de Justicia incumplió su obligación de velar
por La integridad del proceso, ignorando las pruebas de fraude procesal. Así
mismo, se dice que es falsa la afirmación de la Corte Nacional de JusLicia que
hace referencia, primero, la justicia ordinaria debe resolver los méritos de, la
Corle Nacional de Justicia debió analizar el fraude piocesal como causal de
nulidad antes de dictar su sentencia, la primera obligación de un juez es analizar
la validez del proceso, no es correcto que el más alto Tribunal de justicia
ordinaria confirme una sentencia fraudulenta y sostenga que el fraude no es su
problema.

-.2. Violación del derecho al debido proceso y defensa: no corregir la corrupción
profunda del proceso.

www. colleconstitucional.gob.ee
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- Se vulnera el derecho a la seguridad jurídica al desconocer el efecto de cosa
juzgada de los contratos de transacción.

- Se vulnera el derecho a la seguridad jurídica al permitir la aplicación
retroactiva de las norman jurídicas,

- Se vulnera La seguridad jurídica por ia violación del principio de congruencia.

Terceros interesados en representación de María Aguinda y otros

Ahoyado Julio Prieto: Chevron eslíi abusando del derecho, j! convertir n b
Corle Constitucional en una cuarta msiancia, las acusaciones de Chevron

constituyen las mismas que se presentaron desde la contestación de demanda de
primera instancia, las acusaciones y como tales, no revisten problemas de
cons ti iuci o na[idad.

La Corte debe y puede solamente conocer la vulneración de derechos

constitucionales y no sobre la legalidad o ilegalidad de la actividad judicial. Los
hitos del Iraude se basan en pruebas no actuada* en el Ecuador e
inconstitucional mente obtenidas.

Se refiere a las diferentes alegaciones de Chevron como el contrato de

remedición, el cual a su parecer, tenía solo electos entre las partea se habla de la
congruencia de la sentencia y se aclara que esta ha sido jusla en [elación con la
magnitud del daño.

Abogada Pablo fajardo: Se menciona ijue Chevron de Jormn intencional
colocaba tubos píiia que vayan sus desechos a los ríos y se destruya el ecosistema
en detrimento de las familias y comunidades.

Los derechos han sido conculcados por más de 50 años, desde que Chevion
empezó a operar en la Amaroma.

Se habla del compromiso de Chevron de someterse a la jurisdicción ecuatoriana,
v una vez que la justicia estadounidense concedió la prórroga de jurisdicción, ios
ubogados de Chevron hicieron como primera alegación anle el juez de
Sucurnbíos la falta de competencia de la justicia ecuatoriana.
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En cuanto a la alegación de que fueron los demandantes quienes redactaron la
sentencia de primera instancia, se menciona la existencia de un informe en el que
se analizan las computadoras del doctor Zambrano y no encuentran ninguna
evidencia de que la sentencia haya sido escrita por terceros-

Acusan a Chevron de haber sobornado al docior Alberto Guerra Bastidas a

cambio de que brinde testimonio anle el Tribunal de justicia.

Se hace referencia a las recusaciones planteadas por Chevron en la primera
instancia, siendo más de siete jueces los que conocieron el caso, por lo que no se
puede hablar de la arbitrariedad de un juez.

Humberto Pili aguaje, coordinador ejecutivo de la Unión de afectados:
Realiza un relato sobre su vida en la selva ecuatoriana y la contaminación

efectuada por Chevron, menciona que hay personas que eslán muriendo, que en

su familia han muerto cinco personas con cáncer, que se han preocupado por las
cuestiones jurídicas pero no se han preocupado por la gente.

Lo que se busca es la reparación del ambiente por parle de Chevron.

Tercero interesado en representación de la Procuraduría General del Estado

Dra. Christel Gaibor, directora nacional de Asuntos Internacionales de la

Procuraduría General del Estado

Se informa a la Corte, que el Estado ecuatoriano se encuentra litigando desde

2009 un proceso arbitral internacional iniciado por las Compañías Chevron
Corporation y Texaco Petroleum Company, al amparo del Tratado Bilateral de

Protección de Inversiones suscrito entre los EEUU y el Ecuador, las compañías

acusan al Estado ecuatoriano y a su sistema judicial ecuatoriano de denegación

de justicia; dicha acusación se basa en lo que a su criterio, constituye un fraude
judicial e interpretaciones propias del derecho ecuatoriano.

Chevron ha afirmado en el arbitraje que las Cortes ecuatorianas están coludidas
íi los actores del proceso de Lago Agrio, en su perjuicio» lo que ha derivado en

un fraude judicial y la violación de sus derechos amparados a la luz del Tratado
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Bilateral de l'roteccLdn de Inversiones, estas supuestas violaciones según
Chevion se habrían perfeccionado con [4 negativa de las Cortes ecuatorianas de
conocer [ai> acusaciones de fraude procesal.

Ecuador ha dejado en claro que Jas Cortes que conocieron el proceso de Lago
Agrio se negaron a conocer dichas alegaciones pues dichas Cortes no son
compelenles, pues existe un mecanismo idóneo y exclusivo al que debe remitirse
Chevron que es el piocedimiento fijado por la Ley para el juzgamiento de la
Colusión, el mismo que pormitilia a la compañía, producir su prueba y
contradecirla n los ,icusLidf)*.

Otra de las alegaciones de Chevron, sostiene que se vulneraron sus derechos al

tramitar la demanda por daño ambiental presentada en la Corte de Lago Agrio,
cuando a decir de la Compañía, el acuerdo Iransaccional suscriLo por Texaco, el
Gobierno del Ecuador y Petroecuador, impide la presentación de cualquier
demanda, incluso la que buscare reivindicar los derechos de terceros, pues dicho
contrato hace cosa juzgada.

Chevron sosLiene que en 1995, el Ecuador, al ser el único con la capacidad para
ejercer una acción que haga efectivo el derecho a vivir en un ambiente sano,
reconocido en el artículo lO numeral 2 de la Constitución vigente en aquel
momento, actuó en representación de sus ciudadanos y por lo tanto, transigió los
derechos dilusos de ¡ius ciudadanos.

Se sostiene que el Ecuador, en el acuerdo Lransaccional, no actuó en nombre de
Los derechos de sus ciudadanos, por lo que el efecto de cosajuzgadano existe, no
existe identidad subjetiva. El Estado ha demostrado que conforme el Código
Civil ecualouauo se impide a una pane [rjnsigír sobre derechos de terceros y
paia hacerlo se reumcic un poder especial que permita tal transacción, v que un
acuerdo tran-;accipn,i] solo tiene efectos para las partes signatarias del acuerdo:
razones por Ja*, que se concluye, que el acuerdo Iransaccional no tuvo efecto de
cosa juzgada.

Respeclo a la aplicación retroactiva de la Ley Ambiental, de acuerdo con la

Procuraduría, Fa acción en L¡igo Agrio se basó en disposiciones del Código Civil
artículos 2236, 2214. 2229, con el propósito de mitigar un daño contingente, que
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ya existían al momento del inicio del proceso y aquellas fueron la norma
sustantiva del proceso y que la Ley de Gestión ambiental se aplicó sólo como
normativa proccdimental que fueron invocadas en la demanda para su
tramitación.

Para terminar con la intervención se informa que el proceso arbitral aún no
concluye.

Solicitud de informes por parle de la.jueza sustanciadora

Secretaría Técnica Jurisdiccional de la Corle Constitucional

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 188 numeral 7 y 201 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional; y los artículos
innumerados ubicados luego del artículo 7; S y 19 del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, la doctora
Wendy Molina Andrade, jueza sustanciadora de la causa, solicitó, mediante
providencia de 2S de julio de 2015, a la Secretaría Técnica Jurisdiccional un
informe respecto de los criterios existentes sobre los principios de! sentido más
favorable de las normas para ia protección de la naturaleza; la responsabilidad
objetiva; y la imprescriptibilidad de las acciones legales para perseguir y
sancionar danos ambientales por parle de: a) el Pleno de la Corle Constitucional
para el período de transición y de la Primera Corte Constitucional, a través de sus
dictámenes y sentencias y b) las Salas, Cortes o Tribunales ConsIilucionales de la
Región, así como de los organismos pertenecientes al Sistema Inleíamericano de
Protección de Derechos Humanos*

En la providencia anles mencionada, la jueza constitucional dispuso además, que
se tome en consideración, lo dispuesto por el artículo 8, inciso final del
Reglamento de Sustanciación de Procesos de la Corte Constitucional, en lo que
se refiere a la suspensión del cómputo de términos y plazos cuando los jueces
constitucionales solicitan apoyo tecnia) jurisdiccional.

La Secretaría Técnica Jurisdiccional de la Corle Constitucional, mediante oficio

0357-STJ-I-CCE-2015 de 17 de agosto de 2015, en cumplimiento de lo
dispuesto mediante la providencia de 28 de julio de 2015, remitió el inform

www.corleconstiiucional.gob.ee
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solicitado, el cual fue recibido por el despacho de la doctora Wendy Molina en la

misma fecha.

Ante la recepción del informe solicitado, ia jueza sustanciadora, mediante

providencia de 17 de agosto de 2015 dispuso reanudar el decurso de los plazos y
términos previstos por la ley.

Centra de Estudias y Difusión del Derecho Constitucional -CEDEC- de la
Corte Constitucional

Con fecha 18 de agosto de 2015, de conformidad con lo dispuesto en los aríículos
188 numeral 7 y 201 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional: y los artículos innumerados ubicados luego del artículo 7; 8 y 19
del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte
Constitucional, la doctora Wendy Molina Andrade, jueza sustanciadora de la

causa, solicitó al Centro de Estudios y Difusión del Derecho Constitucional, un

informe de investigación jurídica respecto del alcance de los principios de
aplicación del sentido mas favorable de las normas para la protección de la

naturaleza; fa responsabilidad objetiva en el daño ambiental; y. ia
imprescriptibilidad de las acciones legales para perseguir y sancionar daños

ambientales.

En la providencia antes mencionada, la jueza constitucional dispuso además, que
se tome en consideración, lo dispuesto por el artículo 8, inciso final del

Reglamento de Sustanciación de Procesos de ia Corte Constitucional, en lo que
se refiere a la suspensión del cómputo de términos y plazos cuando los jueces
constitucionales solicitan estudios especializados.

El Centro de Estudios y Difusión del Derecho Constitucional, mediante

memorando N.° 041 l-CC-CEDHC-2015 de 22 de septiembre de 2015, en

cumplimiento de lo dispuesto mediante ia providencia de 1S de agosto de 2015,
remitió el informe solicitado, el cual fue recibido por el despacho de la doctora
Wendy Molina en la misma fecha.
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Ame la recepción del informe solicitado la jueza sustanciadora. medíanle
providencia de 23 de septiembre de 2Q15, dispuso teamidar eí decurso de fas
plazos y términos previstos por la ley.

Audiencia pública celebrada ante el Pleno del Organismo

En atención a lo dispuesto mediante providencia de 17 de maya de 2018, se
realizó la audiencia pública ante el Pleno del Organismo, el día martes 22 de
mayo de 2018, a las 09:30, con la comparecencia de los doctores Adolfo Callejas
y Diego Larrea Alarcón, en representación de CHEVRON CÜRÍ'QRATION,
legitimada activa; y, como terceros con interés, el doclor Pablo Fajardo
Mendoza, procurador judicial de la señora María Aguinda; el doctor AgusLín
Salazar, ofreciendo poder o ratificación de gestiones de los señores Teresa
Cumbo, Magdalena Rodríguez, Ortencía Vívcios, Cieria Reasco;,, Miguel
Ipiales, Angela Manta, Víctor Táguíla, Gerardo Camacho, Telidoro PaLarán y
Gabriel Rebel; y. por último, el doctor Patricio Salazar y el abogado Ángel Cajo,
en representación del Frente de Defensa de la Amazonia.

El presidente declara instalada la audiencia del Pleno e informa a los
concurrentes el liempo de las intervenciones,

interviene por el legitimado activo, Adolfo Callejas Ribadéntira, procuiador
judicial de CHEVRON CORPORATION, en compañía del doctor Diego Larrea
Alarcón:

Como ya se fia manifestado csCít mrmana [un presentado un eseuto que [o único que
buscíi es precautelar uru vez más los derechos constitucionales de su lepresentada,
consideran que al estar fas juezas y jueces constitucionales bajo hi evaluación del
Consejo de Participación Ciudadana y Control Socíhl Transitorio, no pueden con
independencia, con objetividad juzgar en esta causa; y esio por qué?, porque al mentís
dos de su*; miembros incluido el presidente de ese Consto que evalúa, el doctor Julio
Cesar Trujiilo. se lian manifestado públicamente en favoi de que eüla Corte deseche la
Acción de protección propuesta en el año 2013 y aceptada en el año 2Q14; es más3 el
doclor TrujiJlo firmó un escrito al que Humaron amicns curias en que dispone que de
míincra inmediata csia Coile dicle un¡i senLenciJi desechando h demanda y a
continuación «Ja instrucciones de cómo debe ser la demanda, de que indemnizaciones se

fJjf deben incluir en el cálculo; se pregunta si el presidente de la Comisión que está
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este caso, sin consideraciones legales, sin consideras iones de los méritos o no del
proceso, se pregunta si pueden obrar con objetividad csLtndo pendiente la evaluación
que se ha anunciado, se ha iniciado hace unos días; eso eia el único objetivo, no tiene
ningún objetivo de fastidiar, de demorar Jas cosas; son los más interesados de que esla
acción se resuelva a la brevedad posible. Quieren que la justicia ecuatoriana a través de
ella limpie lo que hicieron durante los años pasado, lauto o! juez deprímela instancia, la
Corte ds apelaciones y la Corte National de Justicia, c£u esperan tonio eeuittofiatK'S,
íjue esta Corle comience a nacer nuevamente brillar a Jj justicia, sí que si interés no es
demorar; con este antecedente y como muestra de buena fe y fcallad procesal va a
proceder ton una pequeña inlejvencion que ha preparado, sobre todo pura beneficio de
aquellos ieñoreí y señoras jueces que no estuvieron en la audiencia pasada. El propósito
de ia acción extraordinaria de proíecnon que plantean es que esla Cune declare en
sentencia que la senlcn^J de casación violó los derechos consii lucio nales de

CHEVRON CORPORATION al no haberse subsanado los graves vicios de que adolece
cf proceso como producto del fraude y la coirupción que lo han corrompido en su
letalidad y que luego esta Corte ordene la reparación integral de los derechos
conslrtucioniLÍts de CHEVRON, lo que implicaría necesariamente dejar sin valoi y
efeelo la sentencia de casación y su auto aclaratorio y .mirlar todo el proceso desde su
inicio; en esta audiencia explicará las múltiples y graves violaciones de los derechos
constitucionales de CHEVRON en esle caso y en particular el grave y sistemático
fraude proc^d que se llcvu a efecto, que los jueces tienen l.i obligación de garíinüzar en
forma dnceta e inmedía Ia los derechos consliiucíonalcs de ras partes en el proceso y que
las violaciones de los derechos que CHEVRON probo son de jerarquía constitucional;
la sentencia de la Corte Nacional de Justicia no protegió el derecho constitucional a la
tutela judicial efectiva y al debido piaceso de CHEVRON al desesrimar la clara
eifiítenoA de ftíUKk que columpió ei litigo; es oWjo que frente a un;i alegación
fundamentada y justificada de fa existencia de fraude procesal, ningún juca puede
legítimamente lavarse las manos e ignorar su rol de gaiante de la validez e integridad
del proceso; sin embargo eso es lo que precisamente ha sucedido en el juicio, los jueces
han incumplido de manera grave y sistemática su deber de velar poi ios derechos
conslilucjunale*. de su representada, incluyendo el garantizar la valide?, riel proceso, esla

misión de los jueces se dio incluso anle evidencia contundente de fraude obtenida pro
CHEVRON en procesos judiciales que se llevaron a cabo en los Estadas Unidos de
América, que incluyen documentos, videos, fotos, correos electrónicos, informes
forenses, testimonios tomados hajo juramento; (oda esa información fue presentada en
el expedicint de manera legalizada para que sirva de evidencia; en resumen los hitos

principales de este fraude son los siguientes: en primer Jugar los actores fraguaron un
procedo en contra de CHEVRON a sabiendas de que ts una empresa que jamás ha
operado ni tenido domicilio en el Ecuador, el mismo abogado principal de los
demandantes que contrató Aios abogados ecuatorianos y las pagaba, Sieven Danzigei
dice: eslo se icmonta a Jos triares de AJbeiio Wray, al demandar a la parte equivocada
en b demanda, ahí tienen un correo en que él reconoce eso; en segundo Jugar, luego de
que los resultado obtenidosen las inspecciones judiciales no les fueron favorables, los
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actores falsificaron los informe periciales con el propósito de establecer una supuesia
ícspofís.-íhilíííad de CHEVKON, pur ejemplo cJ perno quien fue insinuado pw *o?
actores taino pe-rilo judicial eneste juicio declaró bajo juramento en un proceso judicial
en los Estados Unidos que no era de su autoría el contenido ni las conclusiones de los

informes periciales que presentaron los actores atribuyéndole a él su autoría. Como se
ve en e^lü lámina, vario? otros miembros del equipo de los dcmandnnies jeconocieron
que no había base para atribuir responsabilidades a CHEVRON. El fraude y la
corrupción crecieron y se multiplicaron cuando los actores presionaron ilegítimamente
al juez de (unió para que no se actuara la totalidad de las inspecciones judiciales
solicitadas por las partes >ordenadas en providencia que seejecutorío; en esta lámina se
ve varios correos cruzados enlre los miembros del equipo de Jos demandantes: llama la
atención a estos correos, el segundo es un torreo que dice noy Pablo Fa|urdo se reunió
con el jue^f el juez Yáne2 que está en U cuerda floja porque se lo acusa de ofrecer
trabajo a camliío de sexo en la Corle dijo que aceptará la solicitud de rcljrar el resto de
las inspecciones; en el tercero confesó: escribimos una queja contra Ynne¿, pero nunca
Ja presentamos aunque le hicimos saber que podríamos presentarla s¡ »d sí adhierea J&
ley y a lo que necesitamos. Acatará, no va a poder continuar su intervención como
hubiera deseado, va a pasar a la parle de la conclusión, aunque con la v '̂nia de la Corte
presentará por escrito el resto de su presentación y los anexos.

El presidente oíorga cinco minutos más para contintut con ía exposición y Je la
misma manera hará a los demás intciYinierues en esta audiencia.

Una vez que los actores lograron Lruncar ilegalmenle eJ proceso de inspecciones
¿<KÍícr;r/tSL, elhs pKsfonatoa nuevamente <¡¡ ¡ue£ de ¿«rrto para que nombrará uií pcrüo
judicial único, el señor Richard Stalín Cabrera, no obviante queel perito estaba obligado
a actuar de manera independiente, Cabrera fue impuesto por los actores y como se
demuestra en estas láminas, fue pagado por ellos a través de unacuenta tercia creada y
definida como tal por ellot Esto dcmucstia que estaban conscientes de la ilegalidad de
lo que hacían, no es sorprendente entonces que Cabrera se Jiaya limrrjdo a firmar el
informe pericial que fue preparado y escrito clandestinamente por consultores pagados
por los actores; más larde lograron la apertura de un sc&undo término de prueba para
blanquear eJ informe Cabrera, otros consultores a los cuales pagaron los actores,
redactaron supuesto ¡nfoimes económicos que tueron los quí sirvieron de base para la
ledaccion de la sentencia. Al respecro rambtén hay contundente evidencia de que Los
actores redactaron la sentencia de primera instancia, lo que va a aparecer en la gráfica es

un indicativo, esas son tres páginas tomadas al azar de Ja sentencia, lo que consta en
amarillo es una copia lilcml de un memorando interno de Jos actores que no está en el
expediente y que aparece en Ja sejjlcncia que finn6 ti juez Zambunio; igualmente lirty
luchas oirás partes, decenas de páginas de la sentencia que son copias líteíales de otros
ocunienlos de los actores que tampoco obraban del proceso y que fueron copiados con

los errores tipográficos, ortográficos y grama!leales de los originales; esla sentencia fu
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confirmada por jueces de segunda instancia y luego nuevamente confirmada en lo
fundamental por la Corte Nacional de Justicia Es tan profundo, grave v srstemático el

fraude pcrpeirado por los aciores que dios mismo reconocieron los uesgos de que el
fraude se hiciera público; enefecto y como se ve eneste correo electrónico obtenido por
medio de procesos judiciales en los Estados Unidos he incluido en este proceso, el
abogado Julio Prieto escribió a los abogados Doiiíiger y Fajardo, "el problema

compañero es que los cícetos son potcucülmentc devustadores en EcuaJor. aparte de
deslruír eJ juicio, podemos rr todos lus abogados a Ja cárcel" eso dice uno de los

abogados de los demandantes a los otros abogados, A los abogados de los adores en la
justicia ecuatoriana no importa el derecho, los hecJios o U verdad, para ellos es legitimo
ejercer medidas de presión, de intimidación, de humillación e incluso corromper a La
judicnUini y repetir una menina ires \eces hasta que se convierta en \trdad; aquí hav
unas frases que ojala podrían leer de lodos, modos, con su venia se permitirá hacer
llegar copia de estas láminas, donde se Irata muy mal a la justicia ecuatoriana. Dicen
que los jueces lo único que entienden es presión, humillación e intimidación; el doclor
Fajardo dice que hay que repetir una mentim (res veces a que se convierta en verdad. La

violación del derecho de CHEVRON a ser juzgado por un fuezcompílenle es una giavc
causa por Ja cual se violaron los derechos constitucionales del Ecuador, Lo que esperan
de esta Corte Constitucional: los artículos 11, numeral 3; 76, numeral 1; 424 y 426 de la

Constitución mandan claramente que [o*; derechos y garantías establecidas en la

Constitución deben icr aplicados de manera directa c inmediata por los piopios Jueces;

adicionalmenlt la Condilución en su artículo 15 impone a los jueci^ el deber de
asegurar la tutela efectiva* ímparcial y eípcdila a todos los derechos constitucionales;
por lo tanto es innegable la obligación inexcusable de todo juez de proteger la
integridad y la validez del proceso; sobre tire particular c-ihe menciona! que esta misma
Corte Consiitüdünal lw resuello de muñera rehtijca que la justicia ordinaria debe
analizar v resolver los méritos de las alegaciones de los acios que conlleva a una nulidad

procesal. Sin embargo tanto las Cortes ric instancia como la CorteNacional optaron por
incumplir su obligación de lutefar los derechos constitucionales del accionante al no
analizar el fraude y tomar ha medidas conectivas a las que estaba obligado; fa Corte
Nacional se excusó diciendo que no había nn pronunciamiento de juez competenle

sobre el cometimiento de un delito para considerar Ja información que fe habían
proporcionado. Lo que esperan de esta Corte Constitucional en una sentencia que se
dicte oportunamente es que se declare que el proceso seguido por fa señora María
Guinda y otros en conüa de CHEVRON y la sentencia de casación incluido su auto

aclaralojío violan los deicdio* cónsulucjona les de CHEVRON, ordenar l;i reparación
integral de lales derechos constitucionales de su representada, como consecuencia de lo
anterior dejar sin valor y efecto Ja sentencia de casación y su auto aclaratorio de anular
lodo el proceso desde su inicio.

Inlci-vieiie el ductor Pablo Fajardo Mendoza, procurador judicial de Mana
Aauínda:
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Frente al primer hecho del escrito que presentan al día de hoy entiende que la Corle
sabrá motivar ojwrtuñámente y resolver Jo que de hcclto corrcspamlñ st [jrnceefe o ao
aquel pedido de que se suspenda este proteso; entiende que no hay una sola norma que
de sustento tegalmente al pedido que plantea su contraparte. Frente a los hechos que
argumenta Ja Empresa CHEVRON CORPORATION es penoso que se quiera convertir
a la Corte ConsiiiuciónaI en una Corle de cuarta instancia, lamentablemente la mayor
cantidad de argumentos presentados por su contraparte en e¿La audiencia ya los han
escuchado desde hace quince años atrás; desde que empezó la demanda en el año 20ÜJ
vienen repitiendo los mismos argumentos con algunas enmiendas, el caso empezó en
Sucurnbíos en Ecuador en el año 2003 y u esta Corte llegó el caso en 2014 como se
puede ver en el número ÜeJ pioccso, ^que ha pasado en eilPí años^, de jcuerdo a la
información a los estudios que tienen en la (inaudible) norte del Ecuador, las problema
de derechos humanos, derechos constitucionales de los indígenas y campesinos, son
seriamente graves y seriamente afectados, violados constantemente sin intervención
alguna por cincuenta anos por las operaciones de la empresa CHEVRON
CORPORATJON, ese hucho es ei que tuieh la semencia de la Coiie Nacional de
Justicia, está protegiendo el derecho a la salud, a la vida de los habientes de la
Amazonia ecuatoriana; está protegiendo a los pueblos originarios indígenas que han
vivido eternamente en laAmazonia ecuatoriana, es por cío que los afectados defienden
la sentencia emitida por la Corte Nacional de Justicia el 12 de noviembre de] año 2013 y
exhortan en Pfcno apego aldcrccíio a Eos jueces de la Coi te Constitucional que rechacen
la acción extraordinaria de protección planteada por CHEVRON CORPORATION. Un
hecho importante son los pueblos indígenas, para que se tenga la idea los pueblos
indígenas siekopai, sionash simar, kidiwas, huaoranis, viven ahí históvicamente; dos
culturas indígenas se extinguieron por competo en Jos primeros años de operación de
TEXACO en la Amazonia ecuatoriana, hoy CHEVRON, aquí están los compañeros que
son los demandantes, y con su venia si Le permiten dea un testimonio de cuál es el
problema y cómo se violan los derechos de los pueblos indígenas por la operación de
TEXACO en Ja Amazonia ecuatoriana.

El presidente autoriza que intervenga uno ele ios denunciantes dentro del tiempo
total concedido-

Es uno de los demándame^ que empezaron lince veinlieuulio años alia*:, es uno de los
testigos de cómo sufrieron como nacionalidades durante todas Iji-, optaciones que
estuvo realzando TEXACO en aquellos anos, la contaminación del río Sliushufindi, dei
rio Aguanco, sus madres cogían en tacJios para poder piular en Jos postes de la casa
para que no subieran las hormigas, las congas, hoy todavía sigue cxisl rendo el río
Aguarico, el Slvusbufindi, %¡guv siendo contaminado, es como uuc ios r/uc vivo» en )¿ís
ciudades dieran a un mereado a querer comprar pero encuentran lambían a lado un

norme peligro de contaminación; los hijos, las abuelas, las madres siempre están yendo
a coger los peces que están en los ríos Aguarrco, Shusliufindi y de eso consumen

&«• IZdeOcluijM N16-114 y pasaje Nitor:n. Jimenea
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saben que en las cabeceras están enterradas todo el químico, el veneno que dejó
CHEVRON TEXACO.

También interviene Lidia Guinda, hija de María Guinda, quien presenta esla acción
legal desde hace ya veinticinco años atrás que contabili7aron también los nueve años
que pasó en litigio en las Corles Norteamericanas: vive en Auca, pozo aur uno, donde
más d« ireuita anos eslím ^Uiecido con cs.a corrtim\m¡icion -nubien^! sohte el a^ua. c\
suelo, lodo lo que es eJ ñire y están lol-ilmentc contaminados, uno por uno causaron
varias enfermedades; lo que piden como demandantes a esta Corte es que les pague
CHEVRON que les remedie y la restauración ambiental y cultural y eso es netamente

pedido por las nacionalidades kichwas, huuoranis, simaras, srekopais, tomo Oreílana y
Sucurnbíos y están aquí piesenies al pie de lucha, todo es realidad que TEXACO antes
mencionado Jes dejó dennmado crudo por las vías, por Jo? esteros, por los estanques v
totalmente eslán en estas causas muy graves.

ConLinúa el doctor Pablo Fajardo Mendoza, procurador judicial de María

Aguinda:

fa sentencia de la Corte Nacional de Justicia ordena literalmente recursos económicos

para reparar, para reconstruir el lefido uncial, el daño cultural a los pueblos indígenas; es
por eso que \es parece plenamente válida Ja semencia emitida poi Ja Corle Nacional de

Justicia eJ pasado 12 de noviembre del ¿013. Pero también hay un hecJio de fondo que
es toda la coniaminación ambienlal, tiene unas láminas para que puedan observar en las

que se observa las más de S80 piscinas <íe petróleo que dejó la empresa TEXACO Jioy
CHEVRON CORPORATION arrojada en fa Amazonia ecuatoriana y que están allí
présenles todavía y que muchas veces han sido cubiertas con tierra en base a un

supuesto contrato entre CKEVRON y el listado ecuatoriano en eJ año 1995, pero esas
piscinas son las que siguen causando la muerte de cientos de personas en la Amazonia

ecuatoriana; la sentencia de ía Corte Nacional ordena recursos económicos para
descoulanunarel suelo, el agua, limpiar los nos, esteros, que los peces vuelvan a vivu y
que los pueblos indígenas tengan como vivir con dignidad en su propia Ik-rra; por eso es

plenamente válida Jasentencia emitida por la Corte Nacional de Justicia en el año 2013,
Es lamentable que su contraparte pretenda convertir a la Corte Constitucional en una

Corte de cuarta instancia, lodos sus argumentos son de mera legalidad, fueron
procesados ó\: L\nmu aíEccuaiLi y opor^un* en las (Úsenla*; iristamkrs judíeísik'i. no

existió un ^ulo hecho que CHEVRON haya argumeniado y que no fue tratado
oportunamente; tanto así, que en primera instancia estuvieron seis jueces, (res de ellos
fueron recusado por su contraparte, buscando cualquier excusa para sacarlos para
demorar el litigio, no son-iba extraño que esc pedido que hoy día presentan sea una
acción más demorar mucho mas eslj resolución. Se quieren generar dudas iobrc Ja
sentencia judiciíd y las acusaciones consianles y frecuentes de supuestos actos de
fraude, si hay un acto de íraude en este caso fue cometido por la Empresa CI-TEVRON
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CORPORATION, son ellos los que tienen recurso económico para sobornar cualquier
perdona, jueces, gobiernos, meinío. Hay un informe pericial de un cspeiin
norteamericano, ese infonne que también Lo presentaron y es parte del expediente aquí
en la Corte Constitucional, fue presentado el 05 de junio del 2015, en ese informe este
experto realiza un minucioso estudio y análisis de las computadoras del disco duro del
juez de la Corte de Sucurnbíos. del juez Zambrano y dice que ha buscado v no encucnua
toda la sentencia fue redactada en ía computadora del juez Zambrano, creado tf archivo
en el 2010 modificado más de 400 vece* hasta que se imprimió en el año 2011, el 14 de
febrero del 2011, no exisle evidencia y el experto no encuentra una yola que haya
ingresado un flash memory. CD o Enierncl. la sentencia fue redaelada por el juez, sin
embargo twi prueba técnica su contiap-me quiere desconocerla, sus propios expeiios
confirman este hecho. Los jueces en todas las instancias los conocieron y resolvieron,
hay un hecho, de un supuesto fraude en Estados Unidos *j| ¡vez se baso literalmente en
el testimonio del doctor Alberto Guerra Bastidas, fue el primer juez que estuvo esle
litigio en la Corte de Sucurnbíos, este \cftor que fue conlratado por Chevron para que
sea el puente y pueda sobornar aJ juc? Zambrano ijuc dictó Ja semencia cu este caso,
como el juez Zambrano no se dejó corromper, Chevron tontraló al doctor Guerra paia
que sea quien de testimonio favorecedor, está el documento por escrito 12 mil dólares
mensuales más beneficios de ley, a cambiode que testifique a su favor y Je compran una
computadora en IS mil dolujes, en un arbitraje entre Chevron y el Estado ecuatoriano
reconoce y {fice, cuando te preguntan si lo que dijo antes sobre tí caso err la Corte cri
New York era o no verdad y dice: yo mentí, reconozco porque Chevron me paga, esa es
la base de un supuesto iVaude que mencionan frecuentemente, no hay evidencia de
fraude, los jueces respetaion el debido proceso de forma óptica y adecuada durante todo
ei trámite judicial, si liay una evidencia real, proviene de Chevron pero no de los
actores. Como afectados cu nombre de 30 mil indígenas y campesinos de Qrellana y
SucumbíüS piden en honor y por respeto a los derechos constitucionales de los
afectados, rechacen la acción extraordinaria de protección y permitan que la senLencía
emitida por la Corte Nacional de Justicia en el 2012 sen plenamente válida y aplicable,
se la pueda ejecutar y se pueda reparar aquel duño nmbienlaJ, social y cuJiural cometido
por Chevron 50 años atrás.

Interviene el doctor Agustín Saluzar:

Expresa su solidaridad a todos y todas Las personas que han sido alectadas por el
derrame intencional de Clievron en el Oriente, la Corte Constitucional de modo

reiterado ha señalado que la inconformidad respecto de una decisión judicial no
constituye un tema de constituciónalidad va que la acción extraordinaria de protección
no es "una instancia superpuesta a las ya existenies, ni la misma licne por objeto
deslegitiiuar y desmerecer la actuación tic los jueces ordinaiios, por el contrario tiene

como único objeto y fin la consecución de una misma justicia caracterizada por el
respeto y Ja sujeción a la Constitución, en tal virtud cuando la CorLe Constitución
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conoce una acción extraordinaria de protección no actúa como un Tribunal de alzada
sino que únicamente interviene con el fin de verificar posibles violaciones de dereclio
reconocidas en la Consiiiución y eso obviamente en absoluio cumplimiento del artículo

62 de la Ley Orgánica de Garantías ,'urísdiccionales y Control Constitucional, La
sentencia emitida por la Corte Nacional de Justicia dentro de Fa presente Ciiusa es
constitucional y que no ha vulnerado los derechos constitucionales, por el contrario los
ha garantizado al emitir una sentencia que se pronuncia largamente respecto de cüd^

uno de los argumentos que ui su momcnlo fueron presentados por la empresa Chevron,
la acción extraordinaria de piotección presentada enumera una larga lisia de derechos
vulnerados así como una larga argumentación de muy diversas razones por las que
pretende fundameniar las supuestas vulneraciones, sin embargo detiás de todos estos
¿rig^nosos mguíñenlos lo que exisle es una inconformidad con la semencia por lo que
se ha piescmadü esta acción en un interno más por obtener una revisión del proceso y
como un medro para dilatar aún más el proceso judicial, la primera precisión que se
debe realizar en el escrito tle la demanda presentado por Chevron de modo expreso
señala: que la sentencia ernnida por la Sala de la Corte Nacional de Justícra del 12 de
noviembre de 2013 y eJ auio aclaratorio del 22 de noviembre son los jcios sobres los

cuales recae esta acción, en ningún momento se ha demandado fas sentencias de

instancia, ninguna de las dos, no obstante como se habrá podido ver a lo largo de la
demanda se hace mención a eslas sentencias y se alega violaciones, equivocaciones c
injusticias que estas habían provocado pero que no snn maíeria de esta acción pues la
présenle caus.i no fueron aquellas tas demandadas fueron levisadas en su momento poj
los jueces competentes en la justicia ordinaria, por ejemplo el demándale sostiene una
supuesta vulneración al debido proceso por haber sido juzgado por un juez
incompetente argumentación que se remire a la sentencia de primera instancia y el
supuestamente equivocado razonamiento que tsíe bizo para sostener su coinpelencia.
mueslra su desacuerdo con respecto a Ja fusión y se Jjmiía a sostener que la Corte
Nacional había repetido esc criterio, no obstante lo que no dice es que en efecto la Corte
Nacional se pronunció argumentada mente a este respecto, analizo los argumentos tanto
del recuiieuie como de la sentencia de segunda instancia y estableció que en efecto los
jueces ecuatorianos eran Jo? competentes para resolver la cansa, poi lo que el hecho de
que Chevron esté en desacuerdo con dicha decisión no implica una vulneración a su
derecho constitucional al debido proceso, la sentencia de casación determina que las
impugnaciones realizadas por Chevron hacen relación a cuestiones resueltas por la
sentencia de primera instancia que no es la sentencia que fue recunfd.f mediante el
iccurso de edición por Jo que no puede pronunciarse, en consecuencia los jueces de Ja
Corte Consiuucionai no deben dejarse confundir por la jlegacíones irrcJévantes al caso
concielosino ceñirse a lo que corresponde a la naturaleza de la acción, es decir resolver
si existe o no una vulneración de derechos constitucionales exclusivamente en el

sentencia euurnia por La Corte Nacional de Justicia, en todo momento eí evidente su
inconformidad con las decisiones obtenidas durante e) proceso y denlro de la causa
ordinaria, asi sostiene que se ha vulnerado su derecho a la seguridad jurídica, tutela
judicial efectiva, pero para demostrar la firma exclusivamente que la Corte Nacional ha



Corte
Constitucional
del ecuador

Causa N'."G105-14-BP ftígiiuL SI Jl- 149

equivocado su argumemación y lia sido injusta o que la vulneración pjocede por d
hecho de no cjsjf o rm fííodíficjf ¡o dkho e¡¡ í¿a sentencias <k insinuar, c\[iresartrenie
sostiene que las vulneraciones provienendel hecho de haber confirmado la sentencia ad
quem lo cual per se no constituye una vulneración a ningún derecho constitucional, una
evidencia cuando argumenta su desacuerdo con los montos de indemnización otorgado*
por los jueces de instancia que no modificados por la Corle Nacional de Juslfcia porque
no ío han sido o cuando sostienen que se ha desestimado equívocamente sus alegaciones
sobre un supuesto fraude procesal en la primera instancia, sin embargo en ningún
momento el demandante manifiesta que en su sentencia la Corle Nacional de justicia si
analizó eslos cargos yde modo argumentado sostuvo que las indemnizaciones otorgadas
provenían de análisis léemeos y de la sana critica denno de Ja valoiación de Ja prueba
realizada por los jueces de instancia yque en más de una ocasión Ja Corre estableció que
esta fuera de sus facultades realizar una nueva valoración de la prueba, tampoco dice el
demandante respecto de que la Corte Nacional en su sentencia sí realizó un análisis
respecto de las causales de nulidad existentes y sus efectos con relación al fraude
procesal y que esta n ie pronuncio respeclo de lav mcdjijjs adopiaúíií, por ios jueces
frenie al supuesto fraude procesal como poi ejemplo el proceso ante el Consejo de la
Judicatura al juezde instancia, las acciones iniciadas por Chevron fueron efectivamente
resueltos y no como sosjiene la demandada, en consecuencia cuando se realiza y se
confronta la sentencia de la Corte Nacional de Justicia con esta demanda, se puede
encontrar iun daridad que [as supuestas vulneraciones a ios derechos constituciónates
no existen sino que en realidad responden a un intento por obtener un nueva revisión del
proceso, pretende seguir un proceso judicial que lleva 2 décadas y medía, toda una
generación i/ompleLa de habitantes del Oriente con eJ único afán de no asumir su

responsabilidad. La Corle Nacional de Juiticía en su sentencia el recuiso de casación
por su naturaleza es extraordinario y riguroso, matemático de requisitos precisos, razón
por la cual tanto los jueces como las partes están obligados a actuar dentro de los
margenes que otorga la ley, uno de ellos es la imposibilidad de volver a valorar la
prueba, en íu demanda Chevron afirma que Ía prueba no habría sido acluada. obtenida
ni valorada lcgaJmemch la cual a su parecer nulitaba el proceso loiicreíamente hace
afirmaciones en relación a una supuesta ilegalidad en la renuncia de la parte actom a la*
inspecciones judiciales, en la negativa a sus alegaciones, el error esencial en la
concesión del término de los 45 días para presentar aquellos informes enderecho y en la
falla de consideración y valoración de la prueba por ello^ presentado en ese momenlo,
no oblante todjs esfas ¿rogaciones si fueron tfJíjJaS por ia Corfc Naciouaí de Justrcra
desde su competencia dentro del recurso de casación, así por ejemplo íespecto de las
inspecciones judiciales la Corte claramente explica que la renuncia no se encuentra
prohibida siempre que las pruebas no hayan sido practicadas y por Lanío determina que
no eran aplicables los aiiículos del Código de Procedimiento Civil invocados por Ja
recurrente, otros ejemplos de su intento por cambiar la valoración de la prueba a tmves
de un recurso de casación cu su expresa manifestación de que se ha afectado la tutela
judicial efectiva y e! derecho a la defensa porque la Corte y cita " omite rectificar el
valor probatorio que las Corles de instancia dieron a entrevistas y encuestas preparadas
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por los demandantes, porque se abstiene de remediar la omisión de las Corte de
instancia de considerar la prueba presentada por Chevron o por confirmar la concesión
de indemni?aciones csiableeidas por las CoiTes de instancia que no guarda relación con
los daños alegados y que exceden de los estándares aplicados en caso1; similares'", todos
estos claros intentos de que la Corte Nacional de Justicia1' desnaturalice eí recurso de

casación y que funcione como un¿ nueva alzada como una tercera instancia. Ahora bien
mantener estas afirmaciones y sostener que poi el hecho de haber ignorado Jj Corte
Nacional de Justicia las alegaciones respecto a esta vulneración a sus derechos le esla

vetado. La acción extraordinaria de protección no está hedía para evitar procedimientos
Üc instancia y actuar como juez de alznua, a esla Corle solo le corresponde y
exclusivamente pronunciarse respecto de la constitucionalídad de Ja semencia
impugnada y nada más no puede cnlrar a analizar todo el expediente y valorar las

pruebas que fueron valoradas en su momento por los jueces competentes y los jueces de
instancia, lo mismo sucede con los momentos indemnízatenos, ellos fueron

determinados por los jueces de instancia de conformidad con la prueba presentada y la

valoración hecha por los jueces de acuerdo a esa sana crítica, ahora se habla de una faíta
üe psopoíCionalidad de irjUw üe justificar mía vulneración ti ios oerectos
constitucionales, sin embargo la Corte no puede determinar la proporcionalidad de la
justicia y no puede entrar a revisar los expedientes de la justicia ordinaria y determinar
si fuere correcta la valoración efectuada respecto a la prueba ese es un hecho que no

debería csiar disculido, y la presentación hecha por el docloi Callejas es una
presentación alrededor de las pruebas que se ventilaron en la justicia ordinaria, en
consecuencia la sentencia de casación no lia vulnerado la tutela judicial efectiva

simplemente se ha negad.-* n rculizar viitaracaun de la prueba pvcersamente sobje esos
derechos constitucionales de las partes y en cumplimiento de ia norma legah en su
demanda Chevron sostiene que la sentencia de la Corte Nacional no habría sido
adecuadamente motivada entre oirás razones porque había realizado escuetas

argumeniocioiics en las que no se lefierc al fondo de sus argumciilos sostiene que se
alegado fallas en las piescntaeion del recurso como pretextos para evitar pronunciarse
sobre el fondo. La Corte Nacional de Justicia emílió un fallo de ¿00 páginas le ha

dedicado un acápite detallado v .iaumentado, a cadn «nú de Ira aurinaciones de

Chevron, ha cumplido con lodos los requisitos de razónabilídad, lógica y
comprensibilidad establecidos por la Corte Constitucional para la motivación de las

resoluciones judiciales, los jueces de la Corte N-icional de Justicia han íesuelto cada uno
de los cargos presenludos por Chevion, han analizado y aplicado la normativa invocada
por el recurrente de forma racional han etplicado la relación entre las premisas

mayores, las normas jurídicas y las premisas rnenores que están dadas por los hechos,
para llegar a una conclusión que es lógica v entendióle, así en el caso que ocupa la Cuete
Nacional de Justicia sí se Jia pronunciado sobre la pclíción de nulidad, el supuesto
fraude procesal, la competencia de los jueces y los demás temas relacionados a la

prueba, el hecho de que los argumentos no sean favorables a los intereses de Ciievron o
que los jueces hayan llegado a la conclusión de que no er\isiió la inaplicación de normas

o que algún cargo fue planteado de modo inadecuado, no significa que se hayan
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afectado los derechos constitucionales aJ debido proceso y a las garantías. En virtud de
lo expuesto, solícita que se emita una sentencia y se deseche todas las infundadas

alegaciones de Chevron, llevan demasiado tiempo esperando y merecen justicia, son
más de 25 años de litigio y más de 4 anos esperando una resolución definitiva de su
parle y se resisten a seguir esperando, no resisten más dilaciones, la sentencia de la

Corte Nacional no ha vulnerado los derechos de Chevron y se debe negar la causa y
archivarla.

Fase de replica

Interviene el doctor Adolfo Callejos Ribadeneira:

Precisa que la Corte Constitucional en resoluciones ha dicho que las violaciones de
derechos constitucionales se irradian en la legislación secundaria, muchas veces el

legislador ha desarrollado los derechos constitucionales en normas legales de nivel
inferior a la Constitución, puede ser entonces que al violar un derecho constitucional
también se esté violando una norma legal y viceversa. Por otro lado, el doctor Fajaido

dijo que simplemente que en la época de Texaco ya se extinguieron dos pueblos, ha
leído detenidameule y eso no es verdad, y no repita una mentira para que se convierta en
una verdad como él sostiene, en donde no hubo argumento constitucional fue en su

intervención.

El doctor Pablo Fajardo Mendoza:

Frente a la teoría de la irradiación, que pena que no se aplique en este caso, en la
irradiación uo funciona a Ja inversa, no es que una violación de un reglamento, norma
de menor de jerarquía va a afectar al marco constitucional, la inadiación es de arriba
hacia abajo no viceversa, una norma procesal que insiste no existe una violación al
derecho, al debido proceso en esla causa, ó jueces en primera y segunda instancia, 4
jueces fueron recusados, todas estas fueron atendidas oportunamente, luego presentaron
13 petitorios de error esencial a los informes periciales, todos fueron atendidos
oportunamente, no hubo unsolo argumento de Clievron que haya quedado enel vacío o
que no haya sido tratado como el derecho corresponde, si se evidencia constantes
abusos del derecho, por ejemplo en primera instancia se acumuló más de 215 mil fojas
del expediente, de las cuales al menos SO mil eran copias repetidas, 2, 3 y hasta 5 y 10
veces por la misma empresa con el fin de que, la norma civil dice que tienen un día por
cada 100 tojas, la intención era hacer un juicio interminable en el tiempo, no ha existido
un solo hecho que no haya sido atendido oportunamente, en consecuencia la sentencia
de la Corte Nacional de Justicia es vahda, se respeta el debido proceso, a las partes
x>mo tal existieronalgunos hechos de abuso de derecho.

Au 12 de Octubre N16-114 y pasáis NicolásJiménez
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El doctor Agustín Salazar:

Consídeía que es importante resallar el hecho de que en realidad lo que ha ocurrido y

que ha sido demostrado con la lectura de los informes en derecho que lian hecho la parte
que esta impugnando la concesión de este recurso, es que la parte accionante ha tratado
de que se trate de un recurso de alzada, y ía Corte Constitucional no debe caer en esa

provocación porque justamente fa normativa constitucional dice que hay uorrnn empresa

que debe ser obs.¿ivaüu piwa poder ir^milaT un recurso ejdraordínauo de proieccion y la
parle cuniTJTÍa como ya han dicho está utilizando esle recurso, como un recurso de

alzada, en consecuencia soJichaii que en concordancia con el artículo 23 do la ley se
sancione por el abuso del deitcho a la parte accionante y a los abogados porque es un
claro abuso del derecho cuando la parle trata de interponer el mismo recurso, la misma
acción duranle distintos procesos en contra de las mismas personas hay lugar a esta

acción y ellos deberán *.er condenados a los pagos civiles y daños y perjuicios. En el
cuso de que la Coite Coustiluciosul tenga alguna duda icspemo de la aplicación de ia
norma jurídica o de que debbn iratar en la resolución, hagan como manda la
Consiiiución y los tratados internacionales de derechos humanos, apliquen Ja norma que
más favorezca la vigencia de Estos y tutele la vida, la salud y el derecho a vivir en un

medio ambiente limpio y sanOh esa es la obligación de la Corte, finalmente insiste en
que no se debe caer en la íentatión de tratar a este recurso como una cuarta instancia,
sin embargo de eso respecto de las alegaciones de fa parte recurieutc, considera
importante que se conozca que La eünliuninación es v,n Uechú fea!, hi enísiioo una
afectación verdadera a la salud y al medio ambiente, no por un accidente sino por la
acción deliberada de votar miles de millones de galones de desechos tóxicos a los
causes del río y directamente a la tierra, tanto asi que ya reconociejon que son los
causantes de la conlaminación, por ello pagaron una supuesta reniediacíón. Solicitan se
deseche esle recurso y que la gente afectada de !a Amazonia tenga el acceso a Ja
justicia.

IJ. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE

CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte ConstiLucionai es competente para conocer y resolver [as acciones
extraordinarias de protección contra sentencias, aulos definitivos y icsolucioncs
con fuerza ife sentencia, de conformidad con lo previsto en los artículos 94 y 437
efe !a Consiiiución de la República, en concordancia con los artículos 63 y 191
numeral 2 literal (i de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Contiol
Constitucional, artículo 3 numeral S literal c y tcicer inciso del artículo 4ú de la
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Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la
Corte Constitucional.

Legitimación activa

Los accionantes se encuentran legitimados para interponer la presente acción
extraordinaria de protección, en virtud de cumplir con los requerímiénios
establecidos en ef artículo 437 de la Constitución de ia República y de
conformidad con el artículo 439 ibídem que establece que las acciones
constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o ciudadano
individual o colectivamente y en concordancia con el artículo 59 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional,

Naturaleza jurídica y objeto de la acción extraordinaria de protección

Como ya se lo ha manifestado en reiterados pronunciamientos, la Corte
Constitucional, por medio de la acción extraordinaria de protección, se
pronunciará respecto a dos cuestiones principales: la vulneración de derechos
constitucionales o la violación de normas del debido proceso. En este orden,
todos los ciudadanos, en forma individual o colectiva, podrán presentar una
acción extraordinaria de protección conlra decisiones judiciales, en los cuales se
hayan vulnerado derechos reconocidos en la Constitución. Mecanismo previsto
para que la competencia asumida por los jueces este subordinada a los mandatos
del ordenamiento supremo y ante todo, respeten los derechos de las partes
procesales.

La acción extraordinaria de protección procede exclusivamente en conlra
sentencias o autos definitivos en los que por acción u omisión se haya violado el
debido proceso u otros derechos constitucionales reconocidos en la Constitución,
una vez que se hayan agolado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del
término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera
atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional
vulnerado, conforme lo previsto en el artículo 94 de la Constitución de la
República,
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Con respecto de las actuaciones jurisdiccionales en el contexto de procesos
ordinarios, cabe aclarar que esta Corte carece de competencia para pronunciarse

sobre la corrección en la aplicación de la norma infraconslilucionalesí la

valoración de las pruebas procesal, exceptuando la obtención y

actuación probatoria según el Art, 76, número 4 de la Norma Fundamental; así

como, tampoco tiene potestad para conocer y sancionar supueslas lesiones a

bienes jurídicos protegidos.

Determinación y desarrollo de los problemas jurídicos

La Corte Constitucional, en el presente caso, deberá determinar si ia decisión

impugnada ha vulnerado derechos constitucionales, ante lo cual, estima necesario
sistematizar su argumentación a parlir de los siguientes problemas jurídicos:

1.- ¿Se vulneró el derecho del accionante a ser juzgado por un juez

competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento?

La Corte Constitucional ha establecido, desde temprana jurisprudencia1, que el
artículo 76 de la Constitución de la República consagra un amplio abanico de
garantías jurisdiccionales que configuran el derecho al debido proceso, el cual
debe ser interpretado como un mínimo de presupuestos y condiciones para
tramitar adecuadamente un procedimiento y asegurar condiciones mínimas para
la defensa, constituyendo además, una concreta disposición desde el ingreso al

proceso y durante el transcurso de toda la instancia, para concluir con una

decisión adecuadamente motivada que encuentre concreción en la ejecución de lo
dispueslo por los jueces.

En ese sentido, el debido proceso se muestra como un conjunto de garantías con
las cuales se pretende que el desarrollo de las actividades en el ámbito judicial o

adminislralívo se sujete a reglas mínimas, con el fin de salvaguardar los derechos
protegidos por la Consiiiución, cons tituyéndose en un límite a la actuación
discrecional de los jueces- Por lo tanto, no es sino aquel proceso que cumple con
los principios básicos establecidos en ia Consiiiución, en el cual las partes
ejerzan de forma efectiva y justa su defensa, el que confluya finalmente en la

1CorU; CaiislilLitianal dd Ecuador, 5íiniendíi N,° 200-12-SEP-CC, casa N.ü032SM2-EP,
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obtención de una resolución de fondo, basada en el ordenamiento jurídico
vísente.

Precisamente, una de las garantías básicas que aseguran estas condiciones
mínimas para tramitar un procedimiento, consiste en el derecho a ser juzgado por
juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada
procedimiento, el cual se encuentra comprendido en el artículo 76, numeral 3 de
la Constitución de la República del Ecuador, el mismo que determina lo
siguiente:

''Art. 16.- En roclo proceso en el qutí se delerminen derechos y obligaciones de cualquier

orden, s.e asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías
básicas:

3,- Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momenio de
cometerse, no esié tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra

naturaleza; ni se aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la Ley. Sólo se
podrá juzgar a una pursunu ¡inte un juez o autoridad competente y con
observancia del trámite pmpin de cada procedimiento/' (Énfasis añadido)

De igual manera, esla garantía eslá reconocida en el artículo 76, numeral 7, literal
k) de la Conslílucitin de la República como un elemento fundamental dentro del
derecho a la defensa, reconociéndose el derecho a; "ser juzgado por un juez
independíenle, imparcial y competente." (Énfasis añadido)

Esta garantía, como parle del derecho al debido proceso, no solo se encuenLra
consagrado en eí ordenamiento jurídico interno sino también está reconocida en

varios instrumentos internacionales de derechos humanos:

En la Convención Americana sobre Derechos Humanos suscrita en la

Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos San José,
Costa Rica 1969.

"Artículo S, Garantías Judiciales.- Toda persona tiene derecho a ser oída, con las

debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente,
indepundiente e imparcial, esEablecido con anterioridad por la ley (...)".

Ay 12 ele Octubre NI6-11J y pasaie Nicolás Jiménez
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En el Pacto [ntcrnacion.il de Derechos Civiles y Políticos, aprobado y abierto a la
lirma, ratificación y adhesión pot la Asamblea General en su resolución 2200 A
(XXI], del l (i de diciembre de 1966.

"Arlicuto IA {..) Todas hí ptrsonas sen igualeí ame los inbunales y corles de justicia
Tod,i pi'jii?n¡i lendrü dtrtcho nscroid-i püblicnmcnit y coa fas debidas garantías por mi
[ríbumil competente, independiente e impartía!, establecido por la ley, en Jn
subslijjicmcjon de cunlíimtj .miración de carácter penal formulada contra ella o para la
dclcrnnnncjón desús denTclic; u obligaciones de carácter civil".

En la Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada y proclamada por
la Asamblea General en su resolución 217 A (10), del 10 de diciembre de 1948.

"Artículo 8,- TodLi peisona tiene derecho a un recurso efectivo, anle los tribunales

nacionales compílenles, que la ampare contra actos t|ue violen sus derechos
fundamentales reconocidos por ía constitución o por Iíi ley".

Por otra parte, el Tribunal Constitucional Español (Sentencia N.° 47/1983), en su
afán de identificar el origen y constitución de la jurisdicción y competencia con
la que se inviste todaautoridad judicial, y que a su vez dicha garantía forma parte
del derecho constitucional al debido proceso, manifesló;

"Exige, en primer térnuno, que el órgano judicial baya sido creado previamente por la
norma furídita, que esta le h^iya investido de- jurisdicción y competencia con
anterioridad ;i| hecho nioirvadnr Je Li actuación o proceso judicial y que su régimen
orgánico y procesal no pemifu calificarle.1 de órgano especial o excepcional, pero exige
Cambien que lu composición del úrgano judidal venga determinada por Ley y que en
cada Ctoo concretose siga el procedimiento de eonsíituir el órgano correspondiente. De
•jsU foima se tinta dü garantizar la independencia e imparcialidad que el derecho en
cuestión comporta,,, que constituye el interés directo protegido por el derecho al Jnc?.
ojdinnno prcdc[crmjn.ulti'\

De Jo expuesto, se desprende que el derecho constitucional a ser juzgado poi un
juez compéleme debe ser garantizado y ejercido a través de fa ley, la cual ha de
fijar con generalidad y anterioridad los criterios para establecer la jurisdicción y
competencia, entendida esta ultima como la medida dentro de la cual la referida

potestad está riislribmda entre los diversos tribunales y juzgados. De ahí que,
conforme lo ha mamfes indo esta Corte, la decisión de los asuntos referentes a la
jurisdicción y competencia: "(...) es de enorme utilidad para determinar si el
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juez o tribunal cuenta con los poderes suficientes para decidir el mérito en un
determinado proceso; cuestión que debe identificarse previamente antes de
pasar al examen y decisión del caso: pues, como lo manifiesta Riera
Calamandrei, antes de saber cuál de las dos partes tiene razón, es necesario
saber cuál es eljuezcompetente para decidir quién la tiene"2.

Así mismo, esta Corte, en referencia a la competencia de los juzgadores, ha
establecido previamente que los procedimientos donde se administre justicia
deben ser sustanciados ante un juez o autoridad competente; y esta referida
competencia, será determinada en base al ordenamiento jurídico vigente3,
debiendo señalarse de acuerdo a las normas pertinentes el alcance o marco de
acción del juzgador para resolver sobre las pretensiones y excepciones que las
parles le plantean.

Dicho esto, bajo el ánimo de identificar el desarrollo y delerminación de la
jurisdicción y competencia en el ámbito judicial, como elementos esenciales
dentro del debido proceso; resulta esencial ubicar en nuestro ordenamiento
jurídico las normas que sistematicen ambos conceptos. En tal sentido, debemos
remitirnos en un primer término, a la Constitución de la República, en cuyo
artículo 167 se establece; "La potestad de administrar justicia emana del pueblo
y se ejerce por los órganos de la Función Judicial y por los demás órganos y
funciones establecidos en la Constitución.", es decir, serán los órganos judiciales
junio con otros de distinta naturaleza, quienes gocen de dicha autoridad y que
están reconocidos en la propia Constitución y la ley; potestad que naturalmente,
deberá ser aplicada en servicio de la sociedad.

Por olro lado, ya a nivel de la norma infraconstitucional, el Código de
Procedimiento Civil, cuerpo legal vigente al momento en que se dio inicio al
juicio por daño ambiental, regula en primera mano los actos de jurisdicción en
materia civil y de forma supletoria el resto de maícrias, el que define a través de
suartículo primero la jurisdicción como aquella potestad de administrar justicia y
con ello a la competencia como la distribución de aquella potestad a través de
distintos tribunales y juzgados. Así, el Art. 1 de la referida norma señala:

Versentencia N,ü 014-09-SEP-CC, de 21 dejulio de 211119, expedida dentro del coso N.ft OOOtí-ítíí-EP.
3Oírle Constitucional del Euiijikir, Sentencia N.a 055-14-5EP-CC, coso N,° 1794-11-EP. \K¡
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"Art, í,- La jurisdicción, esto es, el poder de administrar justicia, consiste en la potestad
publica de juzgar y hacer.ejecutar lo juzgadoen unjijmterja .determinada, potestad que

corresponde a los tribunales y jueces establecidos por las leyes.

Competencia es la medida dentro de la cual la referida potestad esta distribuida entre los
diversos tribunales y juzgados, por razón del territorio, de la materia, de las personas y

de los grados.1' (Énfasis añadido)

En razón a los conceptos expuestos, es oportuno partir del análisis respecto a la

relación que guardan entre sí, la jurisdicción y competencia, y de ello, lograr

comprender con mayor detalle el alcance de este último. El jurista Enrique
Véscovi, a la hora de identificar la relación enlre ambos conceptos, manifiesta:

"Lii juriüdicción, según ya lo hemos visto, es la función estatal ujue tiene el cometido de

dirimir los conflictos entre los individuos para imponer el derecho. Como su etimología

lo expresa, significa ''decidir el derecho" (jnris dictio),,. En definitiva, si todos los
jueces ejercen jurisdicción, algunos soa competentes para entender en determinadas

causas, y otros no. La competencia aparece entonces como la medida en que la
jurisdicción se divide entre las diversas autoridades judiciales"^

Por su parte, el jurista Adolfo Velloso describe el vinculo entre jurisdicción y

competencia, manifestando que: "El desarrollo del Estado Moderno ha impuesto
la necesidad de dividir el trabajo de la administración de justicia y, por ende, ha
reglamentado el ejercicio de la jurisdicción que, sin embargo, sigue siendo
única. De tal suerte, podemos entender por competencia la extensión funcional
del poder jurisdiccional, existiendo entre jurisdicción y competencia una
relación cuantitativa y no cualitativa, de género a especie"5.

En (al sentido, es claro que Lodo juez goza de jurisdicción, sin embargo no lodos
tienen competencia para conocer un determinado asunto, es decir, todo juez
competente goza de jurisdicción pero no todo juez con jurisdicción goza de
competencia. De ahí, que es importante identificar que la jurisdicción es un
presupuesto procesal de la acción, mientras que la competencia es un presupuesto
procesal de la demanda, en cuyo caso, será la propia ley, la que establezca el
rango o nivel de competencia en razón del territorio, de la materia, de las

personas y de los grados.

"HiiriqíiC V¿scoví, Teoría Guntriil úcí Proceso, Temis, Bogotá, 1999.
s Adolfo Alvaradit Ydloso, Jurisdicción y Ccmipelencía.
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Bajo estas consideraciones, tal como se ha establecido dentro del acápite
relacionado con los argumentos del accionante dentro de la présenle acción
extraordinaria de protección, Chevron argumenta ante esta Corte, que la
sentencia de casación dictada por la Corte Nacional de Justicia vulnera los
derechos constitucionales de la compañía a ser juzgado ante un juez competente;
vulneración que se produjo al no subsanar dentro del recurso de casación, La

presunta vulneración incurrida por los jueces de instancia al dictar sentencia sin

contar con jurisdicción y competencia para hacerlo, vulnerándose asi el derecho

al debido proceso. Dicha alegación, según se desprende de la demanda, está
sustentada bajo tres argumentos principales, los mismos que, vale la pena
señalar, fueron también argumentados ante la Corte Nacional de Justicia dentro

del recurso de casación: a) Chevron jamás tuvo domicilio o realizó actividades
dentro del territorio ecuatoriano; b) Chevron jamás se fusionó con Tesaco Inc.; y,
finalmente, de manera subsidiaria, o) Texaco Tnc. aceptó en su momento
someterse a la jurisdicción ecuatoriana a fin de afrontar eventuales demandas por
derechos individuales, razón por la cual, señala el accionante, cualquier demanda
presentada en contra de Texaco Inc. relacionada a la defensa de derechos

colectivos o difusos, generaba en el juez que conocía la causa una falta de
jurisdicción y competencia-

Siendo estos los argumentos utilizados por el accionante bajo el ánimo de
sustentar la presunta falta de "jurisdicción y competencia" de los jueces que
conocieron la causa, es importante resaltar el hecho que estas consideraciones
han sido espuestas por el accionante desde que la demanda fue tramitada en

primera instancia ante el presidente de la Corte Superior de Justicia de Nueva

Loja, y que las mismas han sido ampliamente analizadas lanío en las eLapas del

juicio por daño ambiental como en el recurso extraordinario de casación, de tal

manera, que el análisis que realice esla Corle, manteniendo la naturaleza y

alcance de la presente garantía jurisdiccional, se centrará estrictamente en

determinar si los argumentos jurídicos desarrollos por los jueces han garantizado

o no el derecho al debido proceso, bajo las garantías y lineamientos descritos en
el presente problema jurídico.

Bajo tales consideraciones, resulla imprescindible resaltar en primer orden, que

la^materia en discusión debe versar sobre ia competencia de los jueces

ecuatorianos más no sobre su jurisdicción, pues conforme se ha analizado

Av. 12 de Octubre N16-114y pasaje NicolásJiménez
(frente al parque El Arbolito) • Telfe : (593-2) 394-1BOU



previamente, dicha potestad es inherente en la autoridad, la cual emana del

pueblo y se ejerce por los órganos identificados por la Constitución de la
República, de tai forma que esta potestad no puede ser otorgada ni denegada por
parte de los sujetos procesales. Esto, en alusión a la terminología utilizada por el
accionante en su demanda. Hecha esta importante aclaración, podemos
determinar que el tema central de análisis se ciñe en determinar de manera

punLual si las cortes ecuatorianas son competentes o no para conocer la demanda
por daños ambientales presentada por una comunidad de afectados el 07 de mayo
de 2003. Circunstancia que nos lleva a identificar la interrogante que se
planearon en su momento tanto ios jueces ordinarios como los jueces de casación
en el sentido de si una autoridad jurisdiccional es competente para conocer una
demanda planLeada sobre una persona jurídica cuyo domicilio se encuentra fuera
de la jurisdicción ecuatoriana. Interrogante que será objelo de análisis a
continuación.

Según se desprende del proceso, el primer punto a analizarse dentro de la
interrogante planteada guarda relación con el hecho de identificar el vínculo o

relación que según los afectados existía entre la empresa demandada Chevron
Corporation y la empresa que operó en el área contaminada hasta el ano 1992,
denominada TesPet, y que según se determinó en el proceso por daño ambiental,
fue la responsable del daño ocasionado. Si bien esle análisis a simple vista
guarda relación con identificar al legítimo contradictor dentro del juicio, en
realidad lo que pretende es establecer antes que nada un vínculo que permita
determinar la competencia de los jueces ecuatorianos. Es así, que luego de un
extenso y sustentado análisis efectuado por el juez inferior y ratificado por las
Corte de Apelación y de Casación, se determinó que la empresa ecuatoriana
TcxPci era una filial de la matriz Texaco Inc., y a su vez que esta última se había
fusionado con ia empresa norteamericana Chevron Corporation, circunstancia
que dentro del ámbito societario permitió establecer que Chevron asumió toda
responsabilidad ulterior sobre los actos generados en su momento por la empresa
Texaco Inc. y sus filiales. Precisamente, esta conclusión a la que llegó el juez en
primera instancia, no solo que permitió identificar al legítimo contradictor dentro
del juicio, sino también vincular este hecho con lo acontecido en la Corte del

Distrito Sur de Nueva York con anterioridad a la fecha en que se presentó la
demanda por daño ambiental, en donde dentro del caso por daño ambiental
denominado Sequihua vs. Texaco, la Corte norteamericana determinó que el foro
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más ademado para juzgar dicha controversia era el Ecuador dado que el presunto
daño tue ocasionado en dicho país, circunstancia que fue aceptada por Texaco
luc, dando paso a que las cortes ecuatorianas gocen de competencia para conocer
y resolver demandas que se piescmen poi daños ambientes generados enionces
por la empresa TexPcl, cuya matriz fue Texaco Inc. y que ahora, en base a la
función que sufriera Ja compañía, es ahora, según las Cortes ecuatorianas.
Clw.vron Corporation.

Con respeclo a eMus hechos, debidamente analizados tanto en las instancias del
proceso por daño ambienlal como en el recurso de casación, es relevante
considerar que Ja competencia, analizada desde el ámbito legal y doctrinario,
tiende a ser rígida y específica con respecto a los elementos que ayudan a
determinarla, así como para los sujetos procesales que deben sujetarse aella bajo
los parámetros y reglas preestablecidas en la norma. No obstante, el carácter
imperativo que puede establecerse dentro del ejercicio de la competencia
jurisdiccional, puede, en ciertos casos, ser soslayada por la voluntad de las parles,
si detrás de aquello está el propósito del legislador en viabilizar y facilitar el
derecho a la defensa, lo cual se conoce en el ámbito procesal como la "prórroga
de la competencia" Al respecLo, eljurista Alberto Velloso considera que:

"Es por íanto la ley y no Lis partes la que confiere competencia y reconocen aptitud íi
ciertos jueces para conocer ¿terminadas causas que en normales condiciones no
podrían conocer, siempre que loa particulares se sometan voluntariamente a ellos. En
estos casos, lu voluntad ile las partes -manifestada tácita o expresamente- opera como
condición parí que un magistrado "aparentemente" incompetente en virtud de las
normas legales -de carácter supletorio-, cnnoíca del íisunlo"6.

En tal sentido, eMa prórroga de competencia cuya fuente es la propia voluntad de
Iíií; parles, encuentra en las reglas legales un carácier supletorio siempre ljuc esté
de por medio garanlizar el adecuado y eficaz ejercicio de nn derecho a la defensa,
circunstancia uuc fue advertida de forma oportuna por la Corte del Distrito Sur
de Nueva York frente a una demanda de similares características a la presentada
posteriormente en el Ecuador. De igual manera, dicha prórroga forjó una
atribución en un nuevo juez para que esle conozca y se pronuncie respeclo a la
controversia generada, circunstancia que fue adverlida oportunamente por lo

eces ecuatoriana.

'• Ibídem,

Av 12 de Octubre W16-114 y pasaje Nicolás Jungue,!
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Una vez sustentado esle primer elemento con el cual se permitió identificar de
manera legal a la jurisdicción ecuatoriana como un espacio adecuado y propicio
para conocer cualquier demanda relacionada al daño ambiental producido en la
Amazonia, bastaba identificar el juez competente para conocer este tipo de

causas, circunstancia que condujo a los jueces nacionales a aplicar dos normas en
particular.

Por un lado, el Código de Procedimiento Civil, establece por regia general, que
toda persona debe ser demandada ante el juez de su domicilio; no obstante de
aquello, se prevé la posibilidad de proponer acciones judiciales ante jueces que
no son del domicilio del demandado. Así, los numerales 1 y 5 del artículo 29 del

citado Cuerpo Normativo dispone: "Además del juez del domicilio, son también
competentes; 1. El del lugar en que deba hacerse el pago o cumplirse la
obligación; 5. El del lugar donde fueron causados los danos, en las demandas
sobre indemnización o reparación de éstos;(...)". Asi mismo, dentro de la

legislación ambiental, la Ley de Gestión Ambiental vigente desde el mes de junio
de 1999, otorgaba competencia exclusiva al presidente de la Corte Superior de

Justicia, hoy Corte Provincial de Justicia, del lugar en donde se produzca la

afectación ambiental, para conocer las acciones que se propongan a consecuencia

de la misma.

Bajo estas consideraciones, el presidente de la Corte Superior de Justicia de
Nueva Loja, reconoció en su potestad jurisdiccional, la competencia para conocer
y resolver la demanda por daño ambiental que se le planleó en su momento,

competencia que fue ratificada por la Corte de Apelación al no haber revocado la
sentencia impugnada y finalmente por jueces de casación al no haber encontrado

una falta o incorrecta aplicación de la norma infraconstitucionaf relacionada a la

materia en análisis. En tal sentido, bajo el análisis realizado a lo largo del

presente problema jurídico, esta Corte no observa elementos que configuren una
falta de competencia por parte de los jueces que conocieron el juicio por daño

ambiental, y en consecuencia que se haya vulnerado el derecho al debido proceso

previsto, según las garantías previstas en el artículo 76, numeral 3 y 7, literal k)

de la Constitución de la República.
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2,- La sentencia dictada por los jueces de la Sala de lo Civil y Mercantil de la
Corte Nacional de Justicia, con fecha 12 de noviembre de 2013, ¿vulneró el
derecho constitucional a la tutela judicial efectiva al no declarar el fraude
procesal alegado por Chevron?

Según sostiene el accionante dentro de su demanda de acción extraordinaria de

protección, el Tribunal de Casación al dicLar la sentencia impugnada ha
inobservado su deber fundamental de velar por la plena vigencia de la
Constitución de la República y la integridad del proceso, con lo cual se ha
vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva.

La tutela judicial efectiva, imparcial y expedita de los derechos e intereses halla
su reconocimiento constitucional en el artículo 15 de la Constitución de la

República, en los siguientes términos:

''Art, 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y i\ la tutela
efectiva, imparciaJ y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios
de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento
de las resoluciones judiciales serü sancionado porla ley".

Disposición constitucional que se encuentra en plena concordancia con los
artículos 8 y 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos7, como
también con el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos*, normas que en igual sentido, consagran el derecho a una prolección

TAr(. 8.- Tuda persona tiene derecho el un recurso electivo, ante los tribunales nacionales competentes,
que la ampare contra actos que violen sus derecho!, fundamentales reconocidos por la constitución 11 por
la ley.
Aii. 10.- Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ¡ser oída publicamente y con
justicia por un tribuna] independiente e imparcial, para la determinación de mis derechos y obligaciones o
pataelexamen de cualquier acusación contra día en materia penal.
* Art. 25.- Protección Judicial
L Toda persona riene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier erro recurso efectivo ante las
fueces o tribunales competen les. que Ja ampare cunlra actos que violen sus derechos fundamentales
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aún cuando tal violación sea cometida
por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.
2. Los Estados Partes se comprometen:
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal deí lisiado decidirá sobre los
derechos de todapersona queinterponga tal recurso;

a desarrollar lasposibilidades de recurso judicial, y
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya
estimado prneedente eí recudo

Av 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nica/as Jiménez
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judicial efectiva y que al ser pEirte del bloque de constítucionalidad son de directa
aplicación en nuestro sistema jurídico.

A la luz de ías normas referidas, el derecho a la tutela judicial efectiva,

constituye el fundamento constitucional y el principio rector que rige la actividad
jurisdiccional del sistema de administración de justicia dentro del modelo de

Estado previsto por la Constitución de la República, en la medida que representa
el derecho de toda persona a acudir a los órganos jurisdiccionales, para que a
través de los debidos cauces procesales y observando las garantías previstas por
el mateo jurídico vigente, se obtenga una decisión fundada en Derecho'J,

La tuLela judicial efectiva, conforme se ha configurado en la legislación y en la

doctrina contemporánea, implica algo más que garantizar el mero acceso a los

tribunales de justicia, su contenido se extiende a todo el proceso judicial, incluso
busca asegurar que las decisiones que se adoptan sobre una determinada
controversia sean efectivamente cumplidas. Así, lo ha resaltado la Corte
Constitucional del Ecuador dentro de la sentencia N.n 278-15-SEP-CC al destacar

el amplío contenido del derecho a la tutela judicial efectiva, en la cual se señaló

lo siguiente;
^ti'

"(...) eí derecho constitucional a la tutela judicial efectiva se garantiza cu tres
momentos: en un primer momento, cuando garantiza el acceso n la justicia por parte de
todas líis personas, el cual deberá ser gratuito y encontrase desprovisto de trabas o

condicionamientos que no se encuentren determinados en la normativa; en un segundo
momento, cuando establece que una ve? que se ha accedido a la justicia, esta debe ser
expedita y oportuna, respetando los derechos e intereses de las paites, y asegurando por
tanto el ejercicio del derecho a la defensa e igualdad, como producto de lo cual se

obtenga una decisión fundada en derecho; y finalmente cti un tercer momento, cuando
se asegura el cumplimiento de las decisiones judiciales y se establece que su
inobservancia será sancionada de conformidad con fa leyi,iu.

Bajo estas consideraciones, la tutela judicial efectiva representa un derecho
compuesto por estar enfocado en las distintas etapas de un proceso judicial, de

ahí que en función del principio de interdependencia de los derechos
constitucionales consagrado por la Constitución de la República, la tutela judicial
se encuentre vinculada directamente con otros derechos de jerarquía

11 Curie CcHisliLucional del Ecuador, semencia N.nÜÜT-.-13-5EP-CC. caso N.D GÚ14-12-EP
1,1 Corle ConMiLurionul tlcl Ecuador, sentencia N.D 278-15-SEP-CC. caso N.°398-15-EP
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constitucional, tal es así, que en orden a proteger efectivamente los derechos de
las partes según el mandato constitucional, los operadores de justicia deben
observar las garantías del debido proceso y la seguridad jurídica. Pues de lo
contario, una actuación judicial en la que no se garantice el acceso a los órganos
de justicia, procesos que obedezcan a los principios de celeridad, independencia,
igualdad, etc., y cf cabal cumplimiento de las decisiones judiciales, implicaría
para las partes procesales la imposibilidad de ejercer los derechos que les
corresponden, es decir, lo que se conoce como indefensión, la misma que
representa un efecto inmediato de la vulneración al derecho a la tutela judicial
efectiva.

Ahora bien, el legitimado activo manifiesta que la Corte Nacional de Justicia al
resolver el recurso de casación se encontraba obligada a analizar las acusaciones
formuladas por Chevron respecto a la existencia de fraude procesal, por lo tanto,
índica que la negativa formal a analizar las pruebas irrefutables presentadas por
el accionante a fin de demostrar los actos fraudulentos, representa una clara
vulneración al derecho a la tutela judicial efectiva. Los actos que a decir del
accionante han ocasionado un fraude masivo ofraude procesal dentro del juicio
seguido en su contra, son: la colaboración secreta de los demandantes en fa
preparación de la sentencia de primera instancia, la influencia ejercida por los
demandantes para la designación del perito judicial y la falsificación del informe
pericial que directa o indirectamente sirvió de fundamento para el
establecimiento de los alegados daños ambientales. A partir de aquello, el
accionante sostiene que ha quedado demostrado en las diferentes instancias el
gravísimo fraude procesal cometido por los abogados de los demandantes con ef
apoyo de funcionarios judiciales, a través de la evidencia presentada en su
momento, la misma que fue obtenida mediante órdenes judiciales en procesos
seguidos en los Estados Unidos de América.

El accionante indica que las actuaciones que configuran el fraude procesal, más
allá de generar efectivamente un vicio de nulidad, constituyen evidentes
violaciones de índole constitucional, sobre las cuales, los jueces de casación no
podían dejar pronunciarse. En este sentido, el legitimado activo manifiesta que la
taita de resolución respecto al fraude procesal, ha dejado al accionante en estado
e/indefensión. Además, el accionante dentro de su demanda de acción

extraordinaria de protección, cuestiona uno a uno los argumentos utilizados po

www.corteconst i1 uc ion al.go b,ec
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la Corte Nacional de Justicia al negarse a analizar el fraude procesal alegado; al

respecto sostiene lo siguiente;

Indica que la sentencia de casación alega falsamente que el fraude no puede ser considerado
como causal de nulidad por no encontrarse incluido de manera expresa en las causales

estahlecidas por la Ley; argumento que el accionante considera erróneo desde el punto de
vista legal, pues sostiene que articulo 352 del Código de Procedímíeoto Civil prevé que
cualquier violación de una solemnidad sustancial es causal de nulidad. En función de

aquello, sostiene que al no declarar la nulidad del proceso anJe el evidente fraude procesal,
los jueces de instancia y ios jueces nacionales han incumplido su deber fundamental de
velar por la validez del proceso.
El accionante señala que la Corte Nacional de Justicia argumenta ujue no puede declarar la

nulidad del proceso por fraude procesal, por cuanto, éste no lia sido establecido por ninguna

otra autoridad y la Corle Nacional de Justicia no es competente para analizar dicha

denuncia, Al respeclo, el legitimado activo índica que la Ley y la Constitución obligan a los
jueces de casación a corregir las nulidades alegadas por las partes que afectan at dehido

proceso.

El accionante se refiere además al argumento de los jueces nacionales, segün el cual la

Corte no podría analizar la evidencia de fraude, en cuanto, sostienen que los tribunales de
casación cti el conocimiento de este recurso no están facultados para revisar prueba, A¡

respecto, el legitimado activo indica que no existe justificativos para que la Corte Nacional
de Justicia se niegue a verificar y estudiar la información obtenida judicialmente y

presentada por Chevron.

Sintetizando los argumentos expresados por el accionante, tenemos que la

alegada vulneración al derecho constitucional a la tutela judicial efectiva, se basa

en la supuesta falta de anáfisis y remediación del fraude procesal denunciado por

ef legitimado activo por pane de los jueces de la Corte Nacional de Justicia al
dictar la sentencia impugnada; el cual, a criterio del accionante ocasionaría la

nulidad de lodo el proceso. En función de ello, el legitimado activo sostiene que
correspondía al Tribunal de Casación pronunciarse respecto a las evidencias

presentadas por Chevron y declarar la nulidad causada por el supuesto

cometimiento de una serie de actos fraudulentos por parte de los demandantes, en

orden a garantizar los derechos de las partes, pues como señala el accionante, la
falta de pronunciamiento al respecto ha causado su indefensión.

A partir de los argumentos planteados, este Organismo, en su afán de garantizar

el respeto a los derechos constitucionales dentro de los fallos judiciales, debe

determinar en primer lugar en qué medida la Corte Nacional de Justicia al
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resolver el recurso de casación interpuesto por Chevron debía pronunciarse
respecto al supuesto fraude masivo denunciado por el accionante. Para ello, es
menester referirnos al alcance y naturaleza del recurso de casación, a fin de
establecer si el análisis desarrollado por los jueces nacionales respecto al
invocado fraude procesal conlleva una vulneración al derecho a la tutela judicial
efectiva, tal como lo alega el legitimado activo.

Bajo esta consideración, se debe partir señalando que la casación es un recurso
concebido para atacar los errores de derecho comenidos en sentencias y autos
definitivos. Su objetivo principal radica en evitar el apartamiento de las
disposiciones normativas que integran el ordenamiento jurídico dentro de ias
decisiones judiciales, ya sea por la inaplicación expresa de la ley, por indebida
aplicación o por errónea interpretación de las normas de derecho. En este sentido,
a través de la casación, se atacan exclusivamente cuestiones relativas a la

aplicación del derecho por parte de los jueces de instancia, de Lal manera que su
ámbito de análisis excluye la realización de un nuevo examen de ¡os hechos
materia del litigio que han sido debidamente valorados en las etapas procesales
correspondientes. Esta Corte se ha pronunciado en reiteradas ocasiones respecto
al objeto y finalidad de este recurso, sosteniendo que:

"La casación es un recurso extraordinario que tiene por objeto anular ana sentencia
judicial que contiene una incorrecta interpretación o aplicación de la ley o que ha sido
dictada en un procedimiento que no ha cumplido las solemnidades legales. Su fallo le
corresponde a irn tribunal superior de justicia, y habitualmente al de mayor jerarquía,
como en nuestro país: la anterior Corte Suprema de Justicia, actuaf Caite Nacional de
Justicia"".

Por las características implícitas en el recurso de casación, este es catalogado
como un recurso de naturaleza extraordinaria y excepcional, a diferencia de los
otros mecanismos de impugnación previstos por la ley en la vía ordinaria. La
docLrina refiriéndose a la calidad extraordinaria de la casación, indica que:

"Para comprender mejor esta primera característica del recurso de casación es necesario

poner de relieve la diferencia que existe entre los recursos ordinarios y los
extraordinarios. Los primeros permiten que el juez o tribunal conozca de Ja totalidad de
La cuestión litigiosa; en cambio, los recursos extraordinarios versan sobre asuntos
muy puntuales: de derecho, en la caso de lu casación o, de hecho, en tratándose de

11 Corte Constitucional del Eeuüdnr. Siintundu Nr° 003-09-SEP-CC, CasoN.°0064-0&-E?.
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revisión. Pero no sólo se diferencian por el objeto ¿obre el cual versan y por la finalidad
que persiguen, sino también por la calidad del órgano judicial que Eos conoce: en los

recursos extraordinarios es sieuipre la corte de mayor jerarquía dentro del sistema

judicial."12 (Énfasis añadido)

Dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano, la naturaleza extraordinaria de la

casación obedece además, a las características particulares y los requisitos de
estricto cumplimiento previstos para su interposición y procedencia. Así, dicho
recurso no procede contra todo tipo de decisiones judiciales, ni en Lodo tipo de
proceso; por el contrario, se requiere cumplir determinadas exigencias y
enmarcarse en las causales previstas por la Ley de Casación, así, de forma

general se puede indicar que la casación procede únicamente contra sentencias y
autos que pongan fin a los procesos de conocimiento en los casos contemplados
por el artículo 3 de la Ley que rige la materia. Esta naturaleza excepcional de la
casación, do igual forma, se ve reflejada en las facultades concedidas a los jueces
al conocer los recursos de casación, toda vez, que la Ley de forma expresa
establece las facultades de los jueces al determinar la procedencia del recurso13.

En esLe mismo sentido, se ha pronunciado la Corle Constitucional al destacar la

naturaleza extraordinaria y excepcional de la casación, señalando que este
recurso "se encuentra sometido a los parámetros de la rigidez legal, lo cual se
traduce en que tanto para su presentación como para su sustanciación, las
personas y las autoridades judiciales deben ceñirse a lo determinado en el
marco normativo (...)"u.

A los aspectos ya analizados, se debe sumar el carácter formalista del recurso de
casación como otra de la características que distingue esLe mecanismo de
impugnación de otros recursos; así, fas exigencias para su admisibilidad y
procedencia son de estricto cumplimiento para las partes, quienes deben

'- Luis Cueva Carrión.Irí Casación deMateria Civil, 2da, edición, Quilo: Ediciones Cueva Camón,
2011.

11 Ley de CasucLon. Art. 16.- SENTENCIA.- Si lü Curtí: Suprema de Justicia encuentra procedente el
recurso, casará la •¡untencia o auto de que se trate y expedirá el que en su lugar correspondiere, y por el
metilo de Jüí hechos establecidos en la sentencia o auto.

Cuando se trate de casación por Ja causal segunda del artículo 3, ta Corte Suprema anulará el fallo y
remitirá dentro de un termino de cinco días el proceso al juez u órgano judicial al cual tocaría conncerlo
en ceiso de recusación de quién pronunció Ja providencia casada, a fin de que conozca la causa desde e
punto en que se produjo Ja nulidad, sustanciándolo con arreglo a derecho.
wCorle Constitucional delEcuador, sentencia N." 140-15-SEP-CC, casnN."(1851-13-EP.
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determinar con claridad y precisión la normas de derecho que estimen se
encasillan en los supuestos previstos en el artículo 3 de la Ley de Casación y
además observar cada uno de los requisitos formales establecidos por la misma
Ley. El cumplimiento y desarrollo de estos requisitos por parte del casacionista
es de fundamental importancia en la resolución del recurso, en cuanto, el análisis
a efectuar por parle de los jueces de la Corte Nacional de Justicia se encuentra
supeditado a los argumentos que sustentan el recurso de casación y a la sentencia
que se pretende sea casada. En esta misma línea de ideas, la Corte Constitucional
ha resaltado que en la resolución del recurso de casación, el universo de análisis
se circunscribe a ia decisión judicial contra ía cual se lo propone, como también a
lo diebo por las parles procesales dentro de su fundamentación. en atención del
principio dispositivo'5.

A partir de las consideraciones anotadas, cabe resaltar que la casación no
constituye una instancia adicional dentro de los procesos judiciales, en la cual se
pueden analizar cuestiones fácticas previamente revisadas por los jueces de
instancia- porel contrario, a través del recurso de casación, los jueces de ia Corte
Nacional de Justicia, a quienes corresponde su conocimiento1 f\ realizan un
control de la actividad jurisdiccional de los jueces de las instancias inferiores,
respecto a la aplicación delas normas de derecho dentro de las sentencias y autos
que pongan fin a procesos de conocimiento. Quedando así descartada la
posibilidad de que los tribunales de casación ordenen la actuación de prueba17,
efectúen valoración de los elementos probatoriosiR o entren a analizar los hechos
previamente conocidos por los jueces de instancia, pues ello atentaría contra la
independencia judicial y la seguridad jurídica19, debidamente garantizados por fa
Constitución de la República.

ts Curie Constitucional del Ecuador, sentencia N." 167-14-SEP-CC, caso N." 1644-11-EP.
1(1 Art 184 de Ja Constitución de Ja República.
17 Ley de Casación. Art. 15.- SUSTANCIACIÓN.- Durante el trámite del recurso de casación no se podrá
solicitar ni ordenar la práctica de ninguna prueba, ni se aceptará incidente alguno,
Lrt Los jucue¡, de casación únicamente pueden valorar La contravención a la ley, indebida aplicación o
errónea interpretación de la misma [especio a la valoración de la prueba, mus no vibrar la prueba en sí.
lsArL R2.- El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la
existencia de normas jurídicasprevias, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.
Att. lb&.- La administración de justicia, en el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus
atribuciones, aplicará los siguientes principias:
. Los órganos de ía Función Judicial gozaran de independencia interna y esterna. Toda violación a este

principio conllevará responsabilidad administrativa, civil y penal de acuerdo efin la ley.

www.co rte con stitu ciónal.gob.ee
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Una vez definido el contenido, objeto y alcance del recurso de casación,

corresponde examinar las precisiones realizadas por la Corle Nacional de Justicia
al analizar el supuesto fraude procesal denunciado por Chevron denlro del
recurso de casación- De la revisión de la sentencia impugnada, se adviene en

primer lugar, que Jos jueces de casación al referirse a los argumentos expresados
por Chevron respecto a la existencia de un fraude masivo denlro del proceso,
señalan que dichas afirmaciones no son motivo de nulidad del proceso como lo
afirma la empresa casacionista, pues no existe en autos documento alguno que
demuestre el fraude procesal alegado, la nulidad procesal o la sanción establecida
por la Ley para tales supuestos. Por su lado, el accionante dentro de su demanda,
indicó que las actuaciones que a su criterio causaron el fraude procesal y que
ocasionarían simultáneamente la nulidad del proceso son: la colaboración secreta

de los demandantes en la elaboración de la sentencia de primera instancia, la

influencia en ¡a designación de peritos y la falsificación del informe pericial;

actuaciones que a decir de los jueces de casación, no constituyen causales de

nulidad según lo previsto por la Ley.

Al respecto, es preciso mencionar que la causal del artículo 3 de la Ley de

Casación que se refiere a la nulidad procesal, expresamente establece lo

siguiente;

"Art. 3.- CAUSALES.- El recurso de casación sólo podrá fundarse en las siguientes

causales:

2da, Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas
procesales, cuando hayan viciada el proceso de nulidad insanable o provocado
indefensión, siempre que hubieren influido en la decisión de la causa y que la
respectiva nulidad no hubiere quedado convalidada legaImente;"3" (Énfasis añadido)

A partir de dicha disposición, se entiende que la nulidad opera como fundamento
en la procedencia del recurso de casación siempre y cuando el error en la

aplicación o interpretación de las normas adjetivas de derecho invocadas por el
recurrente, ocasione nulidad insanable del proceso o coloque a las partes en

indefensión. Santiago Andradc Ubidia, al referirse a ¡a causal segunda del
artículo 3 de la Ley de Casación, sostiene que no toda violación del
procedimiento es causal de casación y que para establecer los casos en los que la

211 Lsy de Casación.
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nulidad puede ser alegada como íundamento de este recurso extraordinario es
necesario considerar dos principios quo rigen la materia; así establece:

"Son dos los principios que informan esta materia, el de la especificidad y el de la
transcendencia, es decir, a) que el vicio esle contemplado en la ley como causal de
nulidad; y b) que sea de (anta imporUncia, esto es, trascendente, que el proceso no
pueda cumplir su misión ¿ea porque LiUen los presupuestos procesales de Ja acción o del
procedimiento, sea porque coloquen a una de h* partes en indefensión. No existen más
eausus de nulidad que las qu* .se encuentran evprvsamente señaladas como tales en
el (lvííi legal, sin que pueda ampliarse o aplicarse extensivamente (piíncipiu de la
especificidad) riíro no iobmenic eslo. sitio quch adtfmus, debe Umvr í*L i»iportumHn
que haya iniluido o huya podido influir tn b decisión de la causa. cjusiuirJo J,i
indtfcnsión de una de las parles: o bvi de ral manera grave que prive al proceso de sur
elementos estructurales (...) (primipio de Iraní,!.endencta)"r' (Énfasis añadido)

sus

En csia misma línea de ideas, Luis Cueva Camón,22 señala que cuando la Ley Je
Casación establece la nulidad insanable como causal de casación, se refiere a las
nulidades procesales previstas por el ordenamíenlo jurídico ecuatoriano,
específicamente el autor sostiene que se trata de la nulidad por omisión de
solemnidades sustanciales y de Ja nulidad por violación a trámite, ambas
expresamente determinadas por la Ley, En relación a la omisión de solemnidades
su:.Caudales como causal de nulidad, el Código de Procedimiento Civil vigente a
[a época de la sustanciación y resolución del juicio por daño ambiental seguido
conlra Chevron, diferencia enlie aquellas comunes a lodos tos juicios v Jas que
son específicas en determinados proceso^; para nuestro análisis interesan
fundamentalmente las solemnidades sustanciales comunes a todo tipo de
procesos, las mismas que se detallan en Jos siguientes artículos:

"Art. 344.- Sin perjuicio de lodispuesto por el artículo 1014 d proceso es nulo, en todo
o en parte, solamente cuando se lia omitidii alguna de las solemnidades sustanciales
determinadas en este Código." (Énfasis añadido)

11 Saniiago Andrude Ubidia, La casación civil enel Ecuador, Quilo: Universidad Andina Simón Bolívar
Aüdrjidc Sí Ai,icíj]d(is, 2005. P;íg, 11C-117
11 "Afuifii btaii |iaru que la nulidud insanable len^i gpctatLVLdad un nuestro sistema pmcesal es necesarín
ijbícjrL dentro del misino y nos parece que giuirdü estudia relación con la iiulidrid poi ouuelo/ji de
solciriciLdiLitat susuneules y por vioLicimi de (rlírtiiU.- por Ij tamo, siL-mprc que la Ley de Caución use La
espresiftri "nulidnd inganable" dcbíímu^ entender que te reJiere ji c^tus dos clases de jiulrd-sücs. de no ser

t /''j»\. t' tLyívTiidor hubiLU definido csLe nuevo lipo de nulidad y Jo Jiubitr:) caracterizado en .íJ^unn forni.i,
•¿t- K--) Em»riees debomus referirnos íe cm.if dos cLise?» di: nuliílíides tipificáis en nueslm Código di

rn>ciíd]init-]iii> Civil {,..)." Luis Cueva Curriún. p/jg 213-
:' JuiciotjLCüLivo y juicio deconcurso de acreedoras

www.cortecon stitu c ion ai.go b.e c
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•"Art. 346.-Son solemnidades stislaJicinles comunes a todos losjuiciose inslanciíis:
1. Jurisdicción de quien conoce el juicio;
2. Competencia deljufti o tribunal, en el juicio t|ue ae venlila;

3. Legitimidad de personería;
4. Citación de la demanda al demandado o a quien legitímente le représenle;

5. Ccincesiún del término probatorio, cuando se hubieren alegado Eiecíios que deben

justificarse y la ley prescribiere dichotérmino;
6. Notificacióna las parles del auto de prueba y la sentencia; y,
7. Formarse el Iribunal del número de jueces que la ley prescribe," (Énfasis añadido)

En relación a ia nulidad por violación al trámite, el Código de Procedimiento
Civil, establecía lo siguiente:

''Art. 1014.- La violación dtl trámite correspondiente a la naturaleza del asunto o al

de \u causa que se esté juzgandu, ¡inulu el proceso; y los juzgados y tribunales

declararán la nulidad, de oficio o a petición de parte, siempre que dicha violación
hubiese influido o pudiere influir en la decisión de la causa, observando, en lo

demás, las reglas generales y especialmente lo dispuesto en los Arls. 355, 356 y 357,,T?l1
(Énfaiii añadido)

Las disposiciones procesales citadas a manera de numerus clausus establecen ele
forma diáfana y expresa las causales de nulidad que operan en nuestro sistema
jurídico, las mismas que representan a su vez normas claras, previas, públicas y
de obligatorio cumplimiento para las autoridades jurisdiccionales en el marco de
un Estado constitucional de derecho. Las causales de nulidad recogidas por el

Código de Procedimiento Civil se refieren a la inobservancia de cuestiones
puntuales como la jurisdicción y competencia de ios jueces, la legitimidad de
personería de las partes, la violación del trámite correspondiente a cada juicio,
entre otras más, las mismas que al no cumplirse dentro de un proceso judicial
podrían influir notoriamente en la sustanciación y en la decisión de la causa.

2'' Art, 355.- Iin fucúes de primera instancia que, al tiempo tic expedir aulo o sentencia, encontraren que
procede la declaración de nulidad, mandarán reponer el proceso al estado en queestuvo euando se omitió
Ij solemnidad que motiva !a declaración, y condenarán al que la ocasionó ¡il pago de lo que hayan costado
las actuaciones anuladas.

Arl. 356.- Toda omisión de solemnidad su&taneiiil haee personalmente responsables a los jueces que en
ella hubiesen incurrido, quienes serán condenados en tas cosías respectivas.
Arl. 357.- Cuando un jue?* debiendo declarar la nulidad, no la declare pagará las costas ocasionadas desde
que pronunció el auto o sentencia cji que debió ordenar ln reposición del proceso. Tales cosías
comprenden también los derechos sufragados por el Eslado.
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La nulidad en términos generales se define corno "(a sanción que tiende ti privar
de efectos (eficacia) a un aclo (o negocio jurídico) en cuya ejecución no se han
guardado cierras formas"2'1, es decir, un acto o proceso es nulo cuando se han
inobservado ciertos requisitos y presupuestos que la Ley establece para su
validez. Esta institución procesal se encuentra ampliamente dcsarrolEada por la
doctrina y en fa normas que integran el marco jurídico ecuatoriano, a través de
las disposiciones a (as que se ha hecho ielercnria previamente; doctrinnrins como
Enrique Véscnvi, establecen cienos principios que rigen las nulidades y entre
zsiqs se desliz elprincipio de legalidad, en virtud del cual se debe entender que
''las nulidades del procedimiento son solamente las previstas en la ley y no

pueden aceptarse otras, debiendo regir, inclusive, la regla de la interpretación
estricta 'm.

Bajo este orden de ideas, es claro que la nulidad como concepto procesal obedece
a causales expresamente previstas en la Ley, por consiguiente, para que esta
pueda operar como fundamento dentro de un recurso de casación, debe a más de
observar las condiciones establecidas en el artículo 3 de Ley de Casación -influir
en la decisión de la causa o no haber sido convalidada legalmentc- lesponder a
los pstsupuestos que establece la Ley, en el caso en concreto, c) Código de
Procedimiento Civil, porser la normativa vigente a Ja época del juicio- civil; de lo
contrario, el supuesto error en la aplicación o interpretación de la normas
procesales alegado por el casacionista no puede ser analizado como causal def
recurso de casación, en la medida que no representa una confíguncíón de
nulidad insanable dentro del proceso, conforme lo señaló la Corte Nacional de
Justicia dentro de su ív\\o.

Esta Corte, en función de las consideraciones hasta aquí anotadas, debe precisar
que las alegaciones del legitimado activo relacionadas a la ejecución de actos
írauduienlos por parte de la contraparte y funcionacios judiciales, no son motivos
o causales que se encuentren previstas de fcima espresa por la legislación
ecuatoriana como íundamcnio pftra determinar la nulidad del proceso; por el
contrario, como se analizará más adelante y conforme lo señala la Coi le Nacional

de Justicia a partir de los argumentos del propio accionante, los hechos alegados
se enmarcarían en otro tipo de conductas que deben juzgarse en las vías

15 Enrique Y*smvt, Tcmtííi General del Pmtuso. Bogóla: EdiLciriHLTcimáS.A., 1999, P¡lg 257
-ü Enrique Vcsíovl. Vü¿ 26A
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correspondiente^ más no como causa] de nulidad. Porconsiguiente, al tratarse de
un recurso extremada me nic formalista v riguroso, el Tribunal de Casación esta
llamado a observar canelamente Jas regulaciones legales establecidas al
respecro, 'as mismas que en el caso en estudio, no se lian cumplido, por ende, no
se han configurado Lc*> elementos necesarios para que los jueces de Li Corte
Nacional de Justicia determinen la procedencia de ios cargos formulados poi el
reamente como fundamentos de nulidad del proceso y del mismo recurso de

casación.

En este sentido, se advierte que la actuación de los jueces al dictar la sentencia
impugnada es conforme a La naturaleza del recurso de casación y a las normas
que regulan la materia, caso contrario, admitir como pretende el accionante
cualquier argumento como causal de nulidad nos enfrentaría a un sistema jurídico
carenLe de certeza en la aplicación de las normas de derecho, y por consiguiente,
no concordante con el modelo jurídico previsto por nuestra Constitución.

Por otro lado, como quedó enunciado previamente, ios jueces de la Corte de
Casación sostienen denlro del fallo impugnado que de existir las supuestas
irregularidades procesales acusadas por Chevron, la legislación ecuatoriana
establece las respectivas acciones de orden administrativo y penal para sancionar
este tipo de conduela^ sin perjuicio de las responsabilidades civiles que pudieren
existir. El Tribunal de Casación considera que los argumentos expuestos por
Chcvmn hacen lefcrcncia al come timiento de acciones de tipo colusorias, para

cuya conducta segün lo señalan los jueces existe una regulación especial en la
legislación ecuatoriana27: así mí^rio, los jueces sostienen que a través de Joi
argumentos formulados por el ca^acjomsta, se esiá acusando a los abogados de b
contrapailc, a los peritos y a los jueces de instancia del cometimiento de varios
delitos, aspecto que según ios jueces nacionales es inadmisible dentro óc\ recurso
de casación. Por su lado, el accionante argumenta que la negativa del Tribunal de
Casación a cotiocei y subsanar el fraude procesal denunciado, representa una

vulneración al derecho constitucional objeto del presente problema jurídico, que

a su vez, ha causado La indefensión de Chevron en el proceso seguido en su

conlra.

27 Ley para el Juzgjinil^nLii di, L;i CiflusiiSii.
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Al respecto, esta Corle observa, enprimer lugar, que la afirmación del accionante
relacionada a que el Tribunal de Casación se negó a conocer el fraude procesal
denunciado por la compañía Chevron, carece de todo sustento, toda vez que
conforme se señaló en los párrafos precedentes, la Corte Nacional de Justicia
analiza efectivamente los argumentos propuestos a través del recurso de casación
relacionados a la ejecución de actos fraudulentos dentro del proceso; no obstante
de esto, que ios jueces conozcan las alegaciones de las partes no necesariamente
implica un pronunciamiento favorable a las pretensiones de cada uno, como
aparentemente es la intención del accionante, al sostener que los jueces de
casación vulneran derechos constitucionales al no subsanar el fraude denunciado
por su parte.

En razón de aquello, se debe señalar que a partir de los argumentos expuestos por
el accionante, esta Corte Constitucional observa que la pretensión del legitimado
activo se fundamenta en que los jueces de casación debían analizar la
información incorporada al proceso por parte de Chevron, a través de la cual,
dicen demostrar ia existencia de un fraude masivo dentro del proceso; pues
expresamente el legitimado activo señala que "la negativa formal de analizar las
pruebas irrefutables defraude procesal violenta las normas constitucionales que
garantizan la tutela judicial efectiva.". De lo dicho, se advierte claramente que el
accionante pretendía que la Corte Nacional de Justicia en la resolución del
recurso de casación, analice la totalidad de la evidencia presentada a fin de
demostrar el cometimiento de los actos fraudulentos denunciados, lo cual
indiscutiblemente implica que los jueces de casación realicen una valoración de
los elementos probatorios que demostrarían los argumentos sostenidos por
Chevron.

De esta manera, este Organismo observa que en orden a determinar si existió el
alegado fraude procesal como producto de la supuesta falsificación de los
informes periciales y la participación de la contraparte en la redacción de la
sentencia de primera instancia, los jueces de la Corte Nacional de Justicia debían
examinar, c incluso, realizar una actividad valorativa respecto a los elementos
aportados por Chevron, aspecto que como es lógico se escapa de las
competencias reconocidas a los jueces de la Corte Nacional de Justicia en ia

olución de los recursos de casación. En este sentido, cabe precisar que ia
casación no representa una tercera instancia, por lo tanto, la actuación de los

www.corteconstitocional.gob.ee
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jueces de la Corte de Casación se concreta únicamente a verificar la aplicación de

la normas de derecho por parLe de los órganos judiciales de instancia,
específicamente, en lo que respecta a la prueba, los jueces al conocer un recurso

de casación únicamente están limitados a controlar la aplicación e interpretación
de las normas jurídicas inherentes a la valoración de los medios probatorios
utilizados en las instancias inferiores, más no son competentes para realizar una
nueva valoración de la pruebas que obran del proceso, menos aún ordenar la

práctica de nuevas diligencias. En tal virtud, los jueces de la Sala de lo Civil y
Mercantil de la Corte Nacional de Justicia al dictar la sentencia impugnada no se
encontraban facultados para examinar la información incorporada por Chevron,
por no ser esta la etapa correspondiente para la valorar la evidencia probatoria
invocada por el accionante.

Paralelamente, los jueces en su análisis señalan que afirmaciones como el
cometimiento de un delito o la ejecución de acciones colusorias, no representan

fundamento legal para determinar la procedencia del recurso de casación
propuesto por Chevron, ni constituyen aspectos que deban ser analizados en ia
jurisdicción civil, específicamente dentro de un juicio verbal sumario por daño
ambiental. I_os jueces agregan que si la empresa considera la existencia de un
delito debería presentar ante la autoridad competente la respectiva denuncia. En
relación a dichos argumentos, el accionante manifiesta que la Corle Nacional de
Justicia al negarse a analizar las alegaciones y pruebas irrefutables relacionadas
al fraude procesal, no ha garantizado la Lutela judicial efectiva de sus derechos.

AI respeto, este Organismo no evidencia como a través del pronunciamiento de la
Corte Nacional de Justicia se ha causado la alegada indefensión que sostiene el
legitimado activo, pues como se ha indicado en el desarrollo de este problema
jurídico, se ha demostrado que el Tribunal de Casación ha manejado su actuación

en el marco de las competencias reconocidas en la Constitución y la Ley,
respecto al tratamiento de esle recurso extraordinario y excepcional, lo que
demuestra que los jueces han actuado en tutela de los derechos de las partes
observando las garantías del debido proceso y demás derechos constitucionales
interdependienles e indispensables para la configuración de la tutela judicial
efectiva.
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De modo que, la actuación del Tribunal de Casación en los términos antes
señalados, evidencia el cumplimiento del componente de debida diligencia que
integra el derecho a la tutela judicial efectiva, imparcial y expedita, y que ha sido
desarrollado por esta Corte como "... la observancia a las prescripciones
normativas, sustantivas y adjetivas, previstas en el ordenamiento jurídico para el
conocimiento y resolución de fa controversia puesta en su conocimiento, dentro
de un plazo razonable"35, puesLo que:

Dentro del Estado constitucional de derechos y justicia, todas las autoridades públicas
engcnerül seencuentran en laobligación de aduarde forma cuidadosa en laaplicadon
deí derecho, y de hacerlo sin dilaciones innecesarias. En este senlido, el 10I que cumplen
las autoridades jurisdiccionales para lograr osle cometido es sustancial, puesto que
deben tutelar que denlro de iodo proceso las personas reciban por parte de Injusticia una
respuesta oportuna medíanle el ejercido de garantías mínimas7'1.

En definitiva, esta Corte observa que la actuación y resolución de los jueces
nacionales, tal como quedó demostrado en líneas precedentes, electivamente,
demuestra una observancia del marco constitucional y de las disposiciones, tanto
en el orden adjetivo como sustantivo que atañen al recurso de casación en
análisis, esto, sobre la base de las facultades y competencias expresamente
señaladas en la ley para el Tribunal de Casación; lo cual, da cuenta de un obrar
objetivo, cauteloso y diligente por parte de los juzgadores. Es decir, un respeto
del derecho a la tutela judicial efectiva, imparcial y expedita.

Es preciso reiterar que la Corle Nacional de Justicia se ha pronunciado respeclo
al fraude procesal alegado por Chevron, estableciendo su falta de competencia
para determinar la veracidad de las acusaciones planteadas por el accionante en
su momento a través del recurso de casación, por no ser esta ni la etapa procesal
correspondiente, ni la vía adecuada para sustanciar las denuncias realizadas porel
accionante; así, los jueces señalaron que si el legitimado activo considera que se
tratan de acciones colusorias o cometimiento de delitos, existe la vía civil y
penal, respectivamente, para juzgar las conductas consideradas fraudulentas. En
este sentido, esta Corte advierte que el análisis realizado en la sentencia
impugnada no provoca en absoluto la indefensión del accionante, pues el
Tribunal de Casación no está denegando justicia al casacionista, por el contrario,

^ Corle Constitucional dt¡ Ecuador, sentencia N,í'133-18-SEP-CC. casoN."l I45-13-EP.
*> Corle Constitucional dul Ecuador, sentencia N.Ü183-17-SEP-CC, casoN." 1209-15-EP
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está resolviendo en función de las normas que rigen el recurso de casación,

dejando habilitada la posibilidad de que el legitimado activo impulso las acciones
pertinentes para que los hechos denunciados a través del recurso de casación sean
sancionados a través de ios mecanismos idóneos.

En esta línea de ideas, la Corte Constitucional, advierte que los argumentos del

legitimado activo relacionados al fraude masivo se encuadran en conductas
jurídicas independientes y específicas que no corresponden ser examinadas por el
Tribunal de Casación- toda vez que, la compañía accionante alega por ejemplo, la
alteración de los informes periciales por parle de los abogados de la parte

demandante y la intervención de la contraparte tanto en la designación de peritos

como en la elaboración de la sentencia de primera instancia, conductas que a

simple vista, demandan una sanción administrativa o incluso penal, en caso de
probarse las alegaciones denunciadas. Los hecho alegados por Chevron han sido
reconocidos por el mismo accionante como la configuración de un grave delito
procesal*13 o una gran manifestación colusoria3'1, lo que implica que el legitimado
acLivo tiene pleno conocimiento de que existen otras vías por las cuales debían

denunciarse los argumentos expuestos a través del recurso de casación.

En (al sentido, este Organismo precisa que los hechos alegados por Chevron

respecto al supuesto fraude masivo cometido dentro del juicio por daño

ambiental seguido en su contra, deben tener un tratamiento independiente a

través de las vías que el marco jui ídico ecuatoriano prevea para el electo; más no

se puede pretender utilizar un recurso extraordinario, como es la casación para
dar solución a cuestiones que podrían encuadrarse en tipos penales o
administrativos. Tal es así, que la actual legislación penal vigente en el país
establece como delito la figura del fraude procesal32.

-,ü Corle Nacional de Justicia, Resolución N.°298-2013 de 12de noviembre de 2013,pág. 99
-11 Corle Nacional de Justicia, Resolución N.°298-2013 de 12de noviembre de 2013,pág. 97
•'2 Código Orgánico Integral Penal: Arl. 272.- Fraude procesal,- La persona que coa el fin de inducir a
engaño a la t> al juez, en el decurso de un procedimiento civil o administrativo, antes de un procedimiento
piíntil o durante ¿I, oculte los instrumentos o pruebas, cambie el estada de las cosas, lugares o personas,
será sancionada con pena privaliva de libertad de uno a tres años.
Con igual pena será sancionada quien conociendo la conducta delictuosa de una o varias personas, les
suministren alojamiento o escondite, o les proporcionen los medios para que se aprovechen de los ei'eclos
del delito cometido, o lea favorezcan ocultando los instrumentos o pruebas mntcriales de La infracción, o
inutilizando las señales o huellas del delito, para evitar su represión y Icis que, estando obligados por
razón de su profesión* empleo, arle \i oficio, a practicar el examen de las señales o huellas del delito o el
esclarecimiento del acto punible, ocuflen o alteren La verdad, con propósito de favorecerlos.
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£11 virtud de las consideraciones expuestas, la Corte Constituciónal desvirtúa el
fundamento del accionante respecto a la supuesta indefensión en la que se ha
dejado a la compañía Chevron, al no declarar el fraude procesal invocado; toda
vez, que se observa que los jueces de la Corle Nacional de Justicia han actuado
en el marco de sus competencias y en base a las normas consiiiuciónales y
legales que regulan el recurso de casación. Bajo estos parámetros, la Corte de
Casación no encontró fundamento legal para declarar la alegada nulidad procevu1
denunciada por Chevron, por no encontrarse prevista en las causales que el
ordenamiento jurídico prevé ni respecto; en igual sentido, la Oíte Nacional de
Justicia no se encontraba facultada para determinar la existencia de] fraude
procesal alegado por Chevron, en cuanto ello, implicaba realizar una valoración
de la evidencia aportada como prueba por la Compañía, aspeólo que excedía el
ámbiio de competencia de ios jueces de Casación.

De esla manera, la actuación de los jueces nacionales se muesira coherente con el
marco constitucional vigente y las ceguíaciónes legales que deben ser
estrictamente observadas en la elapa de casación, por lo tanto, la Corte
Constitucional determina que la sentencia impugnada no vulnera el derecho a la
tutela judicial efectiva,

3.- La sentencia dictada por iosjueces út ia Sala tie in Civil y Mercantil de la
Corle Nacional de Justicia, con fecha 12 de noviembre de 2013, ¿vulneró el
derecho al debido proceso en Ja garamía consagrada en el artículo 76.
numeral 4 de la Constitución de la República?

Según se desprende del párrafo inicial previsto dentro del acápite VIII de la
demanda, el accionante considera que: "La sentencia de casación viola además
derechos constitucionales de Chevron al desechar el pedido de que se case la
sentencia de apelación por estar fundada en pruebas obtenidas con violación a
la ley. En efecto se violaron las garantías al debido proceso relacionadas con la
obtención y admisión de laprueba (...)"

,)0 dicha premisa planteada poi el accionante, cabe señalar que el derecho al
debido procedí), conforme se analizó denlro del primer problema jurídico,
constituye el conjunto de garantías que permilcn el ejercicio pleno y eficaz de la

www.corteconstJtucional,pob,ec
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función jurisdiccional; garantías que se deben perfilar a Lravés, de las etapas
esenciales de un proceso como son: acusación, defensa, prueba y sentencia. En
esa medida, el debido proceso comparte el doble carácter de los derechos
fundamentales: es un derecho subjetivo y particular exigible por una persona y es

un derecho objetivo en tanto asume una dimensión institucional a ser respeLado
por todos, debido a que lleva implícito los fines sociales y colectivos de
justicia33.

Precisamenle, dentro de dichas garantías, la Consiiiución de la República, en su

artículo 76, numeral 4 establece: "En todo proceso en el que se determinen
derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido
proceso que incluirá las siguientesgarantías básicas: 4. Laspruebas obtenidas o
actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y
carecerán de eficaciaprobatoria ".

Ahora bien, en relación a la norma citada, la cual constituye, per se, una garantía

del debido proceso vinculada con el ámbito probatorio, resulta pertinente

puntualizar la posición que ha adoptado esta Corte a través de sus
pronunciamienios con respecto al ámbito de análisis probatorio en el cual podrá
actuar a través de la acción extraordinaria de protección. Toda vez que, es

importante Lomar en consideración que no sólo es la Corte Constitucional la
llamada a velar por el ejercicio y protección de los derechos constitucionales en

la sustanciación de un proceso; sino también, es responsabilidad y deber de todos

los administradores de justicia, denlro del ámbito de sus alribuciones y
competencias, garantizar el derecho reconocido en el artículo 7í>, numeral 4 de la
Consiiiución de la República, es decir, que las pruebas que se oblengan y se
actúen dentro de un proceso, guarden un elemenial respeto a la Constitución y a
las leyes coi respondientes.

En este punto, bajo el afán de establecer el marco de actuación de esta Corte en

lo que se refiere a la materia probatoria, conviene referirse a la sentencia N.° 022-

10-SEP-CC34, dictada por la Corle Constitucional, para el período de transición,
en la cual se estableció a manera de precedente la necesidad de diferenciar la

33 Rcynnldd BusLirmimlc, Derechas fundamentales y procese justo, Lima, 2fl0l, Pág. 236.
34 Corle Cunslilucional del Ecuador, para el período de transición, Sentencia N.ü 022-10-SEP-CC, caso
N.ü 0049-05 -EP.
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"valoración probatoria" de la "actuación u obtención probatoria", considerando
que la valoración involucra un asunto alíñenle a la sana crítica del juezrespecto a
la prueba actuada por las partes procesales, constituyéndose en un asunto de
legalidad y de competencia exclusiva de la justicia ordinaria, por lo tanto, ajena
al ámbito constitucional. Mientras que la actuación u obtención de pruebas, sí
constituye un problema de relevancia constitucional, siempre que se idenLifiqucn
vulneraciones a derechos y principios conlemplados en la Carla Suprema.

Esta fundamental diferenciación, ratificada en múltiples fallos dictados por la
Corte Constitucional, ha permitido instituir el hecho que la intervención de la
Corle Constitucional queda circunscrita al conocimiento y resolución de asuntos
exclusivamente constitucionales, lo cual determina que su actuación en el ámbito
probatorio no se remite a solventar asuntos de legalidad que son de competencia
privativa de ia justicia ordinaria, así como tampoco a revisar argumentos
vinculados a la valoración probatoria en donde el juez ejerce una libre convicción
y una sana crítica respecto a los elementos probatorios practicados dentro del
proceso, conforme lo estableció el legislador al momento de establecer la causal
quinta de inadmisibilidad de la acción extraordinaria de protección, en el sentido
que: l'El fundamento de la acción no se refiera a la apreciación, de laprueba por
parte de la jueza ojuez."35. Precisamente, esta condición promueve que la acción
extraordinaria de protección no sea considerada como una nueva instancia
judicial.

En este contexto, dentro de la présenle garantía jurisdiccional, corresponde a la
Corte Constitucional verificar y garantizar que los procesos se desarrollen dentro
de los parámetros conslilucíonales, y en particular, que se garantice el derecho al
debido proceso. Es decir, la acción extraordinaria de protección procede cuando
en el desarrollo de un determinado proceso se comprueba fácticamente la
vulneración de uno o varios derechos constitucionales y es improcedente cuando
se refiere a prelensiones de una nueva revisión de actos procesales y pruebas
practicadas en los procesos de justicia ordinaria.

Con esla aclaración, es pertinente analizar las argumentaciones esgrimidas por el
accionante denfro del caso que nos ocupa, y en base a aquello, determinar sí se

lacionan con la actuación u obtención de pruebas, o si por el conLrario, guarda

Arl. 52, nuniürjil 5 de la Ley Orgánica de Gafuiilíus Jurisdieeionuks y QmlriJ] Consli[ucíihiüL
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relación directa con fa valoración de las mismas. Según se desprende de la

demanda, Chevron identifica dos circunstancias principales por las cuales
considera que la Corte Nacional de Justicia, vulneró, a través de su fallo, el

derecho al debido proceso. Al respeclo, el accionante manifiesta:

""'La Corte Nacional tic Justicia cu su sentencia de 12 de noviembre de 2013, a las

15IiÜÜ, entre oíros yerros, falló a poner remedio a la violación del derecho

constitucional de Chevron a "la tutela efectiva, imparcíal y expedita de sus derechos c
intereses", cuando en su violación de las garantías del debido proceso se permitió a loa
demandantes la obtención o actuación de pruebas en violación a la CRE o Ea Ley,
conforme se describe y continuación.

La Corte Nacional de Justicia, en su antedicho fallo, desestimó arbitrariamente los
cargos de nulidad formulados por Chevron, violando el derecho de Chevron a que la
prueba en eE proceso se actúe y valene legalmente, los cargos de nulidad contra el
proceso respecto de:

o La ilegal renuncia de la parle adora a 64 de Jas 97 inspecciones judiciales

solicitadas y ordenadas en el proceso. Tal renuncia heclia conlra derecho constitnyó
además, un eslabón de un fraude procesal, para sustituirdicha pruebapor el examen
pericial global fraudulento,

o La negativa de dar trámite previsto en el Art. 25tf del Código de Procedimiento
Civil a las alegaciones de error esencial formuladas por Chevron respecto de 27
informes periciales.

o La decisión del juez de primera instancia, dentro de un trámite verbal sumario de
conceder nn término extraordinario de 45 días para que las parte presentaran

"informes en derecho1' para apoyar "los criterios económicos aplicables para
remediación de daños ambientales".

o El uso como prueba a de (sic) entrevistas a potenciales beneficiarios de la sentencia
como prueba, especialmente por relación con cuestiones de salud, y similares, así

mismo, la admisión y evaluación como pruebas de encuestas realizadas y
entregadas por los demandantes.

o La falta de consideración y valoración de ia prueba actuadapor Chevron,'1

Bajo los argumentos expuesto*» a lo largo de fa demanda en relación al ámbito
probatorio, y que parle de ellos han sido citados en líneas anteriores, esta Corte

debe observar en primer lugar, la constante referencia del accionante a las
ilegalidades con las cuales se practicaron varias pruebas que fueron integradas al
proceso o que se dejaron de practicar a pedido del propio solicitante, actuaciones
que fueron denunciadas por el accionante en el recurso de casación, y en
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consecuencia, analizadas por los jueces dentro de dicho recurso. De tal forma

que, ante la manifiesta disconformidad del accionante, se pretende que sea la

Corte Constitucional quien, a través de la presente garantía jurisdiccional, revise
el análisis de legalidad efectuado por los jueces de casación y revea los
argumentos expuestos por la Corte Nacional de Justicia con referencia a las

supuestas ilegalidades cometidas en la obtención y actuación probatoria dentro

del proceso por daño ambiental. Circunstancia que, naturalmente, sobrepasa el
ámbito de análisis que posee esta Corte-

Bajo esa misma línea, cabe advertir que la sola argumentación del derecho al
debido proceso, así como cualquier otro derecho, no puede ni debe ser tratado
como un recurso tendiente a corregir dentro del ámbito constitucional

insatisfacciones subjetivas que hacen relación a una indebida o errónea
aplicación de una determinada norma jurídica. Ya que en el caso sub jitdice, se
puede evidenciar que el accionante pretende que se declare la vulneración de
derechos constitucionales, considerando que los jueces que emitieron la sentencia
objeto de la acción extraordinaria de protección, no remediaron ni subsanaron las
actuaciones probatorias impugnadas por Chevron*

Por olro lado, se ha evidenciado que el tema que se somete a conocimiento de

esLa Corte tiene así mismo directa relación con ia valoración de ia prueba

aportada tanto por los demandantes en la acción de daño ambiental, como por la

empresa Chevron, en cuyo último caso, se alega expresamente; "la falta de
consideración y valoración de la prueba actuada por Chevron". Y que en el
caso de la prueba practicada por los demandantes (informes en derecho, informes
periciales, entrevistas, etc.) los jueces actuaron alejados de una libre convicción
que les permitiera valorar correctamente el contenido y alcance del material
probatorio utilizado dentro del proceso. Circunstancia a la que se suma una
aparente falta de motivación por parte de los jueces frente al análisis y valoración
probatoria, circunstancia que será materia de análisis en un posterior problema
jurídico.

En definitiva, esta Corte advierte una serie de alegaciones relacionadas al ámbito
iobatorio que, lejos de argüir una vulneración constitucional, se limita a

'manifestar una inconformidad con la valoración realizada no solo por el órgano

judicial que emitió la sentencia objeto de análisis, sino también por los juece

Av. 13 de Ocluiré N16-114 y pasa|e Nicolás Jimérie*
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denlro del proceso civil- circunstancia que, conforme lo ha determinado esta

Corle previamente, no involucra un ámbito constitucional y como tal, no es
objeto de análisis dentro de la presente acción.

Finalmente, es necesario puntualizar que una vez analizados los argumentos
vertidos por el accionante bajo su intención de evidenciar la obtención de prueba
al margen de los principios y derechos ce nstimetonales, esta Corte no encuentra

un argumento claro y sustentado que le permita reconocer tales denuncias,
situación que, como se ha expuesto cit el parralo anterior, sí constituiría un

elemento a ser analizado por esla Corle, Eu esa linea se confirma, a parlir de lo
cspucsio, que el propio accionanle pretende un prominciamiento de la Corte
ConsiJlucional sobre aspectos ajenos a Ja actuación y obtención probatoria de que
traía el artículo 16, numeral 4 de la Consiiiución de la República.

4.- La sentencia dictada por los jueces de la Sala de lo Civil y Mercantil de la
Corte Nacional de Justicia, con Fecha 12 de noviembre de 2013, ¿vulneró el
derecho constitucional a la seguridad jurídica en relación a la supuesta
existencia de cosa juzgada?

Según se desprende de la demanda, el accionante sostiene que la sentencia
impugnada vulnera el derecho a la seguridad jurídica, al confirmar la
dcscMnuncion realizada por el tribunal de apelación respecto al efecto vinculante

de cosa juzgada de los contratos de transacción y liberación de obligaciones que
n decir del legitimado activo exoncraion a Chevron de toda responsabilidad por
impacto ambiental y posibles violaciones a derechos difusos en el Ecuador.

El accionante manifiesta que la decisión judicial objeto de fa presente acción
extraordinaria de protección inobserva la fuerza de cosa juzgada que de acuerdo
al ordenamiento jurídico ecuatoriano tienen los contratos de transacción. El

tegiiímado activo se refiere específicameme al Contrato para la Ejecución de
Trabajos de Reparación Medioambiental y Liberación de Obligaciones,
Responsabilidades y Demandas, suscrilo el 04 de mayo de 1995, a través del cual
íic liberaba a TexPet y sus afiliadas de toda responsabilidad por impactos
ambientales en tos sitios que represen(aban el área de concesión y se obligaba ai
Estado ecuatoriano a remediar el medio ambiente.
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Así mismo, el legitimado activo indica que a pesar de que Ion tribunales de
instancia y la Corte Nacional de Justicia reconocieron la existencia v validez de

los contratos de transacción, rechazaron la excepción de cosa juzgada planteada
en las diferentes instancias por el accionante, desconociendo que el objeto
principal de fas transacciones es poner fin a una disputa y vulnerando con ello, la
segundad jurídica y el principio universal non bit in ídem. Indica además, que ios
jueces de instancia y de casación basaron su razonamiento en que los firmantes
de la demnnda del juicio por daño ambiental seguido en contra de Chevron no
firmaron los contratos de transacción y que por lo tanto, los efectos de estos
Convenios no se aplican a ellos. El accionante, en sentido contrario, sostiene que
denlro del caso se configuran los tres requisitos de la cosa juzgada, es decir, la
idemidad de la causa pretendí, identidad subjetiva e identidad objetiva,

A partir de Jos argumentos expuestos, el legitimado activo alega la vulneración
del derecho a la seguridad jurídica consagrado por la Constitución de la
República en el articulo 82, que expresamente establece;

"Art, 8?.- El derecho a La áüguridad jurídica se fundamenta en d [cipero a la
Constitiidun y cu b existencia de íiounas, jurídicas pievías. clisas, públicas y aplicid-.^
por Jjs auloriüjdes compílenles".

En función de la disposición constitucional referida, el derecho a la seguridad
jurídica pretende garantizar ia sujeción de los poderes públicos a la Constitución
y a la Ley, a iraves de la existencia de normas jurídicas previas, claran y públicas,
las mismas que deben ser debidamente aplicadas por las autoridades
correspondientes. De ahí, que el fundamento esencial de la seguridad íuiídica sea
la existencia de un ordenamienio jurídico previamente establecido, de cuya
aplicación se genere certeza a los ciudadanos en cuanto al reconocimiento y
previsibilidad de las situaciones jurídicas.

La Corte Constitucional al refetirse a la seguridad jurídica, ha señalado lo
siguiente;

"El articulo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, determina el principio
de seguridad jurídica, el mismo que se halla articulado con el cumplimiento de las
normas constitucionales, establecíendose medíanle aquel postulado una verdader

Av 12 de Octubre Nl*»-ll4 y pasaje Nicolás Jiménp;
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suprtfnncin miHtríaJ del contenido de Ja Caria Fund-jmenlal del lisiado ecuatoriano
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f;l derecho a la seguridad fundica se desarrolla en el marco jurídico ecuatoriano a
través de la vigencia de una serie de principios reconocidos constitucional y
legalmerue. en virtud de los cuales, se garantiza la vigencia y aplicación de la
CnnsLilucica como norma suprema, asf como de todas las normas legales que

integran cf ordenamiento normativo; así lo ha destacado la Corte Constitucional
en la sentencia N.° 015-10-SEP-CC, en los siguientes términos:

"Las Constituciones du nuestros países garantizan la seguridad jurídica a través de
algunas t-oncreciones como: el principio de la legalidad, la publicidad de las normas, la
írretroüclivjdud de las disposiciones sanciónadoras no favorables o reslricljvas de
derecho1; individuales, la responsabilidad frente a la arbitrariedad dt los poderes
púbbcüj.. la fuerzu de cosa ju7gada de las sentencias judiclalEs, DxeL'plu cuando
tnírnñnn víolacíñn de tlerechos; que las resoluciones que emanen rlt clljic sean
posible* de cumplir y no algo imposible; el debido proceso, la igualdad jnit Ja ky, que
uiLiivalea Irnilar de la misma manera hecho iguales,"-17 (Énfasis añadido)

De esta muñera, Ja cosa juzgada representa uno de los mecanismos a través de los

cuales. \& seguridad jurídica cumple su finalidad tie oíorgar ceíleza a Ja¿-
personas, específicamente respecto a la imposibilidad de alterar el contenido de
una resolución, a través de la activación de nuevas acciones en la vída judicial.
Esu Corre ha señalado previamente que la cosa juzgada "otorga un atributo o
calidad especial a las sentencias o decisiones judiciales convir ¡leudólas en
definitiva1! e uúmpugnables, su efectoprincipal es impedir que una cuestión que
ha sido materia de discusión en una contienda lega!, se vuelva a juzgar en una

causa posterior"38.

La cosa juzgada como fundamento esencial del principio de seguridad jurídica,
constituye una garantía denlro de la administración de justicia, que permite que
las decisiones que ponen fin a un proceso gocen de fuerza obligatoria y
definitiva, erigiéndose de esta forma, como verdad material de ¡os procesos, y a
su vez, impidiendo que los ciudadanos, al momento de someterse a la actividad
jurisdiccional [le] listado, no se encuentren en una situación de incertidumbre

~<- Cune Consi)lucio mil ül'1 El-ljJi-i. ciencia N.° 023-13-SEP-CC, uim, N " ] í/75-11^1'
"Cürit Conslilucion.il JL'J Ei-iudor. para el período de transición, itmunu:i:i r-J,JÜ15-lÜ-SnP-CC. [-¡iíoN-0
1^5-oii^r-

vCiuiü rnnsniuaoiinl del Ecu.idor, scnlunL-i,! N " [)J35-14-SLP-CC\ naso N.ü 175£]]-EP.
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respecto a la posibilidad de que los temas sobre los conflictos que ya fueron
conocidos y resueltos, vuelvan a plantearse3^ Para que la cosa juzgada pueda
surtir los efectos descritos es necesario que concurran dos elementos: ¡a identidad
subjetiva e identidad objetiva; o como lo señala Dcvis Echaiidia, Ea cosa juzgada
está sujeta a dos limites, en razón del objeto o hecho sobre el cual versó el litigio
(objetivo) y en razón de las personas que han sido parte del proceso (subjetivo)40.

Siguiendo al autor referido, tenemos que el límite objetivo de la cosa juzgada se
compone a su vez de dos elementos: identidad de cosa u objeto e identidad de la
causa pretendí. La identidad de cosa se refiere al objeto de la pretensión materia

del proceso anterior, el objeto del proceso viene dado por el derecho reconocido
o declarado por la sentencia; la identidad de la causa pretendí Liene que ver con
la similitud en el fundamento de la pretensión de la demanda y a su vez, en el
fundamento jurídico de su aceptación o negación consagrado en la sentencia, la
causa pretendi es la razón de hecho que se invoca en la demanda como

fundamento de la pretensión. Por otro lado, el límite subjetivo se refiere a la
identidad de las partes, así el autor sostiene que una sentencia no produce el
efecto de cosa juzgada sino entre las mismas partes, por lo tanto, establece que a
quien no ha sido parte en un proceso no lo puede vincular la sentencia que en él
sedicte4r.

La cosa juzgada implica entonces la imposibilidad de un nuevo juzgamiento,

siempre que se configuren los límites ames explicados, de ahí que se halla

directamente vinculada con el principio universal non bis in ídem, consagrado

por nuestra Constitución como una garantía del debido proceso, en el artículo 76,

numeral 7, literal i), que señala expresamente:

"Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos
resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto/'.

Esta Corte se ha pronunciado respecto a la relación existente entre la cosa

juzgada, el principio non bis in ídem y la seguridad jurídica, indicando que "este
derecho y principio constitucional fnon bis in ídem], aunque mantiene su
independencia, está íntimamente vinculado con la excepción procesal perentoria

yí Corle Qinstíludmiiil de! Ecuador, semencia N." 0()12-14-SfcP-CC, caso N." 0520-12-EP,
aD Devií Echandia, Teoría General del Pmccso. liucnos Aites: Editorial Universidad, 1997. Pag. 45tf
ailhídeni,45S-466

Av 12 d9 Octubre N16-114 y pasaje Nrcolás Jiménez
(frente al parque ElArbolito) - Telfs (593-2) 39fl-130D
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de la cosa juzgada, debido a que extingue la relación jurídica que se ha
establecido entre el juzgador y las partes." J2. Además, este Organismo ha
destacado su estrecha relación con el principio de seguridad jurídica, en cuanto,
constituye la garantía que el Estado otorga a cualquier ciudadano de que no será
perseguido judicialmente de forma indefinida por un mismo hecho que ya ha sido
materia de juzgamiento previamente.

Así, el principio non bis in ídem, forma parte de ia estructura procesal de la
administración de jusLicia y representa uno de los elementos garantizadores del
debido proceso, de ahí que conjuntamente con la institución de la cosa juzgada,
permitan la materialización de la seguridad jurídica garantizada por la Norma
Suprema. A pesar de su estrecha relación, el principio non bis in ídem y la cosa
juzgada se diferencian en cuanto, el primero, resulta una consecuencia de la
institución de la cosa juzgada y atiende al hecho de que nadie puede ser juzgado
más de una vez por el mismo hecho y materia; mientras que, la segunda, por su
parte, constituye un atributo o una calidad que el ordenamiento jurídico otorga a
la sentencia, cuando esta cumple con los requisitos para quedar firme43.

Ahora bien, una vez que se ha delimitado el escenario jurídico sobre el cual
versan las alegaciones del accionante respecto a la supuesta vulneración del
derecho a la seguridad jurídica, en cuanto sostiene que existe cosa juzgada entre
los acuerdos transacciónales suscritos por la compañía accionante con el Estado
ecuatoriano y el proceso por daño ambiental seguido en contra de Chevron;
conviene en primer lugar, resaltar algunas cuestiones relevantes para nuestro
análisis constitucional:

El "Contrato para la Ejecución de Trabajos de Reparación Medioambiental y
Liberación de Obligaciones, Responsabilidades y Demandas" referido por
Chevron como el acuerdo Iransaccional al que se ha negado sus efectos
vinculantes en la configuración de una supuesta cosajuzgada, fue celebrado entre
el Ministerio de Energía y Minas, Petroecuador y Texaco Petroleum Company.
El convenio en la parle relacionada a la liberación de responsabilidades, estipula
expresamente que se libera a las compañías exoneradas de cualquier demanda

,|! Corte Constitucional pitra el periodo de transición, sentencia N," 0G5-12-SGP-CC cjiso Nü 1066-10-
EP,

1,3 Corte ConsLiUieiflnul del Ecuador, senlciidü N." (112-14-SEP-CQ. casuN° Q529-12-UP.
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las

Di' impacto ambiental del Gobierno [del Ecuador] y Petroecuador
is compañías suscrintoras'™.as compañías suscriptoras

en contra de

Por otro lado, el juicio que antecede a la presente acción extraordinaria de
protección, seguido en contra de Chevron por un grupo de perjudicados por las
danos ambientales ocasionados por las operaciones ejecutadas por ia compañía
accionante, tiene como pretcnsión alcanzar la reparación de los perjuicios
causados por la actividad hidrocarburíCera, basada en el derecho de las personas a
vivir en un medio ambiente sano, el cual, par tratarse de un derecha
constitucional y colectivo merece ser enfocado en nucsiro análisis

El derecho a un ambiente sano actualmente se encuentra reconocido en el arucuf^
14 de la Norma Suprema, en los siguientes términos:

"Art. 14.- Se reconoce el derecho de Ij población a vivir en un ambiente sano y
ecológicamente equilibrado, que garantice In süstembilidad y ti buen vivir, aumak
kawsay."

En igual sentido, el Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
"Protocolo de San Salvador", considerando que las diferentes categorías de
derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su fundamento en el
reconocí miento de la dignidad de Ja persona humana y en función deJ principio
de progiesividad, reconoció entre oíros, el derecho a vivir en un ambienle sano
de ia siguiente manera:

"Artículo 11. Derecho a un Medio Ambiente Sano

1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con
servicios públicos básicos."

Adtcionalmente, la Organización de los Estados Americanos a Lravés de una serie
de resoluciones ha manifestado el compromiso por la protección del medio
ambiente y su vinculación con los derechos humanos45- Este interés por la

.*? *- r^Hc Provincijl \1m Justicia de SucumWiJs - ,'ujcjo por lndcmni^jLL¡un por Danos y Perjuicios •".•¡¡ujlju
Áff^rfV'* Marín Aginnüu yatros encontra Je Chulón Corpor-itíon ru]u lfíh2. \

f¿^ J; AG/RES. 1S1Í> (XXX1-O/0I), RESOLUCIÓN - DERECHOS HUMANOS Y MEDIO AMBIENTE.
Aprub;i(hi en la (erecta sesirin plenaría, cclcbniüu l] 5 üu iiirno út 2001

www.corieconstitucionaLgob.ee

A'J. l2deOctLibreN15-n4yp35afGNo'l¿j* Juiídjiez
(frenle al parque ElArbohlo) • T&lfe : (593 ^j 39-1-iaüü

ernail. cornunicacion.aicce .gob.ee
Qitilo - Ecuador
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protección de la naturaleza y el consiguiente reconocimiento del derecho a vivir
en un medio ambiente sano se ve reñejado desde varias décadas atrás; así, la

Constitución Política del Ecuador de 1978 consagraba ya dentro del catálogo de

derechos, el derecho a un ambiente libre de contaminación:

"Art, lí?.- Sin perjuicio de otros derechos necesarios para el pleno desenvolvimiento

moral y malerial que se deriva de la naturaleza de la persona, el Estado le garanda;
(...)
2.- El derecho de vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber del

Estado velar para que esle derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la
naturaleza. La ley establecerá las restricciones al ejercicio de delerminados derechos o

libertades, para protegerel medio ambiente;"40

En igual forma, este derecho se halla consagrado en una serie de tratados
internacionales, como la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas

sobre el Medio Humano de Estocolmo de 197247, Declaración de Río sobre el

Medio Ambiente y Desarrollo de las Naciones Unidas del año 19924R, la Carta
Mundial de la Naturaleza de las Naciones Unidas, entre otros.

En función de aquello, el derecho a vivir en un medio ambiente sano se ha

configurado como un derecho humano, "(...) es un derecho de superposición de
los derechos preexistentes y que, por lo tanto, justifica restricciones a otros
derechos, como, por ejemplo, el de propiedad, de comercio e industria, a
trabajar, etcétera (ver § 2), que se relaciona con la calidad de vida (ambiente
sano, aptopara el desarrollo humano, etc.). Por ello no puede dudarse de que
se traía de un derecho humano, de lo cual puede aseverarse que tiene las
características de estos derechos: es inalienable e irremmciahle."^9 (Énfasis

AG/KLiS. 1896 (XXXI1-0/Q2), DFRECHOS HUMANOS Y MEDIO AMBIENTE EN LAS
AMÉRICAS, Aprobada en l¡i euaUii Misión plenaria celebrada el 4 di: ¡unid de 2(1(12.
dr' Consiiiución Política de la República iJu-1 Ecuador. Qiuiliuación di: iyft4, Registro Oficial No. 763.
J|T PRINCIPIO J, El hombre tiunft derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de
condiciones de vida adecuadas en un medki ambiente de calidad t:d que le permita Llevar una vida
digna y £0?ar de bienustar, y tiene la solemne obligación di; proteger y mejorar el medio ambiente pura
la1; generaciones presentes y Tullirás. A esle respeclo, las polílicas que promueven o perpetúan el
aparlheid, la segregación racial, la discriminación, la opresión colonial y oirás formas de opresión y de
dominación extranjera quedan condenados ydeben eliminarse, (Énfasis añadido)
4f! PRINCIPIO 1. Los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el
desarrollo soslcníble. Tienen derecho a tina vida saludable y productiva en armonía con ia
nsiluralczíi. (Énfasis añadido)
J'' Tomás Huleliinson* llespnnsabilidad Pública Ambiental. En Daño Ambiental, segunda edición, edil,
Jorge Mtisset y otros. Bueno Aires: Rubinzal - Cul¿oni. 2001. Pag. 44U
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añadido). En este sentido, se debe precisar que el reconocimiento del derecha
bajo análisis ha permitido a su vez, la materialización de otros derechos, como el
derecho a una vida digna, a la salud, entre otros; en cuanlo, la proLección del
medio ambiente resulta indispensable para el mantenimiento y la mejora de la
calidad de vida de las personas, tal como lo sostiene, el profesor Tomás
Hutchinson:

"Cjbe «conocer que el ambiente abarca uim amplia gama de confanidtu» y
significados, muchos de esto.% íntimamente conectados can valores y principios
declarados fundamentales por los distintos ordenamiento jurídicos (...). Esla
conexiün. puede Lraducir las a^üiones al ambiente en lesiones a determinados derechos
funda meniaIes. (.„) Si las relaciones entre la protección del ambiente y el derecho a ia
vidn se establecer] de forma dirccfa y clara, la vinculación entre protección ambiental e
integridad fiiica es aún mus nfttfu, si cube. {...\ Eífo testimonia f.i roma de conuencid
de que ua ambiente sana, dignu y humano, a la medida del hombre, representa una
condición primordial para la existencia física y psíquica del individuo. V üs que, si
a la calidad del ambiente no está asegurada, el derecho a Ja vida no podrá ser
plenamente ejercido." ™(Énfjsis añadido)

En este mismo senlido, se ha pronunciado la Corte ]nienmericana de Dichos
Humanos, a través de su jurisprudencia, resallando la relación existente entre la

protección del medio ambienie y la realización de otros derechos;

"Además, como se desprende de la jurisprudencia de este Tribunal y de la Corte
Enropeii de Derechos Humano^ exisle una relación innegable entre la proíección del
müdío ambii-nte y la realización de otros derechos humanos. Las iormai en que la
degradado*! ambiental y los electos adversos del cambio climático han aícc!¿i<io ¡ti g<>ce
efe^ívo dt ius derechos humanos cu el contíneme lia sido objeto de dídcusión porparte
de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos y las Naciones
Unidas. También se advierte qiie un número considerable de Estados partes de la
Conveni;ión Americana lia adoptado disposiciones constituciónalea reconociendo
expresamente elderecho uun medio ambiente sano "iJ (Énfasis añadido)

A partir de ios criterios anotados, (cuernos que ía prolección deí media ambiente

y la conservaciún de los recursos naturales resultan imprescindibles en la
creación de condiciones adecuadas para el desarrollo de la dignidad humana, así

Slh Tomás Hutchinson, Responsabilidad Pública Ambienlal, En Dann Ambienlal, segunda edición, edil.
1 -& ^Joige Mossei y oíros Bueno Airu.s: Rubinzn] - Culzom, 2001, Púg. 422-4.26

• Corte Jnii:TJiTiLíiLjnj di; Derechos Humano;.. Cnso Kiiwa¡* FLinJndL'¿ vs. Honduras, seriLnijjj di- 03 de

A" 12 da Oclubre Nlú-114 •/ pasa|e NicolásJirflénd2
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como en la tutela de otros derechos, es por ello, que a través de los diferentes

instrumentos internacionales y en las legislaciones de los países de la región, hoy
en día, se encuentra consagrado el derecho a vivir en un medio ambiente sano

curio un derecho autónomo, teóricamente ubicado baja la dcuomi nación de

derechos de tercera generación y como un derecho colectivo. De esla manera, el

derecho a vivir en un medio ambiente deber ser analizado al amparo de las
normas y doctrina que rigen para ios derechos humanos, por cuanto, en igual
sentido, los derechos colectivos surgen como un mecanismo para limitar el poder
de las mayorías íespecio -a situaciones jurídicas que no afectan a las personas
concebidas únicamente tie manera individual, sino de forma conjunta a un grupo
de individuos en virtud de determinada condición o circunstancia. En relación a

los derechos colectivos, el doctrinario Genaro González Licca sostiene que: "En
un Estado de derecho, en realidad, los derechos colectivos, las acciones de

grupo, al- ubican como parte intégrame de los derechos fundamentales.
Constituyen derechosgne nacen de lapropia razón de ser del Estado (...)"52.

En razón de los elementos analizador, el derecho a vivir en un medio ambiente

sano como derecho colectivo, no deja de ser un límite al poder, de ahí que en el
marco de un Estado constitucional de derechos, la existencia de los derechos

coleciivos refuerza los limites que desde la legalidad constitucional se imponen a
las mayorías eventuales53.

Ahora bien, en orden a dar solución a la interrogante planteada a Lravcs del
présenle problema jurídico, esto es, determinar si en el caso sub judice ha

operado el efecto de cosa juzgada como lo afirma el accionante, conviene en

primer lugar, anotar que desde un punto vista formal -analizando los límites de la
cosa íuzgada previamente desarrollados- es evidente que en el caso objeto de
estudio no se configura la identidad subjetiva enlre el acuerdo lian-acooiul y eS
juicio pul daño ambiental seguido en contra de Chevron, como elemento

necesario para la existencia de cosa juzgada. Toda vez que, el convenio
transaceionaf al que se refiere el legitimado activo, ha sido susciito entre el

-1" Gi-n.iro CrjTL¿ülc¿ Liccn, En un EsLeicIo CojisliiiiLinrml, los (Ji^ftfms colectivas forjunA \H\tl¿ dt los
derechr"* íundnmc niales. Púg. 245. )mps://l'iehi:rm-
ZOn.^riiiiíi/oiKi^.mni'in.'I 2/liu i 3 4273053té in L24.S_257.pdHAWSAciühsKcylrlVl V02U0W3K
Síi-i Kl-í 7¿JÜJIR2 &fjxp tres- i4435 41723 feSigriJi turf=Wtiwi '&2FCG ¿% 21-'lrVJJ-JVl *oG FKDAiV5zQ%1D
•" AndrcS Gil Domínguez, ^JaiíJonsliludoiialísiriD >Derechos Colectivos. Bueno Aires: Edi:ir, 2005. Pa_.
104
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Ministerio de Energía y Minas en representación del Gobierno del Estado
ecuaLoriano, Petroecuador y TEXPET; mientras que el juicio por daño ambiental
que antecede a esta causa, ha sido incoado por un grupo de personas perjudicadas
por los efectos de la actividad hidroearburífera de la compañía accionante. A
partir de esta precisión, es evidente que en el caso en concreto, no se puede
hablar de identidad subjetiva, pues como se observa no se trata de las mismas
partes, ni ha existido en el caso del acuerdo transaccional una actuación del

Gobierno en representación de derechos de terceros que permita configurar una
especie de identidad entre los sujetos participantes en ambosactos jurídicos.

Cabe recalcar que debido a la naturaleza jurídica de los comratos en general, el
acuerdo transaccional invocado por Chevron es ley para las partes, por lo tanto,
af haber sido celebrado expresamente por las partes antes indicadas, resulta
indiscutible que lo acordado en dicho instrumento cause efecto únicamente entre
los suscriptores del mismo; por consiguiente, ios efectos del convenio
transaccional bajo ningún argumento podrían extenderse a terceros.

En lo que tiene que ver con la identidad objetiva, se debe resaltar que el acuerdo
Iransaccional tenía como objeto liberar a las compañías exoneradas de futuras
demandas del Gobierno y Petroecuador por los posibles impactos ambientales
que se hayan generado como consecuencia de las actividades desarrolladas por
TcxPet, lo cual, según lo indicado en el párrafo precedente, tiene efecto
expresamente entre las partes suscnptoras; así, el mencionado acuerdo en su

artículo V, expresamente señala lo siguiente;

"5,1 A la fecha de suscripción de este Contrato y en consideración al acuerdo de
TEXPET de realizar el Trabaje de Reparación Ambiental de acuerdo con el Alcance
del Trabajo establecido en el Anexo A y Plan de Acción de Reparación Ambienlal, el
Gobierno y PETROECUADOR liberarán, Hbsolveran y descargarán para siempre
a TEXPET, Texas Petroleum Company, Compañía Texaco de Petróleos del
Ecuador S.A., Texaco Inc.» y a lodo sus respectivos agentes, sirvientes, empleados,
funcionarios, directores, representantes legales, aseguradores, abogados, ¡derruíi¿adores,
galantes, herederos, administradores, ejecutores, beneficiarios, succsorcs; predecesores,
principales y subsidiarias (a las que se denominará "Las Exoneradas'1) de cualquier
demanda del Gobierno y PETROECUADOR en contra du Las Exoneradas por

Av 12 üa Octubre N16-114 y pasa|e Nicolás Jiménez
(írenle 31 iiamue & ÁrbolIéq J * TalFs (593-2) 394-1S0D
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Impacto Arnlbieiilal, resultante de tas Operaciones del Consorcio, (».)"54 (Énfasis
añadido)

Es decir, a partir de to estipulado en dicho contrato, el Gobierno y Petroecuador

acordaron no demandar a los sujetos exonerados por ios electos que en el medro

ambiente provoquen la ejecución de los trabajos de estas compañías. Por otro

lado, este Organismo advierte que el objeto del juicio civil que antecede a ia

presente acción, radica en la reparación de los daños ambientales causados por
Chevron en ia zona habitada por Jos demandantes, en cuanto, la ejecución de sus

trabajos vulneró el derecho de esta colectividad a vivir en un medio ambiente

sano.

De manera que, aF contrastar cada una de estas situaciones, se advierte que se
trata de dos cuestiones que no se refieren a un mismo objeto, pues la exoneración
de responsabilidades prevista por el convenio transaccional a favor de TexPet y
sus afiliadas, se estableció expresamente respecto ai Ministerio de Energía y
Minas y Petroecuador, más no, respecto a reclamos de terceros que
eventualmente podían resultar perjudicados por los efectos de los trabajos
ejecutados por las compañías exoneradas, como sucedió en este caso, con los

demandantes dentro del juicio por daño ambiental objeto de esta acción. Es así,

que el juicio civil seguido contra Chevron, no guarda un vínculo con los

convenios transaccionalcs que el Gobierno del Estado ecuatoriano haya suscrito,
pues el proceso judicial en esta caso ha sido propuesto en orden a reparar los
perjuicios ambientales ocasionados por 3a compañía accionante respecto a un
grupo de personas particulares, aspecto que no ha sido materia del acuerdo

transaccional, como erróneamente pretende inferir el accionante.

Por lo tanto, este Organismo observa que entre el juicio civil seguido por un
grupo de perjudicados contra Chevron y el convenio transaccional suscrito entre
el Gobierno y las compañías exoneradas, no se puede establecer una suerte de

semejanza respecto ai hecho u objeto de la pretensión; pues resulta ilógico
sostener que en virtud del acuerdo transaccional invocado por Chevron, la
compañía accionante no pueda ser objeto de ninguna demanda, incluso de
aquellas propuestas por terceras personas que no hayan participado de dicho

'A Corle ProviriciEil di: Justicia da Suuumbíos - Juicio por Indcmni^icron por Dnños v Perjuicios scguidii
pos María Aguindü y oíros en conlra de Chcvmn CorporaliorL Foja 7S62.
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actíerdo. Drsíínto seria que el juicio por daño ambienta! haya sido deducido por
alguna de las partes suscriptaras. en cuyo caso, sí se configuraría la capción de
cosa juzgada.

Bajo este mismo orden de ideas, esta Corte finalmente debe realizar ciertas
puntuatizaciones respecto al acuerdo transaccional, según el cual, aa úVcir del
accionante, se liberó a TexPet y sus afiliadas de toda rcsponsabüidad por
impactos ambientales en los sitios que anteriormente constituía el área de
concesión,50 y que a su vez, constituye el fundamento de la supuesta existencia
de cosa juzgada en el caso subjudice. Para ello, debemos basarnos en lo señalado
anteriormente respecto a la función que cumplen los contratos entre las partes,
así, se debe considerar lo previsto por el Código Civil, específicamente jespecto
a la transacción, esto es, "La transacción no sittie efecto sino entre ¿os
contratantes. "x'; en función de aquello, se estableció previamente que el
convenio transaccional objeto de análisis genera efectos únicamente untre las
partes suscriptoras, con lo cual, se descarta rotundamente la posibilidad de que el
mencionado acuerdo tenga efectos erga omnes. Siendo así, no es posible afirmar
que en virlud de dicho convenio. TexPet (ahora Chevron) o cualquiera de las
compañías participantes deí mismo, se encuentren totalmente exoneradas de

responder por las responsabilidades que podrían generarse frente a terceros a
partir de los efectos ocasionados por la ejecución de sus trabajos.

Además, es importante tener en cuenta que la participación del Gobierno del
Estado ecuatoriano en el acuerdo transaccional no involucra derecho? de lerceros

cu absoluto, v.gf, et derecho cíe cualquier perjudicado por las actividades de
TexPet y sus afiliadas a acceder a la tutela judicial efectiva de sus derechos o el
derecho a vivir en un medio ambiente sano de los afectados por estas mismas
actividades. Conforme se señalo anteriormente, el objeto del convenio versa
exclusivamente sobre la liberación de responsabilidades respeclo al Gobierno y

"Demanda de jacriiin extraordinnriri tic prolección presentada por Adolfo Qillejjs Rib;idcneir<i,
X^Procuradnr Judicial de Chevron Girporulion ("CtujvroiT),

¿J^7\.. 5f> A"-2M3.- Li" Ifjnsacrjinji nn Mirla elecli,» sino entre los cojUTiUrmlcF
/féy S' S011 muchos los principales inuirc*:idi)<; en el negocio snhre al cual se transige, la lunsacción

¿S / consentida poi uno de ellos, no ptijudíta ni jpmvcühu a li>v olios; salvo, empero, les nícclos dt I
/ novación, en a) cüw de solidaridad

/
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Petroecuador*\ pni cuanto, no correspondía a estos disponcí a través de un
acuerdo IranSEiccional de los derechos de los ciudndanos en general.

Asi mismo, es necesario atender a la naturaleza del derecho a vivir en un medio

ambiente sana -que como se ha dicho, representa el fundamento del juicio civil
seguido en contra de Chevron- y resallar que ai ser un derecho humano le son

aplicables aquellos principios que rnLrínsccamenle corresponden a esta dase de
derechos, así leñemos que una de sus carácteríslicas es la irrcnunciabilidad,

reconocida en nuestro ordenaniien lo jurídico en el artículo 11 de la ConsliLución

de la República58. A partir de este principio, es evidenle que el Estado
ecuatoriano no se eneoniraba facultado para a través de un convenio
transaccional disponer de los derechos de terceros, en este caso, de un derecho

colectivo correspondiente a las ciudadanos en general; teniendo en cuenta
además, que dada la naturaleza de los derechos colectivos, estos han sido

reconocidos precisamente para frenar los abusos del poder, limitar a las mayorías
y establecer un reconocimiento especial a favor de determinados grupos de
individuos^, por consiguiente, no corresponde al Estado disponei de estos
derechos a iravés de acuerdas en los que se libere a terceras de las

responsabilidades en las que puedan incurrir debido a sus actuaciones, pues ellú
significaría uníi clara afeclnción a los principios de irrenunciabiüdad e
inalicnabilidnd de los derechos.

En tal razón, admitir lo afirmado por el legitimado activo, esto es, la existencia
de cosa juzgada en virtud del acto transaccional en el que se liberó a la
compañía accionante de futura* responsabilidades por violaciones a deiedios
colectivo^, no es procedente, no sólo por cuanio ello no obedece a ],i realidad
material del caso en análisis, sino además, porque el derecho a vivir en nn medio

SJ Corle Provincial de Jüslíceji tie Sucumbías - Juicio por indemnización pnr Dnüos y Per[uiaos seguide
por Mjirfit Aguinda y ninasen conlra de Clhuvron Corptirnlion, Foja 7^? - 7883.
Sfi CInnsli lució ti de L:i República: Arl, 11 - El cjcrcicin de los den-Lhos se regirá poi los ¡siguientes
principia,:
(x Todo?- ]ns pTincipioí y los dcTcdios son mjlu>rinblcs, irienunciíibles. indivisibles, inlerüependicniLs y
deigualjcriiTu.ur:i.
-''''"Ijís derecho^ Lnltctivos comí) derechos fu nd ¡unen[ales cümp.iTieri el misnnti ámbito de aplicación de
Ins derechos fundiimenlalcs Sülifulivos y persignen el mismo Un: dolar a L;i persona de ¡denudad
nornialíva y simlniliea. IeluCo en su l'nz individual frenle ni Estado y a las demás personas, come en su faz
de integración süliü:iriji a un enlc coleUivo frente iil Estado y a las demás personas.1', Andrés Gil
Domínguez, NcoCíinslilucíonalismo y Derechos Colectivos, Bueno Aires: Ediar, 2005. Pág. 133
"'Demanda ile aaedón cxlraordinaiia di: proíección presentada por Adolfo Cíilkia^ [tLb;fdenrir¡í?
ProairiidurJudici.il de ClievronCorporaUon ("CtatTon"^
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ambiente sano no podía haber sido objeto de convenios de dicha naturaleza a
través de la participación del Estado.

En función de los argumentos expuestos, esle Organismo determina que en el
presente caso no se ha configurado la excepción de cosa juzgada, por lo que se
desvirtúa, en igual sentido, la supuesta trasgresión al principio non bis in ídem,
toda vez que no ha existido en la causa sub judice un doble juzgamiento. Por lo
tanto, la Corte Constitucional concluye que en el presente caso, no existe
vulneración al derecho a la seguridad jurídica.

5.- La sentencia dictada por los jueces de In Sola de lo Civil y Mercantil de la
Corte Nacional de Justicia, con fecha 12 de noviembre de 2013, ¿vulneró el
derecho a la seguridad jurídica contenido en el artículo 82 de la
Constitución de la República, a causa de la aplicación retroactiva de la Ley
de Gestión Ambiental?

Según se desprende de la demanda, otro de los argumentos que sostiene ia
accionante relacionados a la vulneración del derecho a ia seguridad jurídica, es
en el sentido que existió una aplicación retroactiva de los aspectos sustantivos,
específicamente, de la Ley de Gestión Ambiental, la cual entró en vigencia el 30
de julio de 1999, es decir, años después de que las operaciones petroleras
concluyeran.

Se menciona en la demanda que si bien el derecho a todos los habitantes del
Ecuador a vivir cu un ambiente sano se encontraba reconocido desde la

Constitución Política de 1978, su protección, a decir del accionante, estaba a
cargo exclusivamente del Estado y no podía ejercerse de manera colectiva por los
ciudadanos.

Las partes privadas, a decir del accionante, sólo estaban autorizadas para
informar las violaciones ambientales al Estado y él era el obligado a iniciar
acciones legales contra la parte responsable, o tomar otras medidas como la
transacción para asegurar fa protección de este derecho.

Se indica también que en el monto de indemnización fijado desde la sentencia de
primera instancia, se puede ver como se aplicó el Art. 43 de ia LGA como norm

www.cortecoristitucional.gob.ee

Av. 12 de Oclubre N16-114 y pasaje Nicoías Jiménez
(Irania al parque El ArbolUo) 'Telfs - (593-2) 3.Sfl-iaüO
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sustantiva pues el juez ordenó a Chevron pagar un 10% adicional, indemnización

creada por dicha norma legal, que no constaba en ei Código Civil ni en ninguna

norma ambiental vigente al momento que TexPet operó el área de Concesión. A

decir de la accionante, dicha aplicación retroactiva de las normas sustantivas

vulneró su derecho a la seguridad jurídica.

Tal como fue definido en parrales precedentes la seguridad jurídica, vale

recordar que la misma se fundamenta en el respeto a la existencia de normas

jurídicas previas, lo cual a decir del accionante, obligaba a los operadores de
justicia, en las distintas instancias del caso, a aplicar la normativa existente al

momento en el que ocurrió el daño por el cual se le imputa responsabilidad.

Como una expresión del derecho a la segundad jurídica se encuentra el principio
de inetroactívídad, el mismo que garantiza la previsibi! idad de las normas
aplicables a un caso y hace firmes los derechos adquiridos. No obstante, tal como

lo enseña la teoría de los derechos fundamentales, el principio de irretroactividad
admite excepciones en los denominados casos difíciles61, en los que,
disposiciones legales nuevas pueden anudar efectos a situaciones ocurridas en ei

pasado cuando así lo exijan, casos en los que se encuentre comprometido el bien

común1"12.

El problema expuesto ante esta Corte respecto de ía aplicación retroactiva de las

normas, se centra principalmente en la controversia respecto de si la Ley de

GesLión Ambiental en su artículo 43 contiene normas de carácter sustantivo o

procesal, entendiendo que las normas procesales pueden efectivamente ser
aplicadas de manera retroactiva. A decir del accionante, el artículo 43 de la Ley
de Gestión Ambiental es una norma de derecho sustantivo en razón a dos

aspectos fundamentalmente: 1) crea el derecho de los particulares a proLeger y
reclamar un derecho difuso al medio ambiente sano, y 2) crea una indemnización

agravada mediante la cual se condena al responsable del daño ambiental al pago
adicional del diez por ciento (10%) del valor que represente la indemnización a
favor de los afectados por la con Laminación.

íl] Peces Barba, Gregorio. Curso de Derechos Fundamentó les, Teoría General. Üiedíciíin de l;i
Universidad Carlos III de Madrid y la imprenta diil Boletín Oficial del Estado. Madrid, España. 1900,
pagino. 253 y ss.
1,2 ScnLtncEíi del Tribunal Constitucional Español 125/1587, di: Ifi dt julio, retrooclividad aulCiilica o
propiii,
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Para dejar zanjada esta problemática es importante recordar lo que discingue al
derecho sustancial del derecho procesal, el primero de estos consagra en
abstracto los derechos u obligaciones, es decir el que determina su contenido,
mientras que el segundo establece la forma como la actividad jurisdiccional
logrará la realización de tales derechos^.

En cuanto a la aplicación de los aspectos procedimentales de la Ley de Gestión
Ambiental, no existe mayor discusión, considerando que el artículo 7 de Código
Civil, en su numeral 20 habilita a que las normas concernientes a la sustanciación
y ritualidad de los juicios (es decir pioccdimentalcs} prevalezcan por sobre las
normas anteriores. Es decir, los ámbitos procedímentales de la Ley de Gestión
Ambiental eran plenamente aplicables a hechos existentes antes de su vigencia
porque así lo habilitaba la ley civil en el ordenamiento jurídico ecuatoriano.
Ahora bien, corresponde a esta Corte dilucidar si los dos aspectos por los que
considera el accionante que el artículo 43 de ia Ley de Gestión Ambiental es una

norma sustantiva, efectivamente lo son, y de así serlo, evaluar si se realizó una

aplicación retroactiva de la misma.

Derecho de los particulares a proteger y reclamar un derecho difuso ai

medio ambiente sano

En cuanto a si el derecho de los particulares a proteger y reclamar un derecho
difuso ai medio ambiente sano, apareció a raíz de la promulgación de la Ley de
Gestión Ambiental, la Corte Constitucional, observa que es la propia compañía

accionante quien menciona en su demanda que en virtud de la Constitución
Política del Ecuador de 197S, lodos los habitantes del Ecuador tenían el derecho

constitucional de vivir en un medio ambiente libre de contaminadon&4, lo cual
implica además, que como titulares de dichos derechos puedan ejercerlos- No
obstante, la compañía accionante sostiene que el ejercicio de modo individual o
colectivo de dicho derecho aparece únicamente con la Ley de Gestión Ambiental,

Para clarificar este punto, la Corte Nacional de Justicia dentro del fallo
impugnado, explicó que la posibilidad de demandar el cumplimiento del derecho

111 Corte ConsliluriimEil Coliimbíana, Semencia N.D C-029/95.
M Demanda de Acción Extraordinaria de Proíección, presentada por Chevron en contra de la sentencia
dietiida por laSalü de lo Civil y Mercantil de l;i Corle Narinnul de Justicia de12de noviembni de 2013.

A.'. 12 de Octubre N1G-114 y pasaje NicolásJiménez
(frente al paríLüeElArbDlitDj-Telfs.. (393-2)394-1800
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al medio ambiente de manera colectiva no apareció con la Ley de Gestión
Ambiental, y que estos, ya eran plenamente justiciables; aclara también, que sus
Miniares siempre han sido los grupos históricamente afectados. LaCoite Nacional
de Justicia refiriéndose a la naturaleza misma de estos derechos, sostiene que es

inadmisible interpretar que el Estado era el único titular del derecho a un medio
ambiente sano, previo a la vigencia de ia Ley de Gestión Ambiental, pues dicha

interpretación impediría hacerlo oponiblc contra el propio Estado, el cual nunca
podría ser demandado por las vulneraciones que este cometiera.

Siguiendo dicha distinción, ia présenle Corle identifica que en el caso uaído a su
conocimiento, el derecho sustancial utilizado para eí juzgamiento por las distintas

instancias es eí derecho de daños creado por el Código Civil. Es decir, si bien la

Ley de Gestión Ambiental, viene a definir con mayor claridad la forma como se

juzgarán los daños ocasionados por contaminación ambiental, es el Código Civil
la norma que determinó, mucho antes de la existencia de la Ley de Geslión
Ambiental, qué actuaciones jurídicas son las fuentes de la responsabilidad civil.

Dentro de estas fuentes, se encuentra 5ñ responsabilidad exímconUaemal, cuyo
fundamento es el quebrantamiento del principio alterum non leadere, es decir, no
causar daño a otro, este tipo de responsabilidad aparece cuando se ocasiona un
daño a otra persona con la cual no se tiene ninguna relación jurídica previa, tal
como ocurrió, en el caso tiaíúo a conocimiento de esta Corte; es así que Chcvjon

fue demandado por la responsabilidad ex traconli actual que generaron sus

operaciones en la Amazonia ecuatoriana,

Etentio de 5n responsabilidad civil exlvacontraciual. existe la responsabilidad

subjetiva y objeliva; al respeclo, la Corle Nacional de Justicia en interpretación
de los artículos 2214 y 2229 del Código Civil entendió en la acción popular

dirigida a los daños contingentes por imprudencia o negligencia que amenazar a

peisonas indeterminadas es ww\ muestra de que la dimensión objeliva de la

responsabilidad por daños ya se encontraba prevista en el Código Civil, como
también la posibilidad colectiva de reclamar por este tipo de daños y utilizó dicha
normativa para juzgar el caso.

En tal sentido, la Corte Constitucional entiende que en efecto, Chevron ha sido
juzgado durante las instancias judiciales en base al dciccho sustantivo de daños
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creados por el Código Civil, el cual, antes de la existencia de la Ley de Gestión
Ambiental, ya impedía el ocasionar daños a otros pese a no mantener con estas
personas una relación jurídica previa, tal como ocurrió entre Chevron y los
afectados por la contaminación- Se descarta por lo tanto, que el derecho de las
personas a reclamar frente a haber sido víctimas de un daño ambiental, haya sido
aplicado en forma retroactiva a ios actos cometidos por Chevron, pties el Código
Civil y las disposiciones aplicables en el caso entraron en vigencia incluso antes
de que TexPet iniciara sus operaciones en el Ecuador".

Indemnización agravada del 10% que contempla la Ley de Gestión
Ambiental

Para resolver si la indemnización agravada que contempla la Ley de Gestión
Ambiental en su artículo 43 es derecho sustantivo y si fue aplicado de manera
retroactiva, produciendo una vulneración al derecho a la seguridad jurídica del
accionante, esta Corte realiza las siguientes consideraciones*

Específicamente, el artículo 43 en la parte pertinente menciona que:

"(.„) Sin perjuicio de las demás accione!» legales nque hubiere Jugar, el juez condenará
ai responsable de los daños al pago de indemnizaciones a favor de la colectividad
di reclamen le afectada y a la reparación de los daños y perjuicios ocasionados. Además
condenara al responsable al pago del diez por ciento ([{)%) del valor que íepresente la
indemnizaciún a favor del accionante (...)".

Lejos de interpretar o de juzgar la correcta o incorrecta aplicación del artículo 43
de la Ley de Gestión Ambiental por parte de la Corte Nacional de Justicia, fa
Corte Constitucional ve la necesidad de identificar si se trata de una norma de

contenido sustancial o procesal. Cabe mencionar que para realizar dicha
distinción no basta con observar en qué cuerpo normativo se encuentran
contenidas^0, así pues podemos encontrar tanto normas sustanciales como
procesales en códigos civiles, penales y de procedimiento, indistintamente. En el
presente caso, la Ley de Gestión Ambienlal fue categoiizada por la Corte

* Cúdigu Civil Ecuatoriano, Registro Oficial Suplemento 104, publicado d 20 de nuviumhru de 1970,
última reforma 2005,actualmente derogado, uriícutos Nr" 2260 y 2256.
nfi Ecliandía Duvis, Tecina General del Proceso, Op. CiL, pag. 83.
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Nacional de Justicia de manera genérica como una norma de carácter procesal/'7
no obstante, dicha circunstancia no impide que en dicha Ley se puedan encontrar

disposiciones que en efecto tengan un contenido material.

Así pues, para Cabrera Acosta, el derecho sustantivo o material es el que
establece derechos y obligaciones, facultades y deberes para las personas y que

prevé., normalmente las sanciones que deben aplicarse a aquellas cuando incurran
en incumplimiento^. Las normas procesales por su parte, son normas medios, es
decir configuran los procesos de los que disponen los órganos jurisdiccionales

para realizar el derecho objetivo en el caso concreto^, criterio que también ha
sido sostenido por la Corte Nacional de Justicia a través de sus fallos70.

En el presente caso, lo qtie regula puntualmente la sección del artículo 43 que se

analiza es la indemnización agravada a aplicarse sobre el responsable de los

daños cometidos en contra de una colectividad, si bien no se puede decir que en

sí misma, la responsabilidad por danos aparezca con ia norma antes citada, pues

como se explicó anteriormente, la reparación por daños extra contractuales a

personas indeterminadas ya se encontraba regulada en ei Código Civil, y la
posibilidad de realizar una demanda colectiva también; lo que sí aparece es una

nueva reparación a causa de un daño civil, la misma que impone el pago del diez
por ciento (10%) adicional del valor que represente la indemnización a favor del
accionante. En base a las distinciones que hemos realizado entre normas

sustantivas y procedimentales, no puede decirse que dicha sanción agravada se
encuadra en el segundo supuesto, pues precisamente contiene una obligación
clara como consecuencia de un hecho, es decir regula una situación jurídica

concreta y fija una consecuencia. Estamos por lo tanto, frente a una norma

sustantiva, no procedimental.

Resta entonces verificar en la causa, si en efecto, se aplicó dicha norma

sustantiva y de así serlo habrá que determinar si se realizó una aplicación
retroactiva en vulneración del derecho a la seguridad jurídica.

í,? Corle Nacional de Justicia, Resolución N. Ü298-2G13 de 12 Je: noviembre de 2013, página 199,
l,L| Cabrera Acoslo. Benigno Humberto, Teoría General del l'mceso, tdieícines Jurídicas Gustavo Ibáííez,
Bogóla 1994,
mEchandía Dcvis, Teoría General delProccsoh pág. 40 y ss.
711 Resolución N." JS7-2Í114 de 1;l Sala Especializada tie la Familia, Niñez, Adolescencia y Adulescenle::
1cifradores de la Curie Nacional de Justicia du 30 di ticlub re de 2014
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5f bien en ía semencia que se impugna, tío se encuentra tategóricamente fijada ía
indemnización agravada del 10% que crea la Ley de Gestión Ambiental, di haber
3a Corte Nacional de Justicia confirmado parcialmente la sentencia de apelación
(salvo en lo que se refiere a daños punitivos) y esta última al confirmar la
sentencia de primera instancia, nos obliga a revisar si en alguna de estas
decisiones judiciales en efecto se aplica dicha sanción. De la revisión del
expediente, se übCrcnc que en cfcclu, en ía sentencia de primera instancia en su
último párrafo establece: "Adkioualmente, po> mandato legal el demandado
deberá satisfacer un 10% adicional al valor sentenciado por concepto de
reparación de daños a nombre del Frente de Defensa de la Amazonia." Del
mismo modo. Ja sentencia de apelación confirmó eJ 10% adicional otorgado a
favor de tos afectados por la contaminación.

Anle esla circunstancia, ¡a Conc debe analizar si fa aplicación de dicha norma
alentó conlra ei derecho a la seguridad jurídica de la compañía accionante. Como
se mencionó, la aplicación retroactiva de las normas, en principio, trastoca ei
derecho ala seguridad jurídica, inda vez, que rompe la certeza jurídica que deben
tener las personas sobre ei derecho que regula sus actos. Ahora bien, la Corte
considera necesario resaltar que cí derecho a la seguridad jurídica y el correlativo
principio de [rrc[reactividad de la^ normas admite excepciones en situaciones
fronterizas71, es decir, en casos difíciles72 en los que se presentan conflictos entre
derechos.

11 Peces Bjuba, Gregorio. Curso de Derechos Fúndamemales, Teoríii General. CiKüíeinn de la
UnivcjutbiJ Curlu?. IJ] de Madrid y l¡i ImpenU del HüJcjJjí OfidaJ del Estildo. M>dnd, E¿pin;i ]WV.
página, Zi3 y ís.
73 Lns dcreelms cu serio (Taking Rifihts Scmiously), Traducción Marta Gu¡invino, Ujrccíona, Ariel
derecho, 1" Edición 1.984. L¡i posición dn Dwurkin en relación a lüs casos difíciles es una jpUeación de
su crítica del positivismo jurídico; una denuncia vibre que el positivismo jurídico no..gasino un:i
aplicación mecanigii[lej__derech[> que nd sirve en situaciones en las que el sistema nojieni- prevista una
solución y en Jo^ensos en quu la aplicneión de iicucrdo con el sisimia establecido, cxisl.i n no norma
predeterminad^. sm_ legran temente injuMa. Eslt> supone que L certeza de las tenis poMlivislas es
insuficiente, ya que el hecho de que cíí-íIíi un margen de dkeri^dunnhdnd en In aplicnciori d¿l derecho
nupjde íikíiJiz.ti el >deal Je una ún/eu <u>]uuán correen purít c.ids Cflso Lít solución que pl^ca Dwwkiii
pasaría por construir un modulo de m¿iinutrí u uto adecuado que permita establecer l-u.A eí la solución
corréela piím amia lümi, a Iraves de la leoiía de los derechos. Divjirkín defiende que el juez no solo esla
posibilitado, siíki <^ue ademas esla obligado a descubrir los dereLhns de la parles en litigio enn absoluta
precisión y certeza, ya que estos dcreclios exislirían con antelación y pimía aulonomía rc^pecüi al
procedimiento que &l: siguepara su descubrimiento. Para Dworfcin, Ij sniución del caso difícil p;isa pnr un

cew) de ra-Tjn.jmienLti en el que se debe organizar una teoría de la consiiiución, configurada como un
ñjunto complmu de principios y diteciriccs políticas que justifique esc esquema de ¡joFuliihj. Dworkin,

coloca junio j las; normas jurídicas propiarniinltf dichas, unas, piíuins. o índices inlcleelüiJlLS do In decisión.
¡v/itífc:, ¿fíM. hi/rf/n posible fkrc una UFtic*i süívliihi l-wjcl'éj s cittlíi cjístj- Pero tibiatfccisHtn jujidica cojjcelHí

r\

^
A.v 12 üe Oclubre N ló-l Id y pasaje Nimias Jimeneí
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Nos encontramos ante un caso difícil cuando un determinado litigio no se puede
subsumir claiameme en una norma jurídica o cuya subsvmción tenga como

resultado una decisión ínjuslri; situación que obliga al juez, a resolver la causa en
unü y otro senlído relacionando ef caso con los derechos que se cncuenlran en
juego7-1. La solución de un caso difícil siguiendo al profesor Dwurkiii, pasa poc
un piocGM> de íazoflamiento en el que se debe organizar una teoría de la
constitución, configurada como un conjunto complejo de principios y directrices
políticas que justifique ese esquema de gobierno. Ya en el plano nacional,
nuestra teoría constitucional, nos obliga a resolver los conflictos entre derechos o

ios casos difíciles inteipíetando ios derechos poi el tendr literal que más se ajuste
a ]a Constitución en su integralidad y en caso de duda se deben interpretar en el
sentido que más se favorezca a la plena vigencia de los derechos y que mejor
iespete la voluntad del constituyente74.

La Corte observa que en el presente caso, se crea una situación fronteriza por las

siguientes circunstancias: a) la aplicación retroactiva de la indemnización
agravada dispuesta por la Ley de Gestión Ambiental que no se encontraba
permitida por eí ordenamiento jurídico en aquet entonces, situación míe afectaría
el derecho a fa seguridad jurídica del accionante, y b) La aplicación retroactiva de

la indemnización agravada de la Ley de Gestión Ambiental que constituye una
norma encaminada a mitigar los daños sufridos por quienes se vieron afectados

poi ia contaminación ambiental, a recomponer el ambiente y también constituye
un mecanismo para persuadir que dichos daños sigan ocurriendo, siluacíón que Li

hace ia norma más favorable a la satisfacción de los derechos del medio ambiente

y los derechos humanos. Es así, que en el análisis de la aplicación tetroaclíva del
artículo 43 de ia Ley de Gestión Ambiental se desprende un conflicto entre tos
derechos a la segundad jurídica y el derecho a gozar de un ambiente sano75.

Frente a lo expuesto, corresponde a la presente CorLe preguntarse: ¿en materia
ambiental, es factible realizai una aplicación retroactiva de las normas en

disminución del derecho a la seguridad jurídica?

mi \kv da ser una mar.t prubjibilídad sino que el órgano judícijil eslií obligado <i actuar ixmfurine a es^s
pjuüf*n índices prcCifinlii1!. cuya pocid*.'rabión nizonüljk flfrcciirá ;i'lcni¿U nn;i iínic;i solución oinTecln
'' L£* iktccfcps RJi strin i,T¡i^jii£ Síighií ítruiLTusWX TriiüucLiuin Mmtíi Guj^l^iní*. Bjud-kín:!. Ariel
diíí^lwi. I" Edición L0S4
^ ConsüSucióii da !,j República del Ecuador, Art. 427
75 Constitución da 1;< República del Ecuador Artículo firj mimeraf 27: "El derecho ti vivir en ttn ambicia
sano, ccQlÓgicumeuw equilibrado, hh e de coniamumciim y en arinünüs enn la tiirsiinik-z--' "
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Haciendo un análisis simplificado desde la legalidad del caso, podría concluirse
que si al momento de ocurrencia del daño no Se encontraba prevista la sanción
del 10% creada por la Ley de Gestión Ambiental, esta no podría ser aplicada para
sancionar a Chevron, por tratarse, como dijimos anteriormente, de una norma

sustantiva cuya aplicación retroactiva no estaba admitida por el ordenamiento

jurídico de aquel entonces. Este tipo de análisis haría imposible la aplicación
retroactiva de una norma pese a que se encontraran en juego otros derechos
constitucionales y esta pudiese protegerlos de una mayor manera.

Ahora bien, en casos cuyo contenido versa sobre temas ambientales y derechos
humanos, como es el presente, aunque originalmente hayan sido acciones civiles,

el análisis de aplicación retroactiva de una norma se torna más complejo,
considerando, que son materias en las que existen principios que actúan como
directrices hermenéuticas para determinar que norma jurídica resulta aplicable e
incluso cuál es el ámbito temporal en el que opera.

Para resolver el problema normativo sobre la aplicación retroactiva del artículo
43 de la Ley de Gestión Ambiental, el principio medular impuesto por la
Constitución de la República en materia ambiental es el principio in dubio pro
natura, cuyo contenido tiene una configuración de rango constitucional que en su
irradiación sobre el orden jurídico infraconstitucional produce efectos
determinantes en favor de la naturaleza como consecuencia de su aplicación.

Al respecto, el artículo 395 numeral 5 de la Constitución de la República,
literalmente establece:

"Art. 395.- Lei Constitución reconoce ios sigtiienles principios ambientales;
En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales en materia ambiental,
estas se aplicarán en ci sentido más favorable a la protección de Ja naturaleza".

El principio in dubio pro natura ayuda al juzgador a elegir la norma a ser
aplicada al caso concreto7^, en base a este principio, los jueces al momento de

'"' Claudia Slorini, "Hürmenéuliea y Tribunal Constitucional", en Las temas tie la Constituyente Faio:
¿'Revista de Derecho, Nn 7, I semestre de 2007, (Quito, Corporación Editora Nacional, 2(1(17), 1S3.

íustavo Ziígrübulski misIíciil:: "Las reglas jurídicas que caen en el ámbito de disponibilidad del legislador
comenzaran a concebirse solo coirio una de las ••cara4» del derecho. Se eülalilcceril como normal
exigücicía la de hacerla «concordar» con la oIra cara, la úi; losprincipios contenida en la Cónsul lición. La

Av 12 de Octubre N16-114y pasa|e Nicolás Jiménez
(frente al parque El A'boliloJ *Telfs •{593-2) 3W-13QQ



Cauta K"UHtf-M i lL PJjifu iaSili:14D

aplicar las normas ambientales deben preferiblemente elegir la inlerpíetación o la
norma en favor de la naturaleza como resullado del mandato constitucional

imperativo, contenido en forma de principio ambienlal77.

Queda ciato que los ejecutores Je las normas ambientales deben realizar una

interprelación con base en los principios de orden constitucional previstos en
materia ambiental. Si la duda al mümemu de aplicar los contenidos de una norma

ambiental esla presente en el operador jurídico o autoridades adminisnaíivas.

estos deben picfcrir la que mas proteja a la naturnleza, que en definitiva, es el

contenido sustancial del indubio pro natura78.

A ello, debe sumarse la idea que la Constitución de la República no prohibe
expresamente la aplicación retroactiva de la*, uoimas ambientales a diferencia de
lo que sucede con las tributarias y las de orden penal. Sin embargo, mantiene una
norma de carácter general contenida en el Art, 82 que se fundamenta en el

respeto a ia Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras,
públicas y aplicadas por las autoridades competentes.

Pasa solucionar este caso cornéelo, no se puede decir que opera ni la
irretroaclividad de las normas n casos anterioies -bajo la forma general de
seguridad jurídica y previsibiJidad de las normas- ni la máxima jurídica

jerárquica de solución de antinomias lexposteriori derogatpriora por cuanto la
valoración pitia superar tal conHielo radica en el grado de protección que una ley

vLlí'ítao^on de esifi Llenóla ^Jo porjtjfi set^ lp última insranci.i, competencia Ju ü inrisiliceiniV'.
Zugrcbclski,"El derecho áúcúl Ijy, dcrccEiei, justicia", 113.
77 CEDRC, Crniro tic Estudios y Difusión del Derecho Coiislílueíonal lie la Corle ConslJIíiLioiial del
heundnr. Informe de inviisligación jurídica: alcance tic los pririL-ipios de aplicación del sentido más
favorable de las normas pura la protección de Janalaraleza, ptfg. 2 y s>¡-
,n El principio ín dubio pro natura, ccmstiluye nn principio reconocido ealegóricaiocun, por nuestra
Constitución di. la R-cpública, cuyo contenido [[ene- como fandamcnlo hacer tjuii se cumplan l-ti-i derechos
de ta naturaleza, l:^c principio inclina la balanza en favor de l;i n.Lly raleza por diversas razona, en primer
Jucar [ian consolidar L idea consumenmal Je! buen vivir, *c£um l.i cnal liis seres himiano\ como ini
elemento más Jcnim dJ ecosistema, de huí™ a vclnr por lu piotcccjón de la naturaleza sin la cual nuestra
supervive ncj.i sería imposible; otra de Jas ra^rmi-s que justifican lJ principio pro nalura es el giaüo actual
de conciminaciojí de nuestro ambíenle y ]a necesidad de tomar uiudidas urgentes para evílsr potcneiales
doños en el liiluíti. Siendo este principio lambicn ana expresión del principio precautorio que ha sido el
eje del derecho ambiental desde 3992 cuando ios estados suscribieron Ja Declaración de Rio sobre Medio
Ambiente y Desarrollo, en el Mareo de reunión de Rio de Janeiro dLl 3 al 14 de junio de 1^2, en la que
se reafirmó 1» Duclaración de Ja Conlerenda de las Naciones Unida-* '¡obre el Medio Humano, aprobada
en Eslocohrjo el líi dij ¡unió de 1572.
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posterior puedj dar a los deiechos de la ualurale^a. De ahí, que por ejemplo, si
una íey nueva es más rigurosa en corurúlts ambientales, esta puede entrar en
cundido con una norma anterior de menor proíección, decidiéndose i;n este caso
por la primacía pro natura por sobre la seguridad jurídica y previsibilidad de la
norma y debiendo aplicarse In norma poslerior que protege al ambiente de la
manera más rigurosa.

Entonces, la Corte responde a la interrogante planteada diciendo que es factible
la aplicación retroactiva de una norma ambiental en tanto la ley posterior brinde
un mayor grado de protección a la naLuraleza que la ley anterior, y siempre que al
juzgador se le presenten dudas respecto de la norma que debía ser aplicada,
aunque esto signifique que el derecho a la seguridad jurídica pueda verse
íi Teclado.

Ahora bien, respecto de cómo en el juzgamiento de Lemas ambientales pueden
generarse dudas que habiliten la elección de una norma que resulta favorable para
la naturaleza, la Corte entiende que el ceniro de dicha interrógame se encuentra
en las características del daño ambremal, el mismo que por su naturaleza es
expansivo, tanto en 3o temporal como en el espacio físico que invade. El daño
ambiental va más allá de su centro de acción en la escala del tiempo siendo sus
eíeelos nocivos crecientes y perdurables. Constituye por lo lanto, una
problemática que concierne ai interés general de la comunidad, sin fronteras y
exLiende su amenaza a las futuras generaciones.

Ese carácter difuso del daño ambienlal planlea un marco de complejidad incluso
en la individualización del nexo ele causalidad en virtud de dos Tactores'. 1) por la
posibilidad de que ios efectos nocivos del daño se presenten después de un
pciiodo largo de tiempo; y, 2) por la propagación de sus efectos en largas
distancias. Tales motivos han llevado a la doctrina y jurisprudencia internacional
a ámbar a la conclusión de que en materia de daño ambiental hay mucho de
sutilidad indescifrable y cambiante tanto eu la identificación de los responsables
como en la valoración de los hechos en el tiempo como para limitarlos a una
simple subsuncion de la norma al caso75.

'P~y CilfcraltíL Néstor, Introducción al derecho ambiental. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
¡iLurules, Instituto Mjici-unal de Ideología, Progr;im¿i de Naciones Unidas1 para el Mediii Ambiente,

BiiLjios Aires Argentina, 20(13. Pág, 72. Disponibíe en web!
hlips;//|jooks,googli¿. u.'Tn.ec/buoks? iri sAWc_YnZZ5WL¡C&pg=PA72&]|>g=PA72&dq=lo mplejidades+d

M
A« IZ de Octubre N16-114 y pasee? Ni¿olaa Jiménez
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En el caso que se estudia, el artículo 43 de la Ley de Gestión Ambiental, cu

efecto, brindaba un mateo de protección reforzado ai derecho -a vivir en un

ambiente sano y en definitiva a los derechos de la nnUirateza, y de las personas

que han sufrido afectaciones a causa de su contaminación, toda ve? que es una
norma que no solo sanciona fuertemente a quienes ocasionan daños ambientales
sino ouc al ser una sanción agravada Mr/ve como elementa de persuasión para

luimos hechos contaminantes; circunstancia que le permite concluir a esta Corle,
que se trataba de la norma más favorable a los derechos de la naturaleza, pues los
montos de indemnización se incrementan y con elfo, la posibilidad de
recomponer los derechos de fa mejor maneta posible.

En cuanto a si en el juzgamiento del caso se pueden haberse presentado dudas
que justifiquen ia aplicación de una norma posterior por ser más favorable, la
Corte observa que el caso resulta de lal grado de complejidad, que incluso ts
difícil situar el momento exacto en que ocurrió el hecho contaminante,

considerando que no se trató de un accidente aislado sino de la operación
petrolera en su conjunto que duró alrededor de 2S años, con más razón podrían
surgir dudas sobre la norma que se encontraba vigente al momento lid daño,

ptiey incluso considerando que el daño ambiental no ha sido repinado podría
considerarse que este subsiste en el tiempo y como tal, las normas vigentes
pueden ser aplicadas.

EJ daño ambienlal al no ser un daño común, considerando el bien jurídico que se
encuentra comprometido, es difícil de ser individualizado y encasillado en las
clasificaciones tradicionales de daño cierto o incierto, daño actual o futuro o daño

ajeno. Si es tan difícil de encasillar ti daño anrtñeiUal en uno de estos tipos, mns
difícil aún, resulta determinar la norma que temporalmente resulta aplicable,

En ios casos de daño ambiental es latente una inccvtidumbrc cientilica que nos
obliga a inclinar la balanza en lavar del ambiente, esta inccvtidumbrc se da

porque por ejemplo, al momento de juzgar el caso, pese a la gran cantidad de
inlormcs periciales que se realicen, persisten dudas sobre cuáles son los efectos

tóxicos de un compuesto a corto, mediano o largo plazo; cuáles serán los efectos

el*tf.i %C1% R1 o+íimbfc nial &souri^=M&o ts=5(l1uQcílJjd&sig=J2U t>4-JÍ IB Ll WliY7bUsv/XIjMM1Qw&
hl =es&sa=X&vu(!=0CCcÜ ftAEwAiuoVChM I2cDwsq rHyAIVBKKACh2Xggd2#v=oncpfl ije&q=complej
iü:iíLi¡55&2Gdel%2Qrij iSC3%B1o%2fa inbiun IeiJ &f=fal ic
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de las sustancias en las generaciones futuras; ia medida en la que se reduce la
expectativa de vida y salud en las poblaciones cercanas a la contaminación, entre
muchas otras. Toda esta incerlidumbre científica se traduce en una incertidumbre

jurídica, toda vcz3 que cuando se juzgan actos de contaminación ambiental no se
puede conocer con absoluta certeza cuando empieza y cuando termina el daño,
siendo el ámbito de vigencia temporal de las normas aplicables también
discutible.

Además, en materia de daño ambiental, la no reparación en el tiempo de un
hecho contaminante podría inclusive tener efectos más gravosos que aquellos
producidos al momento del daño. En el presente caso, se puede ver como lo que
se juzga y sanciona son los hechos ocurridos y aquellos que van naciendo como
producto de la contaminación, así por ejemplo, se sancionan las muertes,
enfermedades y descomposición social ocurridas durante todo este periodo de
üempo en el que Chevron se ha negado a reparar el daño. Es por eso, que se
presentan serias dudas respecto de cómo opera en materia ambiental y,
específicamente, en este caso, la temporalidad de las normas sustantivas, esla
duda que se ha planteado es la que la Corle Constitucional estima que justifica la
elección de la norma más favorable a la satisfacción de los derechos ambientales.

Ha quedado demostrado que en el presente caso, se dan los presupuestos
necesarios para que opere el principio pro natura, por lo que no puedejuzgarse a
priori fa aplicación retroactiva del artículo 43 de la Ley de Gestión Ambiental
como violatoria de derechos constitucionales, recordemos que cuando existen
conflictos entre derechos, el hecho de que uno de ellos ceda para lograr la
máxima satisfacción de otro, no contradice la Constitución de la República, sino
por el contrario, la cumple de manera más justa c integral.

La Corte observa que durante las distintas instancias han prevalecido ¡os
derechos ambientales por sobre el derecho a la seguridad jurídica invocado por la
compañía accionante, pero dicha prevalencia resulta coherente con ei orden
constitucional que obliga a los juzgadores a interpretar y aplicar las normas en
favor de la naturaleza.

sisten además, otras razones que le permiten a ¡a Corte Constitucióna
considerar que en este caso puntual, el principio de írretroactividad debe ceder

Av \2 de Ociubrü N16-114 y pasaje Nicolás Jirnéne*
ffrente eiI nsmue El Arbola • T9lfe. (593-21394-1300
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ante el principiopro natura. Es preciso recordar que el fundamenLo del principio
de irretroactividad de las normas es no afectar los derechos adquiridos, es decir

no afectar un estado de cosas definido jurídicamente que no puede ser cambiado

por la normativa sobreviniente. El principio de irretroactividad, por el contrario,

no constituye un derecho a que el ordenamiento jurídico se mantenga petrificado,
invariable o inmutable y proteja a quienes han vulnerado derechos de
circunstancias previamente no reguladas.

Cuando hablamos de contaminación ambiental, por tratarse de un derecho
humano y además de normativa de orden público, y por lo tanto, de aplicación
obligatoria e inmediata, no es posible considerar la existencia de derechos

adquiridos ni situaciones jurídicas consolidadas, tanto es así, que nuestro
ordenamiento constitucional hoy lo concibe como una conducta imprescriptible.
No es posible entonces, alegar la existencia de derechos adquiridos ni de
situaciones jurídicas consolidadas, cuando estos se encuentran en contraposición
del derecho fundamental al ambiente sano. Cuando un derecho presuntamente
adquirido se enfrenta a un derecho de incidencia colectiva de carácter ambiental,
sí el primero pone en peligro la conservación o sostenibilidad del segundo, la
Constitución de la República protege y hace prevalecer el derecho fundamental al
ambiente, en virtud de los posibles daños de imposible reparación.

Es posible afirmar entonces que nadie tiene el derecho adquirido a contaminar ni
puede alegar la existencia de una situación jurídica consolidada cuando su
accionar dañó el medio ambiente y además cuando estén de por medio intereses
colectivos ambientales. Bajo esta lógica, es absolutamente posible e incluso en
ocasiones necesaria, la aplicación retroactiva de la normaLiva ambiental, en la
medida que esto conlleve mayores nivelesde protección*0.

Por lo antes mencionado, esta Corte entiende que la aplicación del segundo
inciso del artículo 43 de la Ley de Geslión Ambiental, no significó una
vulneración del derecho a la seguridad jurídica toda vez que respondió al
principio constitucional in dubio pro natura, el cual obliga a fos juzgadores a
aplicar la norma más favorable a la naturaleza en caso de duda normativa, y logró
proteger los derechos al ambiente sano y naturaleza, de la mejor manera posible*

v" Chacón Mario Pena, llcini;iclividad de la normativa ¡unbienEal, departamcitlo de publicaciones de 1
Universidad de Buejins Aires, Argentina,
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6.- La sentencia dictada por Jos jueces de to Sala de Jo Civil y Mercantil de la

Corte Nacional de Justicia, con Techa 12 de noviembre de 2i}U. ¿vulnera *1
derecho a la seguridad jurídica contenido en el artículo 82 de la

Constitución de la República, a causa de la aplicación retroactiva del
régimen de responsabilidad objetiva?

De acuerdo con la compañía accionante, dentro del proceso no se pudo demostrar

lcgalmente la supuesta responsabilidad de TexPet en la contaminación ambiental,
y es por ello, que Jos demandantes, sin sustento alguno, pidieron revertir la carga
de ía prueba, y traspasarla a Chevron, aplicando de forma retroactiva ei articula
39ó de la Constitución de la República.

Puntualmente, respecto de la sentencia dicinda por la Corte Nacional de Justicia,
se argumenta que ios jueces de casación no corrígieron la decisión deí Juzgado

de aplicar la responsabilidad objetiva e invertir la carga de ia prueba en relación a
la Culpa; decisión que tuvo como sustento; :. El fallo de la ex Corte Suprema de
Justicia (caso Dclfina Torres); //. Una imerpretación exiensiva del arlículo 2229
del Código Civil; y, iii. E[ articulo 396 de ta Constitución, de ía República,

Se sostiene además, que el trasladar la carga de la prueba a Chevron, carece de
mérito legal pues es un principio básico que si los demandantes desean hacer
tesponsable a Chevron por supuestos djños, son ellos, quienes Lienen que probar
que los daños lueron causados por actuaciones negligentes de la Compañía,

Al respecto, la Corte Nacional de Justicia, realizando una interpretación de lo
dispuesto por los artículos 2214, 2229 y 2236 del Código Civil, interpretó que Ta
responsabilidad civil se sustenta en ei principio fundamental del derecho según el
cual, nadie eslá obligado a sufrir injustamente una carga a la que no está
obligado, es así que todo daño que pueda imputarse a la malicia o negligencia de
otra persona debe ser reparado por esta, independienLe mente de ta existencia de
culpa.

La Corte Nacional de Justicia entiende que desde la vigencia de los artículos del
índigo Civil antes mencionados, en el Ecuador se encuentra vigente el régimen

responsabilidad objetiva, el cual permite que la culpa y el dolo no sean
presupuestos necesarios para que se configure el daño y la consecuente

P; \2 da OctuQre Ni^llJ y pa^jc Nfcíjl^s Jiménez
iír-ente ¿i| parque El acolito} • Telfs: (593-2) 394-1BGD
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obligación de repararlo. La responsabilidad objeliva pone énfasis en el daño en si
mismo- bastando entonces con probar la existencia del daño e identificar al

caúsenle para que este último tenga el deber de repararlo. Tal interpretación de la
Corte Nacional de Justicia entiende que los fundamentos de la responsabilidad
civil objetiva son el riesgo creado, pese a que este sea no culposo, y la necesidad
de reparación de quienes han sido victimas del daño.

La Oírte Nacional de Justicia concluye que por ser kiü actividades petroleras
consideradas como de alto riesgo, el régimen adecuado será siempre el de
responsabilidad objetiva, en virtud de lo cual, con sólo la existencia del daño se

reputa al agente explotador como el causante del daño y por lü Lanto, *erá el
responsable de Ja leparacjón de los daños y perjuicios causados. Esta obligación
directa de reparación que se crea para la persona que cometió el daño, hace que
quien tía sido señalado como responsable de [os hechos riesgosos o dañosos sea
quien deba desvinuar dicha obligación ya creada por la norma, inviniéndose
inevitablemente la carga de la prueba.

La argumentación desarrollada por la Corte Nacional de Justicia y su
interpretación de la normativa civil que fa lleva a concluir, al igual que lo
hicieron las distintas instancias, que desde antes de la Ley de Gestión Ambiental
ya operaba la responsabilidad civil objetiva en el Ecuador en base a los artículos
2214 y 2229 del Código Civil, ¡ustitica el por qué no existió en lo que se refiere
al régimen de responsabilidad objetiva una aplicación reiroactiva de las notmas,

siendo los legítimos intérpreics de aquellas quienes asilo hanjuzgado-

Desde fuego que la aplicación o interpretación inconstitucional de una norma,

podría acarrear una vulneración grave del derecho a la seguridad jurídica, por lo
que la Corte entiende que en este caso, no estamos ante dicho supuesto, pues la
imerpretación elaborada por la Corte Nacional de Justicia ha sido coherente no
solo con la noimaiiva civil sino con c] orden constitucional de Ja República, el
cual es altamente protector de los derechos ambientales y derechos humanos que
se ven afectados cuando ocurre un daño ambienlal.

Como se mencionó precedentemente, el derecho ambiental es eminentemente

principal ista, situación que condiciona fuertemente la interpretación de las
normas jurídicas en los casos de con laminación ambiental, si bien los jueces de
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instancia, por ia falta de evolución de este derecho al momento de su tramitación
no aplicaron la normativa constitucional clara que hoy exisle al respecto, esta
Corte entiende que llegaron a una solución respetuosa de ella, pues constituye
una interpretación cobcrente con los principios pro natura y pre cantono que
hoy rigen fuertemente nuestro mundo jurídico y sobre todo conel artículo 396 de
la Constitución de fa República que categóricamente establece que ia
responsabilidadpor daños ambientales es objetiva.

El régimen de responsabilidad objetiva, la inversión de la carga de la prueba, el
principio de aplicación de la norma más favorable a la protección de los derechos
de ia naturaleza, la imprescriptibilidad de los derechos ambientales, configuran el
bloque constitucional para precautelar la naturaleza, objetivos que fueron
alcanzados con la aplicación normativa hecha por los jueces de instancia y la
Corte Nacional de Justicia, circunstancia que esta Corte Constitucional debe
avalar.

En tal sentido, se concluye que no existió una aplicación retroactiva del régimen
de responsabilidad objetiva» considerando que dicho régimen se desprende de la
normativa civil aplicada al caso y vigente a la época en que se causaron los
daños. Situación que a su vez, descarta la existencia de vulneraciones al derecho
de seguridad jurídica de la compañía accionante.

7.- La sentencia dictada por los jueces de la Sala de lo Civil y Mercantil de la
Corte Nacional de Justicia, con fecha 12 de noviembre de 2013, ¿vulneró el
derecho constitucional a la seguridad jurídica en relación al principio de
congruencia de las decisiones judiciales?

OLro de los argumentos del legitimado activo al proponer la presente acción
extraordinaria de protección, radica en la supuesta inobservancia del principio de
congruencia aplicable a las decisiones judiciales que, según se manifiesta en la
demanda, habría ocasionado en el caso concreto, la vulneración del derecho a la
segundad jurídica.

En tal sentido, el accionante manifiesta que la sentencia dictada por el juez de
imcra instancia, ratificada posteriormente por el Tribunal de Apelación y por1

Corte de Casación, incluyó dentro de la reparación indemnízaloría, categorías de

www.cortecon stitu cional.gob.ee
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daños que no fueron expueslos ni solicitados por los demandantes, afectando así,
el principio procesal de congruencia, en virtud del cual, los jueces solo pueden
decidir sobre las pretensiones planteadas por los adores en la demanda. Según

señala el accionante, las únicas reparaciones que los demandantes solicitaron al
proponer la demanda por daño ambiental conEra Chevron, consistieron en que se:
^quitaran los contaminantes y que se repararan los daños ambientales en la
zona".

De manera específica, el legitimado activo refiere que las categorías de daños
sobre las cuales se pronunció el juez de primera instancia y que no fueron
demandas por los actores, son las siguientes:

Señala que se ordenó a Chevron financiar un plan de salud pública pata el tratamiento de
supuestos casos de cáncer por un monto de USD 800.000.000,00; aunque la demanda no
incluía petición alguna de pagos indemnizáronos atribuíbles a una mayor incidencia de

cáncer a causa de las operaciones de producción petrolera en la zona.

En igual sentido, indica que Iíi semencia ordenó a Chevron construir un nuevo sistema de
agua potable por un monto de USD 150.000.000,00 como medida sustituí iva y

supuestamente compíementaría a la limpieza ambiental del suelo y el agua subterránea;
categoría que según señala el accionante, no se encuentra incluida en los petitorios de los
demandantes.

Finalmente, sostiene que el juez de primera instancia dispuso que Chevron financiará un
programa de reanimación étnica y reconstrucción de la comunidad por un monto de USD

100.000.000.00; [fue, de acuerdo a los argumentos del legitimado activo, no se encontraba

dentro de las pretensiones de la demanda planteada en su momento contra Chevron.

Bajo los argumentos hasta aquí detallados, el accionante alega la vulneración del

derecho a la seguridad jurídica, cuyo contenido constitucional ha quedado

expresamente delimitado en los párrafos precedentes; no obstante, para el análisis
que corresponde realizar en el présenle acápite, es preciso referirnos
primeramente, a la relación del principio de congruencia respecto al derecho
constitucional a la seguridad jurídica.

Desde el ámbito doctrinario, el principio de congruencia es entendido como: "el
principio normativo que exige la identidad jurídica entre lo resuelto, en
cualquier sentido por el juez en la sentencia y las pretensiones y excepciones
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planteadas por las paites (...) también entre la sentencia y lo ordenador por la
ley que sea resuelto de oficio por eljuzgador"81; de esla manera, en función del
principio de congruencia la actividad jurisdiccional se encuentra limitada a emitir
un pronunciamiento únicamente respecto a las pretensiones de la pane actora en
relación a las excepciones o contestación planteadas por la contraparte,
constituyendo así, un verdadero principio regulador de las facultades resolutivas
de [osjueces.

La congruencia es entonces un principio procesal que constituye una especie del
genero del debido proceso e implica que los jueces a la hora de sentenciar deben
respetar el contradictorio del proceso, esto es, deben emitir su decisión sobre los
diversos aspectos de las pretensiones postuladas por cada una de las parles
procesales, siempre que el objeto de eslas pretcnsiones esté acorde a lo previsto
por la Ley32. No obstante, ello no significa que los jueces no puedan de oficio
pronunciarse respecto a cuestiones que a pesar de no haber sido alegadas por los
sujetos procesales, la ley lo ordene de forma expresa. Elprincipio de congruencia
se encuentra además, vinculado directamente con el derecho a la defensa en la

medida que este permite y garantiza al actor y demandado conocer los
argumentos formulados por cada una de las partesen orden a ejercer y desarrollar
una defensa adecuada de sus derechos e intereses, esperando a su vez, que el
órgano jurisdiccional correspondiente se pronuncie exclusivamente respecto a lo
argumentado de las partes.

La finalidad del principio de congruencia consiste entonces en evitar
arbitrariedades de parle de las autoridades jurisdiccionales, impidiendo que
dentro de las decisiones judiciales se dictaminen cuestiones que no han sido
debidamente invocadas por las partes procesales; de ahí que en igual sentido, este
concepto se encuentra ligado al principio de seguridad jurídica respecto a la
acluación de los jueces al momento de emitir una resolución, garantizando que el
pronunciamiento de los juzgadores se refiera únicamente a las alegaciones y
peticiones de las partes y evitando que se decida más allá de lo solicitado*

evis Hchundíü, Teoría General del Prüütsti, líuenos Aires: Editorial Universidad, iyy7. Fág. 7(3
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La Corte Constitucional ha resaltado a través de su jurisprudencia, la importancia

del principio bajo análisis, señalando que a través de la congruencia de la.s
decisiones judiciales, se garantiza el cumplimiento de oíros principios procesales

que rigen la actividad jurisdiccional y se tutela de forma efectiva las garantías del
debido proceso previstas por la Constitución de la República; asi este Organismo,
ha indicado lo siguiente:

"(-0 c) deber de congruencia, consisten le en lu exigencia que procede de la necesaria
conformidad que tiene que existir entre las pretensiones y la decisión judicial,

constiluye el objeto del proceso (principio dispositivo), con la finalidad de cumplir
con la exigencia constitucional de motivación de Tas resoluciones judiciales, en
virtud de la cual, bajo ningún concepto debiera presentar modificaciones sustanciales

sobre pretensiones o excepciones no enunciadas por los justiciables, pues se alteraría la

:'caus¡i de pedir', y se podría incluso comprometer el derecho constitucional de
recibir, por parte de los jueces y tribunales de justicia ordinaria, una tutela
judicial efectiva, imparcial yexpedita.'1 (Énfasis amidido)

No obsLanie lo señalado, el principio de congruencia no puede ser analizado

como un concepto absoluto, pues su contenido se ve relativizado en materia de

derechos humanos, en la jurisdicción constitucional y penal, en donde la

obligación de establecer una reparación integral a favor de la persona o grupo

humano que ha sufrido los efectos de una vulneración de derechos, permite

superar la visión del principio de congruencia y faculta al juez a dictaminar las

medidas que sean necesarias c idóneas, aun cuando no hayan sido expresamente

invocadas por las partes, en orden a remediar las consecuencias negativas de las
violaciones de derechos ocurridas.

En este sentido, la reparación integral o restitutio in integrum, ha sido concebida

en nuestra Constitución como un elementos trascendental que permita alcanzar la
más perfecta equivalencia entre los daños sufridos por la afectado y la reparación

adecuada para subsanar dicho daño, de tal manera que la víctima de una
vulneración de derechos sea ubicada en una situación lo más parecida posible a
aquélla en la que se encontraría si el hecho dañoso no hubiera tenido lugar^. Con
respecto a este concepto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha

alcanzado un vasto desarrollo respecto a su alcance y aplicación, considerando en

^ Maita María Navcíra Zarra, La obligutiíiii du rüpurjir Ion daños y perjuicios como efeelo de fa
responsabilidad civil. En:
!iü[^/¿ll1 p.rVlpx.conVjJWW/s.enrch/conlenl_lype:4/priiicipÍQ-fdc+Cü]igrüc:ncia/p3/\id/2tJ415l
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lo principal que: ''Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en
las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las
violaciones cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño
ocasionado en los planos tanto material como inmaterial"8'.

En el marco constitucional ecuatoriano, la reparación integral se encuenlra
prevista en materia penal, garantías jurisdiccionales y en materia de daños
ambientales115. En este último caso, el enfoque otorgado a los derechos de la
naturaleza en el ordenamiento constitucional ecuatoriano, implica el
reconocimiento de esta, a ser reparada integralmente conforme lo establece la
Norma Suprema a través de los siguientes artículos:

"ArÉ, 71.- La naturaleza o Partía Mama, donde se reproduce y realiza ia vida, tiene
derecho a que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y
regeneración de susciclos vilales, estructura, funciones y procesos evolutivos.
Toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad podra exigir a fa autoridad pública el
cumplimiento de los derechos de la naturaleza. Para aplicar c interpretar estos derechos
se observarán los principios establecidos en la Constitución, en lo que proceda.

El Eslado incentivará a las personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que
protejan la naturaleza, y promoverá el respeto a lados los clcmenLos que forman un
ecosistema." (Énfasis añadido)

MCorte Inleramericana de Derechos Humanos, Caso Acevedo Jaramillo yoEros Vs. Perú. excepciones
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de7 de febrero de2Q<H¡, Serie C No. 144 Párr
175.

^ Ari. 7&.- L:js víctimas de infracciones penales gozaran de protección especial, se les garantizará su no
revictíinüadún, particularmente- en la obtención y valoración de las pruebas, y se las protegerá de
cualquier amenaza u otras formas de intimidación. Se adoptarán mecanismos para miti reparación
¿alegra! que incluirá, sin dilaciones, el cimocimienlo de la verdad de los hechos y la restitución,
indemnización, re hab ilitación, garantía ña no repetición y satisfacción del derecho violado, (Énfasis
añadido)
Arl. 86.- Las garantías jurisdiccionales seregirán, en general, por las siguientes disposiciones; (,„)
3. (...) La jue¿j o juez, resolverá faeausa medíanle sentencia, y en caso deconstatarse ta vulneración de
derteims, deberá declararía, ordenar la reparación integral, material e inmaterial, y especificar e
individualizar las obligaciones, positivas y negativas, a cargo del destinatario de ladecisión judiciaL y las
circunstancias en que deban cumplirse, (Énfasis añadido)
Ate. 337»- Bn caso de daños ambientales el Estudii actuará de manera inmediata y subsidiaria para
garantizar la salud y la restauración de losecosistemas. Ademas de la sanción correspondiente, el Eslado
repetirá conlra el operador de la actividad que produjera el daño las obligaciones que conlleve ía

ció» integral, en las condiciones y con los procedimientos que la ley establezca, ka
:spiins:ibilidad también recaerá sobre las servidoras o servidores responsabEes de realizar el ciinEri)

ambienlal, (Énfasis añadido)
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"Art, 72.- La naturaleza tiene derecho a la restauración. Esta restauración sera

independiente de la obligación que tienen el Estado y las personas nainrales o jurídicas
de indemnizar a los individuos y colectivos que dependan de los sistemas naturales

afectados.

En los casos de impacto ambiental grave o permanente, incluidos los ocasionados por la
explotación de los recursos naturales no renovables, el Estado establecerá los
mecanismos más eficaces para alcanzar la reslauraüion, y adoptará las medidas

adecuadas para eliminar o mitigar fus consceneneras ambientales nocivas," (Énfasis
añadido)

''Art. 397.- En caso de daños ambientales el Estado actuará de manera inmediata y

subsidiaria para garantizar la salud y la restauración de los ecosistemas. Además de ía
sanción correspondiente, el Estado repetirá contra el operador de la actividad que
produjera el daño las obligaciones que conlleve la reparación integral, en las
condiciones y con los procedimientos que la ley establezca. La responsabilidad también

recaerá sobre las servidoras o servidores responsables de realizar el control ambiental.'1

(Énfasis añadido)

Las disposiciones constitucionales citadas, si bien se encuentran previstas en la

Constitución de la República vigente desde el 2008, no es menos cierto que el

derecho a vivir en un medio ambiente sano se encuentra reconocido en el marco

jurídico ecuatoriano a partir de la Constitución de 1978fl<¡ y a tiavés de la
Declaración de Estocolmo de 1972; de tal manera que, su vigencia como un

derecho humano de los denominados de tercera generación87 no es una novedad
en nuestro ordenamiento jurídico, de ahí que, al determinar su reparación por

K' Arl. 19.- Sin perjuicio de olios derechos necesarios para el pleno desenvolvimiento mnraE y material
que se deriva de la naturaleza de fa persona, el Estado le garantiza: (...)
2.- El derecho de vivir en un medio ambiente libre de contrini¡nación. Es deber del Eslado velar para que
esle derecho no sea afeetadis y tutelar l;i preservación de \;\ naturaleza. La ley establecerá las restricciones
al ejercicio di: determinados derechos o libertades, para proteger el medn» ambiente;
fiT "El derccJin al ambiente se inscribe dentro de la historia di: los derechos del humbre, la Evolución de
esns derecho1;. es. decir, sus cariícler esencialmente dinámico, en soma, '•¡uh historicidad, como ensenti
Uidarl Campos, en su encuentra en la misma base sobre la que reposa la diversidad de técnica de
protección de los derechos que encontramos en ei decurso del tiempo, y de modo muy acentuado en las
últimas decadas. (.r.) Es un derecho humano. La Conferencia de Estocolmo de 19*72 declaró que "El
hombre tiene el derecho fundamental a la libertad. Igualdad y condiciones de vida adecuadas en un
ambiente de calidad tal que pennila un desarrollo humano digno (primer principio) y en las deelaraeione*
se afirma que los dos aspectos del medio humano, el natural y el artificial, son esenciales para el bienestar
del hombre y para el goee de los derechos humanos fundamentales, incluso el derecho a la vida misma1'.
(...)".Tomás I-lulchinson, Responsabilidad Pública Ambiental. En Daño Ambiental, segunda edición, edil.
Jorge Mosscl y otros. Bueno Aires: Rubinzal - Culzoui,. 2001. Pág. 449
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posible* vulneracionesj se deban observar los principios que rigen la materia de
derechos humano* y específicamente en cuestiones ambientales.

Ahora bien, en función de las consideradoríes anotadas, coiiesponok- a este
Organismo examinar en qué medida Jos argumentos planteados por el accionante
represeniaij una afeclación al principio de congruencia aplicable a las decisiones
judiciales, es decir, si en ti caso en concreto, los jueces han resuelto más alia de
las prelensiones de Ja pane adora dentro del juicio por daño ambiental seguido
en contra de Chevron. Conforme se desprende de los fundamentos de la demanda
de acción eMr,iordmnria de protección, el accionante ha señalado que la Talla de
congruencia constilvírín en nn vicio que ha sido ratificado por las semencias de
apelación y casación, pero que se origino" a partir del tallo de primera instancia;
por lo que, el argumento de ausencia de congruencia en la sentencia ha sido
igualmente tratado por Jos jueces de casación en la decisión judicial impugnada.

Frente a ia supuesta falta de congruencia invocada por el accionante dentro del
recurso de casación, los jueces de la Sala de lo Civil y Mercantil de la Corle
Nacional de Justicia realizaron un contraste entre la sentencia de primera
inslancia y las pretcnsiones de la demanda; así, en relación a la disposición de
implantar un sistema de salud en función de las excesivas muertes por cáncer, los
jueces de Casación resallan que el medio ambiente se encuentra directamente
ligado a la salud pública y que en tal medida, una reparación que incluya los
daños ocasionados a la salud de La población a tiavés de la adecuación de planes
de salud pública orientados a remediar los efectos que en este ámbito se hayan
gcnciado, es coherente a lo afegado por los actores en su demanda. Al respecto,
\'d sentencia impugnada expresamente establece que;

"Al pedir \vs actores en su ikmundat 'La conirciiación a cosía <lc la demandada de

persunjs o inútiluniones especiaIi7.a das p:ira tjue diseñen y pongan en marcha un plan de
meíornmicalo y monítorto ól salud de los hrtbilantcs de las poblaciones afectadas peí Ja
conIaniinación", Y al cerní]cu¡ir a la demandada el pago de una indemnización por
incrcnjcnlo de niuerie^ en la zoriah claramente significa que se está concediendo ¡i la
parle adora un plan de mejoramiento y monitorio de la salud de lai poblaciones
aleclíidjs por las jiclivid.'idei peiioleras, (,,.),afl

KK Curte Nacional de JusIílíj, Rt!<titinaón No. 298-2013 de 12 de noviembre de 2013, pág. 136
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Respecto al establecimiento de un nuevo sistema de agua potable, los jueces de
Casación expresan que los actores han solicitado la contratación a cosías de la
compañía demandada depersonas o instituciones especializadas para que diseñen
y pongan en funcionamiento un plan para la regeneración de la vida acuáLica, el
saneamiento de rios y en general la limpieza de terrenos afeclados por la

contaminación provocada por las actividades petroleras ejecutadas por la parte
demandada; la Corte Nacional de Justicia indica que en función de aquello la

sentencia de primera instancia ordenó la construcción de nuevo sisLema de agua
polable, por cuanto la conlamínación de los tíos, lagos y demás fuentes naLurales
de agua, no podían ser remediadas de forma inmediata, sino que al LraLarse de un
proceso que implica un largo periodo de liempo, resulla necesario la
implemcntación de un sistema de agua potable, para de esta manera compensar lo
solicitado por los demandantes. De tal manera, la Corle de Casación determina
que exisle relación entre la medida de reparación y las pretensiones de los actores
y además señala que:

';Recordemos que los daños indemniza torios no solo constata la existencia de un daños,
sino la relación con la acción si omisión del sujelo, no es novedoso o innovador como

queda ¿motílelo el ordenar una medida suplementaria a fin de compensar lo que se ha

solicitado y que no puede ser reparado en Iorma inmediata {-.y^.

Con relación a lo dispuesto por el juez de primera instancia sobre el

financiarme rito de un programa de reconstrucción comunitaria y reafirmación

étnica, la Corte Nacional de Justicia indica que los adores solicitaron a través de

su demanda, la recuperación de la flora y fauna de la zona, ante lo cual, se

estableció la imposibilidad de materializar dicho pedido; por lanío, al no ser

posible tal restauración ha sido necesario acudir a otros medios que disminuyan
ei daño provocado, así según afirma la Corte Nacional, el juez de instancia ha
considerado los elementos culturales y étnicos que han sido violentados en
función de la relación que estos cumplen denlro de la colectividad afectada por

el daño ambienlal. Así, los jueces de casación sostienen lo síguienle:

"Del análisis realizado en estas líneas, a través de la doctrina se concluye que no existe
vicio alguno de acuerdo a la causal cuarta alegada en lo que respecta a ordenar un

programa de reconstrucción comunitaria y reatirmacíón étnica, se cumple con las
prelensiones de los demandantes, respecto a la restauración que debe existir cuando se

^ Corle NaeiiHiül daJusticia, Resecación N.11298-2013 de 12 de noviembre do 2013, píig, I3S
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frodute daílú ea el ambiente, pues esia (* parte dtíl daño ambiento), coníoime queda
apuesto y por tanlo se debe proteger, no resguardarlo sería atcniar a Jos dciechos
hunimios inalienables de quienes sufrieron los dEiñW"

De esta manera, la Corle Nacional de Justicia determinó que no existe falta de
congruencia entre lo ordenado por eljuez de instancia respeclo a lo solicitado por
los adores, analizando como la.s medidas de reparación se relacionan a las
pretensiones de los demandantes y ratificando finalmente las medidas acusadas
como incongruentes por el hoy accionante. La Cojie de Casación señala que el
fallo ha sido congruente con lo solicitado en cuanto ¡as concepciones
indemnizalorias han sido fundamentadas en los rubros y conceptos reclamados91.

Examinando el caso sub judicc, se observa que parte de fas prelensiones de los
actores al plantear la demanda por daño ambienlal contra Chevron, se orientaban
a que la compañía demandada ejecute planes de remedíación respecto a los
perjuicios causados en la salud de los habitantes de la zona, a ia vida acuática y
en las fuentes naturales de agua, como en la flora y fauna del territorio afectado,
por ser consecuencias inmediatas de las actividades hidrocarburíferas

desarrolladas por la compañía accionante en la zana habitada por tos
perjudicados- Ahoia bien, es preciso señalar que conforme se ha destacado
previamente, la protección del medio ambiente se encuentra vinculada de forma
directa con una serie de derechos reconocidos en igual medida por los
ordenamientos jurídicos, como es el derecho a la vida, a acceder a condiciones
adecuadas para el desarrollo de la dignidad humana, eí derecho a ta salud, entre
otros; de ahí que los efectos de la vulneración del derecha a vivir en un medio

ambiente sano puedan extenderse a situaciones que involucren a su vez la tutela
de otros derechos y por lo tanto las medidas reparadoras que se establezcan
deben propender a abarcar ia totalidad de los daños causados.

Es además necesario tener en cuenta las particularidades propias que conlleva ia
reparación de daños en materia ambiental, el cual no puede ser concebido como
un daño común, debido al bien jurídico compromelido y por fa materia misma de
la que se traía, de tal manera que no se puede encasillar denlro de las
clasificaciones tradicionales (daño patrimonial o daño extrapa(rimonial, daño
¿erto o daño incierto, daño actual o daño futuroV Bn razón de aquello, 1

110 Corte Nad<,n;<l Je Wíciei, RcsoluLÜ'in N,° .NS-2013 ue 12 de rmviímLire de 2013, pág 142,
"' Corte NdtKirwl tk Jü*ulihl, Eesokicuin N.fi ^tí-lilli da 12 de mivimiUjfe de 2Ü13., páj;. \2%.

Av 12 de Octubre Nltj'lH y pasafe Nicolás Jirnéne;

(frente al oarque Et ArüoliM • Telfs.: Í5S3-21 394-lBOa
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doctrina señala que cu materia de daño cunLnencat se debe considerar una doble
csíructura: la preventiva y la reparadora, en orden a establecer dentro de cada
una de csias Las sanciones apropiadas; así, el tratadista Jorge Mossct íturraspe,

afirma que:

"siempie es mejor, y más en nuestro tema, anticipar ijue reparar; porque adermis, la
iiMlfcmnjKacíújjf jamás eubrí: lo totalidad de li» perjuicios padecidos. Perr>T ¡idemús,
díhe l.i*j[SC en cuenta, dúfí[i i11vainente, de ¿jilo ''no hay cálculos científicos que

demuescren que la exposición de tina sustancia euntuminante en una concentración
determinad:! sen segura". Aquí radica la aludida "incetlidumbre científica", Por lo cual,

en lusos ríe duda, debe estarse a ftiviir del ambiente y de lu protección a la salud*
(...) I_j jjjccrtídumbrt no debe invocarse valídameate para no prevenir."1'1 (Énfasis
añadido).

De esLa manera, la reparación en materia ambientaL, debe incluir esta doble

finalidad pievcntiva y reparadora, teniendo en cuenta que la función reparadora
no es del todo sencilla, pues no siempre será posible remediar o restituir los

perjuicios ocasionados a la situación anLerior a los daños causados, de ahí que las
medidas de reparación deban csiar btisadas en el principio pro natura (a favor de
te naturaleza o el medio ambiente) y por suputsio, iniciando los derechos que
simultáneamente se encuentren involucrados- En tal razón, el daño ambiental no

puede ser desvinculado de los derechos que a su vez, se hayan soslayados como

consecuencia de la vulneración del derecho a vivir en un ambiente sano, pues
este a pesar de ser un derecho autónomo, manliene una interdependencia
evidente con otros derechos.

La doctrina relativa a esta materia, al tratar el daño ambiental, menciona no solo

los efectos generados sobre el ambiente en sí mismo, sino además, señala las

consecuencias provocadas para los miembros de la comunidad- así, el autor Jorge
Mosset Itumispe se refiere a lo que él denomina dtmv ecológico, que constituye
toda degradación ambiental que alcanza a:"J. Al hombre, en su salud, seguridad
o bienestar, en sus actividades sociales o económicas; 2. la sforma vida anima/ o
vegetal; 3. el medio ambiente- en ¡,i mismo considerado, tanto desde el punto de
vista físico como estético."93. Es decir, el daño ambiental debe ser abordado
desde la totalidad de consecuencias que esle genera, no sólo en los elementos

l)J Jorge MüsslI linrmspe, El daña íjmhiLnij] un el derecho privado En Dono Ambienlalse¡jumin ifuidiin,.
edil. Jorge Mossul y ulu's. Bueno Aires, ftiihnznl - CinVoni, 200t Pái;. JS*J
'" Jorge Mosstl líurr.tspc. Yág. 94.
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naturales y el medio ambiente en general, sino además en los efectos que se
ocasionan en la vida de los seres humanos; por lo tanto, las medidas de
reparación consiguientemente comprenderán todas aquellas esferas que conforme
se haya probado en ei proceso resulten lesionadas por los perjuicios irrogados en
el medio ambiente.

De esta manera, la reparación en materia ambiental, no sólo que se fundamenta
en un principio de congruencia relativizado frente a la reparación integral que
debe ser garantizada por los jueces en sus decisiones, sino que además, debe
observar las particularidades antes descritas, es decir, observar los perjuicios que
de forma colateral haya ocasionado el hecho dañoso, todo ello, en función de las
preLcnsiones de los demandantes.

Dentro del caso materia de análisis, este Organismo observa que la parte acíora
ha solicitado la ejecución de un plan de mejoramiento y monitoreo de la salud de
los habitantes afectados por la contaminación, en tal razón, el juez de primera
instancia ha ordenado que la compañía demandada sufrague los costos para la
implementación de un sistema de salud pública, en función de la grave afectación
provocada por la presencia en el ambiente de contaminantes provenientes de las
practicas hidrocarburíferas de la compañía demandada. En esc mismo sentido, la
autoridad judicial determinó que existen indicios suficientes que demuestran la
existencia de un elevado número de muertes por cáncer en la zona habitada por
los perjudicados, lo que a su vez significa un agravante af problema de salud
pública antes señalado, por lo que el juez ordenó que la implantación de un
sistema de salud pública debe incluir a su vez, un tratamiento para tas personas
que padezcan cáncer.

A partir de dichos argumentos, se observa que la medida de reparación destinada
a la ejecución de un sistema de salud pública, guarda relación directa con lo
solicitado por los actores y que la precisión realizada por el juez a quo respecto a
que la parte demanda destine específicamente una asignación de fondos a tratar
una enfermedad que acentúa el problema de salud pública existente en ia zona
como producto de la contaminación provocada por las actividades de Chevron,

representa de ningún modo una falta de congruencia en ia decisión judicial,
"más bien, refleja un análisis que busca tutelar el derecho a la salud de form?

www.corteconstituclonaLgob.ee

Av 12 da Oclubrs NiG-114 y pasa|e Nrcolds JirnÉne^
(frente ai paique El Alborno; - Telfs.. (593-2) 394-1SÜÜ

ernaií camunicacion@cce.giib.ee
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efectiva e integral, el mismo que ha resultado vulnerado en razón de los daños
ambientales provocados.

La parte demandante dentro del juicio por daño ambiental, solicitó además, la
ejecución de medidas tendientes a la recuperación de la flora y fauna nativas de
la zona y la regeneración de la vida acuática, a parlar de lo cual en la sentencia de
primera instancia se ordenó como medida complementaria para subsanar los
impactos negativos originados por las actividades petroleras de la compañía
demandada, la ejecución de un sistema de agua potable, a fin de que ¡as personas

afectadas por la contaminación de las fuentes de agua puedan contar con
alternativas para atender sus necesidades básicas^4.

De esta manera, la Corle Constitucional observa que ia medida impuesta contra

Chevron se encuenLra directamente vinculada a la petición de los actores; toda

vez, que la imple mentación de un sistema de agua potable complementa el

saneamiento y la remoción de los elementos contaminantes en las fuentes de

agua naturales ordenada por la autoridad juridicial, y permite que los habiLanLes
del área afectada puedan paulatinamente gozar de condiciones de vida similares a

las existentes previamente a la generación de los daños ambientales provocados

por las operaciones de Chevron, conforme se estableció en sentencia.

Finalmente, respecto al último de los elementos sobre el cual, ei accionante

afirma existiría incongruencia entre lo ordenado por el juez y las pretensiones de

la demanda, el cual tiene que ver con el daño cultural identificado en la sentencia

de primera instancia- se observa que el juez a quo ordenó como medida de
mitigación la ejecución de un programa de reconstrucción comunitaria y
reafirmación étnica. Frente a dicha disposición, se debe tener en cuenta que los

daños generados a partir de la contaminación ambiental, como se mencionó

anteriormente, no pueden catalogarse dentro de una sola categoría, toda vez que

como sucede en el caso sub judice involucran a su vez una serie de

consecuencias no solo en cuestiones ambientales, sino además relativas a la salud

e incluso perjuicios a nivel cultural dentro de la colectividad afectada- Así lo

sostiene el juez a quo al señalar que los demandantes han alegado al menos dos

impactos sufridos por la población, los primeros son aquellos efectos adversos a

"'' Senlencm dictada el 14 de febrero de 2011» por el Presidente de lu Corlü Provincial de Justicia de
Siicnnibíos,
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la salud, y los segundos son los impactos a las comunidades indígenas que
incluyen Ja pérdida de su identidad e integridad cultural debido a los
desplazamiento forzosos de las poblaciones indígenas que habitaban en el áreade
la concesión*5.

Como se observa, los daños irrogados no siempre son materiales, ya que en este
caso, uos encongamos antis un evidente daño inmaterial, a lo que algunos
doctrinarios califican como daños extrapatrimonialcs o daños morales, y se trata
de una minoración en la tranquilad anímica y espiritual de fa comunidad,
equivalente a una lesión a intereses colectivos no patrimoniales. Los daños
exÉrapatrimonialcs se caracterizan por que en ellos puede existir un matiz social,
en la medida que surgen de las telacioncs de la persona con el ambiente donde se
desairanan'"'. Esta naturaleza de daño es precisamente la que el juez de primera
instancia ha prciendido reparar en el caso en concreto, pues como se observa de
la sentencia dictada por el pjesidente de ia Corit Provincial de Justicia de
Sucurnbíos se ha determinado que los daños ambientales causados por Chevron
afectan al ecosistema donde viven grupos humanos cuya integridad cuEtural está
firmemente asociada con la salud del territorio, J lo que el juez íi quo ha
catalogado como impacto cultura^7.

En tal sentido, considerando qu¿ si bien a tiavés de la figura de daño ambiental
se busca la protección del bien jurídico ambiente, ello se hace además en interés
del hombre, de su calidad de vida; por lo tanto, et derecho a vivir en un medio
ambiente ^ano, no concierne únicamente a la naturaleza, sino también a! hombre

en su desarrollo social, de irabajo, cte,]R; lo que involucra además aquellas
afectaciones que a nivel cultural se hayan generado. Bajo este orden de ideas, se
debe considerar que el área afectada por los daños ambientales se encontraba
habitada por un porcentaje de población indígena, cuya cosmovisíón entraña un
vínculo diferente con el territorio donde desarrollan su vida y por consiguiente

^ Si;rtcntJEi diCrlJjd;L el 14 de lebrero de 2D11, pr>r el Presidente de la Corle Provincial Je Justicia de
SiniumbÍQSr

L'-""* Jorge Mtfssct luiiraspc, Pág. 174-175
/Jmf^^1' S^nELiicia dicuitla el 14 di: lebrero de 2011, por el presidente de la Corle Provincial de íumícíji de

*&*r Sucumbir!1;.
|JIÍ Tomás Hulchnson, Responsabilidad Publica Ambiental. Un Uiiñii Ambiental, segunda edición, edil.
Jorgp Mossct y otros. Rlcíiú5> Aires: Ruhiiual -Culzoni, 2001- Pig, 427
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con los elementos naturales que en el se encuentren^; así lo ha destacado la
jurisprudencia de la Corte Interamcricana de Derechos Humanos al referirse al
arraigo que tienen las comunidades indígena con sus territorios, señalando que:

"La cultura de los miembros de las comunidades indígenas corresponde a una forma de
vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido a partir de su estrecha
relación con sus tierras tradicionales y recursos naturales, no sólo por ser éslos su
principal medio desubsistencia, sino además porque constituyen un elemento integrante
de su cosmovisión, religiosidad y. por ende, de su identidad cultural"™

En virtud de aquello, es evidente que una afectación al medio ambiente repercute
directamente en la cultura de las comunidades indígenas que habitan la zona

donde la contaminación se haya producido, como sucede en el caso concreto
frenLe a los daños provocados en ia Amazonia. De tal manera, que el disponer un
mecanismo de reparación que tienda a remediar el daño cultural originado por la
contaminación ambiental causada por la compañía accionante, resulta, como lo
afirma el juez a quo, una medida complementaria que coadyuva a la reparación
de los perjuicios causados en la flora y fauna del territorio, elementos
fundamcnlales para el desarrollo de la vida y la identidad cultural de la población
indígena que habitaba en ei área de la concesión. Por lo tanto, esta Corte no solo
que desearla el argumento del accionante, sino que también considera oportuna la
reparación ordenada dentro del fallo con la intención de implementación de un
programa de reconstrucción comunitaria y reafirmación étnica no constituye en
absoluto una medida incongruente a las pretensiones de los demandantes,

A partir de las consideraciones anotadas, la Corte Constitucional concluye que
los jueces de instancia y casación han establecido los mecanismos de reparación

w Corle Constitucional parn el periodo de transición, semencia N.°ÜÜl-10-SlN-CC, caso N° GÜÜ8-09-IN
y 0011-09-IN: "F.n esc sentido, ts importante destacar que paro los pueblos indígenas el arraigo hada su
territorio adquiere una connotación especial que difiere de la tradicional interpretación del territorio nomo
mera propiedad asumida por Jaconcepción occidental de los derechos, en donde exclusivamentese tornan
íuslieiahles en lü medida eu que garanticen otro derecho, corno por ejemplo, la propiedad privada."

":tlCoric Inleramcrlcana de Derechos Humanos, Caso Comunidad indígena SHiwtinyamaxa va. Paraguay
(Fondíi, reparaciones, cosías), sentencia de 29 d<í marro de 2(]üt>. Serie C. No. 14fi. párrafo, llfí. Cfr.,
Oírle InCcramerieana de derechos humanos, Oíso despueblo Saramaka vs. Surlnam. (Incepciones
Preliminares, Fondo, reparaciones y Cosías), ñcnlcncia de 2N de noviembre de 20D7, Serie C No. 172,
párrafo 32. Ci¡., Corte Inlcramenean¡i de derechos Humanos, easo de la comunidad Moiwana Vs.
Surinam, (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia 15 de junio de 2005,
Serie C No, l24:Párralo 131.
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correspondientes a partir de lo solicitado por la parte actora, analizados. A su
vez, se observa que el análisis realizado por los jueces allende la naturaleza
especial del daño ambiental, eslo es, ia relación det derecho a vivir en un medio
ambiente sano en la maleriafinación de otros derechos; de tai manera que, lo
ordenado en conira de Chevron propende la remediación plena de los daños
provocados por la compañía accionante- Siendo así, lo ordenado por eljuez a quo
y posteriormente ratificado por los Tribunales de Apelación y Casación, no
resulta incongruente a las pretensiones planteadas a través del juicio por daño
ambiental. Por el contrario, este Organismo consfala que las medidas
dictaminadas como mecanismos de reparación al daño ambiental causado por
Chevron, obedecen a una concepción de reparación ajusLada a los parámetros
actuales en materia de derechos humanos, a través de la cual, se pretende que la
remediación abarque un ámbito integral que permita una verdadera subsanación
de los perjuicios causados.

Por lo cxpueslo, esta Corle determina que la sentencia impugnada no transgrede
el principio de congruencia aplicable a las decisiones judiciales,
consiguientemente, se establece que no existe vulneración al derecho a la
segundad jurídica.

8,- La sentencia dictada porlos jueces de la Sala de lo Civil y Mercantil de la
Corte Nacional de Justicia el 12 de noviembre de 2013, ¿vulneró el derecho
al debido proceso en la garantía consagrada en el artículo 7í>, numeral 6 de
la Constitución de la República?

Según se desprende del acápite IX previsto en el escrito de ia demanda, el
accionante, formula la siguiente alegación; "La proporcionalidad de las
sanciones es otra de las garantías del debido proceso que se hace indispensable
incluir en la presente acción, por su grave violación... De la cita anterior, queda
absolutamente claro, que la sanción impuesta por eljuez en este caso, ratificada
porlos jueces desegunda instancia y confirmada por lajaita deaplicación de la
Constitución eu la sentencia de casación que no consideró todos los hechos
violatorios a los derechos constitucionales de Chevron, es carente de la
indispensable proporcionalidad ",

www.corteconstitucional.gob.ee

Av. 12 de Octubre Nl6-i1í y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque El Artmliloj - Telís." (593-2) 394-ISnn
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Bajo dicha alegación, el accionante sostiene que la sanción impuesta por los
jueces ordinarios y ratificada en gran medida por los jueces de Casación, vulnera
el derecho a la debido proceso en la garantía de proporcionalidad que deberá
existir entre la infracción cometida y la sanción impuesta por autoridad

competente; garantía que se encuentra prevista en el Arl. 76, numeral £i de la
Carta Suprema, bajo los siguiente términos:

11Ait. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier
orden, se asegurará el derecho eiI debido proceso que incluirá las siguientes garantías

básicas:

fi. La Ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones

penales, administrativas o de olra naluraleza.1'

Conforme se desprende de la norma citada, vale la pena partir del hecho que el

principio de proporcionalidad en el ámbito del debido proceso, no incluye dentro

de la norma una interpretación amplia y clara que permita identificar con

precisión su naturaleza y alcance. Por lo contrario, tal como lo ha establecido el

constituyente en ia norma citada, la proporcionalidad se ajusta en la necesidad de

alcanzar un equilibrio entre dos conceptos vinculados al ámbito punitivo y

disciplinario como son la "infracción" y la "sanción"; y cuya fórmula de

equilibrio, naturalmente, no se encuenLra especificada en la Carta Suprema, sino
en la propia ley; circunstancia por la cual, debemos entender que la
proporcionalidad enunciada por la Constitución de la República debe ser ejercida

en dos momentos específicos: el primero, cuando el legislador establece las
penas adecuadas al acto; y, el segundo, cuando el juez en un caso concreto

establece la pena individualizada y justa.

A criterio de la Corte Constitucional colombiana, a través del principio de
proporcionalidad contemplado en la Carta Suprema, se pretende introducir c!

ámbito constitucional a las categorías de antijuridicidad y culpabilidad, por lo
tanto, señala dicha Corle:

"La responsabilidad de los particulares por infracción de la Consiiiución o de las leyes

(CP art, 6), requiere de un daño efectivo íi los bienes jurídicos protegidos y no
meramente una intención que se juaga lesiva. Sólu la protección de bienes jurídicos
realmente amenazados justifica la resLrkrión de oíros derechos y libertades, cuya
protección igualmenlc ordena la ConsiiLucióu. Por olra parte, la aplicación de la pena
consagrada en la ley debe hacerse de acuerdo con el grado de culpabilidad del sujeto. El
juicio de proporcionalidad es, por lo lanío, necesariamente individual y el castigo
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impuesto debe guardar simetría con el comportamiemo j la culpabilidad del sujtto d
que se imputa mi

Por otra pane, desde la doctrina penal, el jurista José Castillo Alva hace
referencia a dicho principio, manifestando lo siguiente:

'Tara el Derecho penal la proporcionalidad supone U coirespondencía ualorau^a entre
eJ dcJilo y la sanción respecuvj (pena o medida de seguridad) n cnlrc eJ injusto y la
sanción que se le asocia. En sentido negativo el principio de proporcionalidad supone el
recha7t> del esIahJecimienlo de conminaciones y la imposición de penas que carezcan de
toda relación valomiiva con el hecho delictivo, ya sea cuando el conflicto -sobre cuya
base opera es de ínfima lesivjdad o cuando, no siéndolo, la afectación de devechos es
grosera minie desproporcionada respecto a la lesividad del conflicto "1DZ,

En consecuencia, el principio de proporcionalidad desde el ámbito punitivo, tal
como lo enuncia la Constitución de la República, debe ser observado bajo la
perspectiva de que toda imposición de sanciones desmedida e innecesaria,
representará así mismo una restricción o privación arbitraria de derechos.
Circunstancia que a su vez, impone en el legislador la necesidad de establecer
límites ciaros y tolerables para cada sanción, pues conforme se desprende del
texto Constitucional previamente citado, es a través de Ja ley como se garantizará
la proporcionalidad entre la infracción y la sanción.

Ahora bien, retomando el análisis de los argumentos vertidos por el accionante
en relación a la vulneración del principio de proporcionalidad, es necesario
remitirnos al hecho de que la indemnización por daños y perjuicios ordenada por
ct juez de primera instancia y rarificada por los jueces de apelación y casación,
con independencia de su origen o procedencia, tiene por objeto un resarcimiento
económico al afectado de las consecuencias perjudiciales causadas por la
realización de un acto doloso o culpable, en este caso en particular, la
contaminación amblen tal.

Por lo lanío, es evidente que las indemnizaciones calificadas de desmedidas y
desproporciónales que fueron impuestas dentro del proceso por daño ambiental
en contra de Chevron, no guardan un carácter punitivo, es decir sandonador, sino

1<I! Corte C'jrniitocional de Cubmbin, Sentencia N,u CI-070/915.
Ltl¿JosóCü:.Lílkt Alva, Principio* di; Dcrcdio Penal, Limn, P¡í^ 230
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un carácter indemnizatorio, es decir, reparador del daño ocasionado, tal como se
ha hecho referencia a lo largo del presente fallo y tal como lo describía la Ley de
Gestión Ambiental vigente a la fecha en que se presentó la demanda.

Por lo tanto, es claro que el principio de proporcionalidad reconocido en la
Constitución como garantía del debido proceso, responde a la idea de controlar y
limitar el ejercicio dela potestad punitiva con el que cuenta el Estado, evitando la
utilización desmedida de las sanciones que conllevan una privación o una

restricción de derechos en aras de proteger bienes jurídicos valiosos denlro de la
sociedad; circunstancia que no guarda relación con el caso en análisis, pues ha
quedado evidenciado que nos encontramos frente a un resarcimiento económico
del daño, mas no ante la aplicación de una pena que reprime una conducta
antijurídica.

Bajo esas circunstancias, esta Corte considera que a través de la sentencia dictada
el 12 de noviembre de 2013 por los jueces de la Sala de lo Civil y Mercantil de la
Corte Nacional de Justicia, no se vulneró el derecho al debido proceso en la

garantía consagrada en ei artículo 76, numeral 6 de la Constitución de la
República,

9.- La sentencia dictada por los jueces de la Sala de lo Civil y Mercantil de la
Curte Nacional de Justicia, con fecha 12 de noviembre de 2013, ¿vulneró el
derecho a la motivación contenido en el artículo 76 numeral 7, literal / de la

Constitución de la Rtpúhlkíi?

Con el ánimo de resolver la causa de manera integral y habiendo sido resueltos

en los problemas jurídicos precedentes la existencia o no de vulneraciones a los
diferentes derechos constitucionales alegados, se concluirá la presente sentencia
con un repaso general de la motivación existente en la decisión de 12 de
noviembre de 2013.

Para tal efecto, concretaremos qué es lo que la Constitución de la República del

Ecuador comprende como la obligación de motivar las decisiones de los poderes
públicos y se hará referencia al desarrollo jurisprudencial elaborado por la Corte
Constitucional respecto de dicha garantía del debido proceso.



Corte
Constitucional
del ecuador

Ciim-íii N.^OIOS-U-l:!1 'j¡£Íh;l 133 (ht W

El artículo 76, numeral 1, Iheral i) de la Constitución de la República entiende
que no habrá mutívatiíísi en una decisión emanada por poderes públicos, sj en
cija no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se
explica ia pertinencia de su aplicación a los antecedentes del hecho.
Expresamente, el mencionado artículo manifiesta;

£'Art. 76- En tocio procedo en el que se determinen derechos y obligaciones de
cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que iiicluhá las siguientes
garantías I'tísicas:

7. El derecho de laspersona -i la defensa incluirá las siguiente»1; gaiamias:

1) Las resoluciones de los poderes publicas deberán ser motivadas. No habrá motivación
si en la resolución nose enuncian las normas o principios jurídicos enque se tunda y no
se CNplita líi pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Loa actos
administi olivos, resoluciones o fallos q¡'t no se encuentren dcbidamenlc motivados se
considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sanciónados,"

Ahora bien, toda vez que la Norma Constitucional establece mía base respecto de
ta cual partir al momento de analizar ía motivación, expresada en los ciernenlos
pieriamente analizados, esta Corte Constitucional ha señalado a través de

múltiples fallos, que existen obligaciones más allá de la mera presencia de la
verificación de que se hayan citado normas y principios, y que se ha>:t mostrado
cómo ellos se apbcan al caso concreto. El examen respecto de la motivación que
efectúa la Corte Constitucional se refiere además a la calidad de ios argumentos
presentados. En esle sentido, la Corte manifestó:

"Cabe señalar, e» aplicación del crilcno indicado y vn ielación aj argumento de los
señores ex conjueces, quienes conskíenin como un aulü debidamente motivado aquel
que contiene parle expositiva, motiva y resolutiva; que dicho criterio es extremadamente
restrictivo y solamente se restringe a un análisis formal de la semencia, auto o
resolución del que se trate La motivación na solaiuenlfjrnplica el ^nundiir hechos,

normas > confronta ríos :_ajno que drbp_cump[ir además, estámUires_Qut permitan

üvatnar In prolijidad en Ja utilización de in lóaica v la argumentación jurídica y

que den cuenta a las partes v al auditorio social en general, de que la decisión

adoptada ha sido uremdida por un verdadero cforcido intelectivo"JDa. (Énfa^u,
.iñatlido).

in Catín CoitKLitiirional del Ecuador, sentenein N." Ü7^-I3-SEP-CC
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Mrtjíiteal Daraue El ^rbohlol 'Talls.. í5Ci^-2l 394-iaDD



Oiif.n N'>OL05-11-tiL* Ingina J3-1 tlu 149

Es así, que la motivación como garantía del debido proceso se encuentra

compuesta ademas por tres requisitas, fa/ como lo expresó, ia Corte

Constitucional, para el período de transición, en su sentencia N.° -27-12-SEP-

CC, la misma que ha servido de fundamento para que esta Corte desarrolle, a
través de las sentencias que dicta, lo que ha denominado eomn el "test de

motivación":

'Tara que determinada resolución se halle correctamente motivada es necesario que la
aatondad que torne la decisión exponga Ja razones que el derecho W ofrece paro
adoptarla. Dicha exposición debe hnccrsela de manera razón«ble, lógica y
comprensible, así como mostrar cómo los enunciados normativos se adecúan a los

deseos de iolucionar los conflictos presenlados. Una decisión razonable es aquella
fundada en los principios constilucionales. La decisión lógica, por su lado, implica

coherencia entre las premia y la conclusión, así como entre és(a y la decisión. Un¡i
decisión C0Ripren.ffhk.k, por último áthe gozji de chriilító en el lenguaje, con miáis ;< su
fiscalización por parte del gran auditorio social, más alL de las partes en conflicto".

Bajo este esquema de fuentes jurisprudenciales, la Corle Constitucional ha sido

enfática en señalar que luda sentencia o auto gozará de motivación siempre que
sn contenido cumpla con los tres parámetros establecidos. En cuyo caso, para el
efecto de establecer la faíta de motivación, dichos elementos no son

concurrenles, es decir, bastara que uno de ellos no se bava cumplido dentro de la
sentencia u amo en análisis, para determinar que la misma carece de motivación
y como tal, vulnera el derecho al debido proceso y lutela judicial efectiva.

La Corte Constitucional además ha dejado claro que a través de la motivación

deberá garanliznr que los antecedentes que se exponen en la pane moliva sean
coherentes con lo que se resuelve, y nunca puede ser válida una motivación que
sea contradictoria con la decisión. En otras palabras: "La motivación es
justificación, es argumentar racionalmente para justificar una decisión
aplicaiiva, es exposición de las razones que se han dado por los jueces para
mostrar quesu decisión es correcta o aceptable''104.

Bn el caso concreto, la alegación principal del accionante en ri:] ación a la
motivación es la Talla de argumentación o argumentación ínaulicierile de la
sentencia objcio de la presente acción, dictada por la Corte Nacional de Justicia

mi Corte Consiiiuciónj] del Eeuaclof, Sentencia N, ° l^y-M-SEP-CC.
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el 12 de noviembre de 2013. De manera específica, Chevron argumenta que los
jueces de Casación han realizado afirmaciones injustificadas en relación a que; a)
Chevron no presentó o sostuvo los argumentos de manera adecuada en el recurso
de casación; b) Chevron centró su recurso de casación equivocadamente en ia
sentencia de primera instancia; y, c) El razonamiento de Chevron en ef recurso de
casación sería incompleto c irracional.

En consideración a lo expuesto, esta Corte se centrará en identificar si las
premisas elaboradas por la Corte Nacional de Justicia en su decisión fueron
coherentes con sus conclusiones, y si dichas conclusiones fueron justificadas en
base a normas y principios legales, es decir, en base a derecho; lo cual
naturalmente, no implica que esta Corte haga un análisis de la pertinencia en la
aplicación o interpretación de dichas normas al caso concreLo, toda vez que el
mismo sobrepasaría sus facultades de análisis dentro de un proceso ordinario.

Bajo estas consideraciones, siguiendo la línea del test de motivación definida por
esta Corte a través de su jurisprudencia, en primer lugar, se analizará el elemento
de la razonabiUdad; posteriormente, se procederá a revisar el parámeLro de lógica
dentro del pronunciamiento, así como su concordancia con los preceptos
constitucionales; para, finalmente» analizar su comprensibilidad.

En primer lugar, en lo referente a la razonabiUdad, esta Corte advierte que el
Tribunal de Casación, en lo principal, sustenta su decisión, en razón del
contenido y alcance de las causales primera, segunda, tercera, cuarta y quinLa del
artículo 3 de la Ley de Casación; esto, en relación con las normas de orden

adjetivo que regulaban el trámite procesal de la causa examinada en casación y
otras disposiciones de orden especial relacionadas con la materia del litigo; y, en
concordancia con las disposiciones acusadas como infringidas por el
casacionista.

Así, las disposiciones citadas en la sentencia, principalmente son; artículos 3, 24,
29, 59, 344, 346, 352 y 1014 del Código de Procedimiento Civil; artículos 1, 10,

7,11,1453, 1577, 2214 y 2233 del Código Civil; artículos 42 y 246 de la Ley de

Gestión Ambiental; artículos 24, 25, 29, 71 162, 166 y 240 del Código Orgánico

Función Judicial; y, artículos 1, 75, 76, 169, 172 y 174 de la Constitución

de la República. Así también, esta Corte advierte que, el Tribunal de Casación,

www,corteconsti tucional.gob.ee
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dentro de su motivación, recurre a jurisprudencia de la ex Corte Suprema de
Justicia en relación con el lema objeto de la controversia legaL

En esLas condiciones, este Organismo determina que las fuentes en las que funda
la decisión el Tribunal de Casación, guardan relación con la naturaleza de la

causa y la etapa procesal dentro del cual tuvo lugar ia sentencia impugnada, lo
cual, evidencia el cumplimento del elemento de razonabilidad.

Por otra parte, en lo que tiene que ver con el parámetro de la lógica, el accionante
considera como inmotivadas varias conclusiones a las que arriba la Corte
Nacional de Justicia, entre ellas, cuando estima que; "Chevron no presentó o
sostuvo los argumentos de manera adecuada en el recurso de casación", o

cuando considera que; "el razonamiento de Chevron en el recurso de casación
fue incompleto e irracional"; y cuando estima que: "Chevron centró su recurso
de casación equivocadamente en la sentencia de primera instancia". Las dos

primeras conclusiones se encuentran relacionadas pues se refieren a la Iorma de

apreciar la procedencia del recurso por parte de la Corte Nacional de Justicia,
Como vemos, las afirmaciones a las que se hace referencia no constituyen en sí
mismas la decisión del caso, sino afirmaciones que llevan a construir ia decisión
respecto de los argumentos planteados por Chevron en el recurso de casación.

Dentro de la demanda de acción extraordinaria de protección, se manifiesta que
en ia sentencia de la Corte Nacional de Justicia se han invocado errores en el

recurso de casación presentado por Chevron para evitar enfrentar y resolver
graves impugnaciones en él denunciadas. De acuerdo con Chevron, utilizando los

argumentos inmotivados antes descritos, la Corte Nacional de Justicia se inhibió

de pronunciarse sobre elementos como el fraude procesal; el efecto de cosa
juzgada del contrato de transacción de 1995; violación de normas procesales
relacionadas con la competencia; inspecciones judiciales; error esencial; falta de
aplicación de normas relativas a la valoración de la prueba; vulneración de los
principios dispositivos y de congruencia; aplicación retroactiva de aspectos
sustantivos de la Ley de Gestión Ambiental; ilegal y extemporáneo
nombramiento de los jueces que conocieron el recurso de apelación; y falta de
motivación en la sentencia de segunda instancia.
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Al ser varias las impugnaciones que Chevron considera que no recibieron
respuesta por parte de los jueces de Casación, a su parecer escudándose en
supuestos erroresde forma en la presentación del recurso, la Corte Constitucional
considera pertinente realizar ciertas consideraciones.

En primer lugar, para analizar la motivación en un recurso de casación, no
podemos perder de vista que las características implícitas del recurso que hacen
que esle verse sobre asuntos muy puntuales de derecho, lo que hace que los
requisitos para su planteamiento sean de estricto cumplimiento, siendo un recurso
de gran rigidez legal, lo que obliga a los casacíonistas a observar cada uno de los
requisitos formales establecidos por la misma Ley105, conforme se analizó
previamente dentro del segundo problema jurídico. Lo antes mencionado
justifica, en principio, el hecho de que la Corle Nacional de Justicia pueda
desestimar alegaciones sin más explicación que la inexistencia de las
formalidades necesarias de ios recursos de casación cuando estas se encuentren
planteadas de modo incorrecto. En tal sentido, vale la pena manifestar que la
Corte Constitucional no es una cuarta instancia creada para valorar o corregir las
apreciaciones de la Corte Nacional de Justicia respecto del cumplimiento de las
formalidades necesarias en un recurso de casación.

Lo que en efecto es competencia de esta Corle Constitucional, dentro de un
análisis de motivación, es verificar que la autoridad judicial no haya arribado a
una decisión carente de justificación o contradictoria a los preceptos
constitucionales.

En el caso sub judice, luego de haber sido revisada la sentencia de manera
detallada, la Corte Constitucional, a diferencia de lo que afirma la parte
accionante, constaLa que sobre lodas las alegaciones en las cuales se sostiene que
ia Corte Nacional de Justicia no se pronunció, en efecto sí se exislen respuestas a
sus alegaciones, en base a diversos argumentos desarrollados dentro de la
sentencia. No obstante, lo que también se puede observar es que en algunas de
las temáticas que aborda la sentencia se analiza el fondo de Ía cuestión, mientras
que en otras, se realiza un análisis sobre si la alegación es procedente dentro de la
causal planteada y sí la Corte Nacional de Justicia es competente para
prenunciarse al respecto. Por tal razón, bajo el ánimo de analizar si se cumpliero

mi Corle Constitucional del Ecuador, sentencia N," 14Ü-15-SEP-CC, celmi NS 0851-13EP,
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con los presupuestos exigidos por Ía motivación es preciso dividir las temáticas
en aquellas alegaciones que no merecían un pronunciamiento de fondo
(Pronunciamiento de procedibilidad) y aquellas en que sí se realizó un análisis de
fondo.

Falta de motivación en las decisiones de Ja Corte Nacional de Justicia sobre

las que nn existió pronunciamiento sobre el fondo

Fraude procesal

Si bien es cierto, de la revisión de la sentencia, se puede observar que cuando los

accionantes realizan alegaciones respecto del fraude procesal dentro de la causal

segunda del artículo 3 de la Ley de Casación, la Corte Nacional de Justicia
contesta de modo genérico que (...) no se determina ningún tipo de norma al
respecto, ni cómo ha afectado al proceso en la validez del mismo, por lo que se
convierten en afirmaciones vagas, sin ningún l'tpo de fundamento legal (...). Sin

embargo, más adelante, cuando puntualmente analiza las alegaciones sobre

actuación dolosa de los abogados; el hecho de que la sentencia no haya sido

redaclada por el juez de la causa; falsificación del informe pericial de

Calmbacher; y la falta de imparcialidad e independencia de los jueces, la Corte

Nacional de Justicia deja en claro tres clementes: 1) su falta de competencia

dentro del recurso de casación civil para conocer hechos fraudulentos no

probados; 2) ia existencia de vías procesales especificas para perseguir los
hechos fraudulentos que se denuncian; y 3) la necesidad de que fos accionantes

presenten sus acusaciones anle las autoridades competentes.

En tal sentido, si bien no existe un pronunciamiento de fondo respecto de los
hechos fraudulentos que se acusan, es decir respecto de si los actos fraudulentos

existieron o no, la Corte Nacional de Justicia brinda una respuesta en base a las

normas que regulan el recurso de casación y las causales de nulidad, concluyendo
que la alegación de fraude procesal no solo se encontraba erróneamente

planteada sino que le exigía realizar un análisis fuera de su competencia.

La Corte Nacional de Justicia, tal como se analizó en el segundo problema

jurídico, en aras de precautelar la seguridad jurídica no puede transgredir el
ordenamiento jurídico ni desconocer las vías procesales idóneas. Precisamente
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es esta circunstancia la que no solo hace lógica su decisión sino también
razonable. Con estos antecedentes, la Corte Constitucional concluye, respecto de
ía presente alegación, que la decisión de la Corte Nacional de Justicia guardó
lógica entre los hechos alegados, las normas tjue regulan ei recurso de casación.
De igual manera, la decisión adoptada por la autoridad judicial se fundó en
principios constitucionales, lo cual la dota de razonabílidad.

Negativa de abrir término para la prueba de error esencial

La Corte Constitucional no observa una decisión de fondo por parte de la Corte
Nacional de Justicia respecto de si la negativa de abrir un termino de prueba para
valorar el error esencial en los peritajes, vulneró normas de procedimiento civil y
normas constitucionales.

No obstante, la Corte Nacional de Justicia justificó su imposibilidad para
pronunciarse al respecto, mencionando que la negativa de abrir un término de
prueba de error esencial, ocurrió en la sentencia de primera instancia, sentencia
que debido a las características del recurso de casación impuestas por la Leym
no puede ser objeto de análisis, pues la sentencia de primera instancia ya fue
analizada oportunamente por la Corte Provincial en su decisión de 03 de enero
de 2012, por lo que volver a tratar dicha sentencia en casación significaría abrir
un doble recurso de apelación. En ese sentido, se descarta la falta de motivación

en el argumento de la Corte Nacional de Justicia que concluye que no se puede
pronunciar sobre cuestiones atenientes a la sentencia de primera instancia.

Como se dijo al iniciar el examen de motivación, el estricto carácter formalista

del recurso de casación impide a la Corte Nacional de Justicia pronunciarse
respecto de cuestiones fuera de su competencia, y sobre aquellas que se
encuentren planteadas de modo incorrecto, no obstante debe dejar sentado en su

análisis, las premisas y normas en las que funda dicha falla de pronunciamiento,
circunstancia que sí aconteció en el presente caso.

' Ley de Casación, artículo 2, precedencia.- El recurso da celmichíh procedí: uunira las seiUenuiEL^ y eiuIus
que pongan iin a los procesos de conocimiento, diclados. por lus cortes superiores, por los tribunales
distritales de lo fiscal y de lo coiilencioso administrativo {...).
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Ilegal y extemporáneo nombramiento de los jueces que conocieron el

recurso de apelación

De Ea revisión de la sentencia impugnada, se observa que La Corte Nacional de
Justicia en relación al alegado nombramiento ilegal de los conjueces de ía Corte
Provincial de Justicia de Sucurnbíos, concluyó que Chevron no determinó dentro
del recurso de casación qué normas han sido inobservadas y que como tal hayan
afectado la validez del proceso conforme la causal denunciada. En cuanto a las

normas supuestamente inaplicadas, de entre las que se mencionan, no se precisan
cuáles son las que se fundamenta la casación. Por lo tanto, la Corte Nacional de

Justicia desechó la alegación denunciada.

Considerando que la Corte no profundiza más allá al respecto, para verificar si se
encuentra justificada la falta de pronunciamiento, se revisa el texto del recurso de

casación y se obtiene que la compañía casacionista expresó únicamente en su

recurso que; "la designación de los conjueces que resolvieron el caso, y de
muchos que los prescindieron, fue ilegal por dos circunstancias, se designaron
conjueces que no cumplían con los requisitos constitucionales y legales para
actuar en esas calidades. "

Vemos entonces, como respecto al nombramiento de los jueces de la Corte

Provincial de Justicia de Sucurnbíos, no hay especificación alguna de las normas
violadas y la consecuente afectación a la validez del proceso y tampoco se dice
cuáles son las normas en las que se fundamenta la casación, circunstancia que
hace lógica la decisión de la Corte Nacional de Justicia de desechar la alegación
denunciada.

Falta de aplicación de normas relativas a la valoración de la prueba

En su análisis, la Corte Nacional de Justicia inicia su fundamento lecordando que
en materia probatoria y dentro de la causal tercera del artículo 3 de la Ley de
Casación su competencia se circunscribe a analizar ia aplicación indebida, falta
de aplicación o errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a fa
valoración de la prueba, siempre que hayan conducido a una equivocada
aplicación o a la no aplicación de normas de derecho en la sentencia o auto,
análisis para el cual requiere que se brinden los elementos suficientes que le



Corte
Constitucional
delecuador

CiLUh.LN.^OIGíí-U-H1 P/ij]¡]]ii 141 dtt I4V

permitan acreditar dicha indebida o falta de aplicación normativa, circunstancia
que la Corte Nacional de JusLicia no logró verificar en las alegaciones hechas por
la empresa casacionista, circunstancia que llevó a desechar el argumento
planteado.

La Corte Nacional de Justicia en su sentencia durante todo el apartado
"OCTAVO" justifica ampliamente sus razones para determinar que no existió
falta de aplicación de normas relativas a la valoración de la prueba. Así, en
primer lugar explica cuándo procede la causal tercera del artículo 3 de la Ley de

Casación y cuáles son ios elemenLos que deben estar especificados en el recurso
de casación para que éste sea considerado procedente. Después de dicha

explicación va detallando las diferentes argumentaciones de Chevron y las va
descartando una a una con su respectiva fundamentación, así se refiere a la
supuesta admisión de prueba ilegalmente actuada en el contexto de las

inspecciones judiciales; la admisión de elementos de convicción incorporados a
ia través de los informes en derecho; la sana critica en la valoración de los

informes periciales; la falla de consideración y valoración de la prueba solicitada
por Chevron; y la violación por parte del juez de su obligación de valorar la
prueba con lógica, coherencia y razonabilidad en la estimación de daños.

Así mismo, se observa que la Corte Nacional de Justicia expone sus razones de
distinta índole, algunas veces explicando la razón por la cual fue insuficiente la
explicación dada por la empresa casacionista en su recurso y otras veces llegando
a la conclusión de que no se implicaron normas relativas a la valoración de la
prueba. En tal sentido, esta Corte no encuentra elementos por los cuales se pueda

penar que los jueces de Casación hayan dejado en indefensión a los recurrentes

pues expuso sus argumentos no solo de manera lógica al hacer coherentes sus
premisas con sus conclusiones sino también sin transgredir precepto
constitucional alguno.

Av. 12 de Octubre N1G-11-4 y pasaie Nicolás Jimérit^
(frente a\ parque El Arbolilo) • Telfs • 1593-21394-1300
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Falta de motivación en las decisiones de la Corte Nacional de Justicia en las

que existe un pronunciamiento de fondo por parte de la Corte Nacional

lil efecto de eusa ju/^üdn del contrato de tHinsACciun de 1995

Si bien la Cone Nacional expresa que Chevron dentro de su recurso no explicó
que norma sustantiva se lia dejado de aplicar, también es cierto que más adelanle
la Coi te Nacional de Jusiicia realiza una justificación extensa de sus razones para
considerar que el conlraio de transacción no hace cosa juzgada en relación con la
demanda presenlada en Sucurnbíos- Puntualmente, en el acápite 9,3 de la
sentencia se anali¿;i cómo dicha interpretación cumple con la normativa civil y
procesal civil. En ese sentido, la Corte Nacional de Justicia expresó que:

"(...) los referido? acuerdos no tienen efecEo erga omnes, como se Afirma tín el recurso:
[) Es un acuerdo fumado entre Instituciones del Estado y TEXPET; 2) Estos acuerdos
no coiresponden n los denominados derecho.1; difusos, lal como se lia explicado
ampliamente en este fallo (,.,) los derechos colectivos no pueden ser objeto de acuerdos
transaccionales sin los propios involucrados en el daño sufrido, (.„) los derechos de
tercera generación no se encuentran representados por Instituciones del Estado, por lo
tanto no se puede extinguir las obligaciones generadas por daño ambiental a través de

acuerdos entre Municipios Ministerios, o Gobierno Central y las empresas dedicadas a
la explotación du recursos naturales como alega la empresa accionada y que fue
íinalizadd en ulrd tausjl -intei ioi . De lo que se concluye que no existe falta de aplicación
de los drticulos I5ti3.4 (la olí ilición se extingue por transacción); 24S4 (definición de
transacción); 2362 (efecio de la transacción) del Código Civil y 297 del Código de
i'inceduiucnto Civil, y 247 del Código de Procedimiento Civil, tampoco falla de
aplicación del articulo 1de Ia Coiislirucíón de la República del Ecuador (,„),"

Vemos entonces, como la Cone Nacional de Justicia no ha omitido pronunciarse
sobie el fondo de la alegación de cosa juzgada, y al pronunciarse lo ha hecho de

manera cobeienle. así pues, pane diciendo que los derechos de tercera generación
no son de titularidad del Eslado por lo que no se puede extinguir las obligaciones
generadas por daño ambienlal a terceros a través de acuerdos entre entidades

estatales y empresas privadas, por lo que, concluye que el juez de Apelación
observó los preceplos legales y procesales que detalla.

Más adelante en su decisión, la Corte Nacional de Justicia profundiza en los
elementos que Ja llevan h considerar que no exisEió cosa juzgada, así analiza 3a
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falta de identidad subjetiva enlre los conlra ios y la demanda, y también la Falla de
identidad del objeto en discusión1"7.

Por lo antes expuesto, se considera que la justificación dada por ia Corte
Nacional de Justicia al argumento de cosa juzgada fue lógica y además coherente
con los principios constitucionales pues las bases de su razonamiento van
dnigidjs a precautelar de mejor manera los derechos del medio ambiente y
permitir cf efectivo ejercicio del derecho de las personas a vivir en un ambiente
¡jíina.

Violación de normas procesales reJocímmdas con la competencia

De la demanda de acción extraordinaria de protección, se desprende que Ja
supuesta falta de pronunciamiento de la Corte Nacional deJusticia respecto de Ja
violación de normas procesales de la competencia, constituye una enunciación
aislada sin explicación alguna respecto de la vulneración del derecho a la
motivación, no obstante con ánimo de verificar si la Corte Nacional de Justicia

omitió pronunciarse al respecto, se estudia la sentencia impugnada y se obtiene
que en los acápites 5.1 a 5.6 se aborda ampliamente la normativa procesal
aplicable a (acompetencia-

La Corle Nacional de Justicia parte de las siguientes premisas; 1) Chevron
jenunció a la jurisdicción de su domicilio, y 2) Chevron se sometió
voluntariamente a la competencia ecuatoriana, dichas circunstancias son
contratadas con la normativa procesa] pertinente y Corte Nacional de Justicia
llega a la conclusión de que en efecto Jos jueces que conocieron fa causa en
instancia gozaban de competencia y aplicaron la normativa procesal de manera
adecuada.

En el problema jurídico respecLo de la competencia, la presente Corte ha hecho
un análisis de las razones que llevaron a la Corte Nacional de Justicia a
considerar aplicadas las normas procesales y justificar la competencia de Los
jueces nacionales en el caso; de dicho análisis, se confirma con mayor detalle la
conecta argumentación dada por la Corle Nacional de Justicia. De lo anlcs

riL Nacional de Justicia, Ri^ilución N,D2^-2013 ül 12 \ia noviembre de 2013, píigiiiu 174 y sf

Av. 12 de Octubre WÍ6-I14 y pasaje NpujU*. Jiménez
(frente al parqua El AíbdEllOl - Telfs.: Í5"JJ 2] 394-1BUD
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mencionado, se concluye que los jueces de Casación sí se pronunciaron sobre la

materia y lo hicieron de forma motivada.

Proceso de inspecciones judiciales truncado

Con respecto a la alegación del casacionista en el sentido que varias inspecciones
judiciales no fueron realizadas dentro del proceso por contaminación ambienlal,
la Corte Nacional de Justicia, si bien menciona que el recurrente no explica qué

parte de la semencia es la que se impugna, para contestar la alegación dicha
Corte parte de lo dispuesto por el artículo 245 del Código de Procedimiento Civil
que establece que el juez tiene la facultad durante las inspecciones judiciales, de
realizar una serie de diligencias adicionales a fin de esclarecer la verdad de los
hechos, y considerando que en el caso concreto el juez habría realizado
entrevistas a personas de la localidad y habría llegado al convencimiento de que
estas personas dijeron la verdad, el juez actuó en ejercicio de la libre apreciación
de la prueba, por lo que la Corle concluye que no existió indebida aplicación de
la normativa civil ni constitucional en dichas diligencias probatorias.

Lo antes dicho, demuestra que los jueces de la Corte Nacional de Justicia, sí se

pronunciaron respecto de las pruebas obtenidas en el proceso de inspección
judicial, considerando que se cumplió con la normativa pertinente, lo cual dota a
la decisión de motivación.

Vulneración de los principios dispositivos y de congruencia

Tal como se ha detallado ya en el presente problema jurídico, ia Corte Nacional

de Justicia, previo a analizar el argumento, aclara en cuál de las causales se lo
analiza y luego verifica si las afirmaciones del casacionista constituyen motivo
para casar la sentencia, es así que la Corte Nacional empieza manifestando que el
numeral 4 del artículo 3 de la Ley de Casación es una causal en la que se verifica

si las pretensiones de las partes están en armonía con la sentencia, luego de

aquello, se refiere puntualmente a las reparaciones fijadas por el incremento de
muertes y las justifica diciendo que cuando los afectados exigen un plan de
mejoramiento de la salud están solicitando también una medida que castigue los

daños generados en esta, como son las muertes; más adelante la sentencia de

casación justifica la congruencia en la sanción fijada para la reconstrucción

\
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comunitaria y concluye que aquella también fue solicitada por los afectados, toda
vez que la degradación comunitaria fue un efecto del daño ambiental; finalmente

justifica la creación del fideicomiso para la administración de ios fondos
destinados a recomponer el daño y menciona que a través de esta medida se logra
el efectivo cumplimiento de la sentencia lo cual es el objetivo principal de la
tutela judicial de los derechos.

De lo antes expuesto, se concluye que la Corte Nacional de Justicia ha brindado

una justificación coherente respeclo de la congruencia en las sanciones fijadas
por las sentencias de instancia, no solo confirmándolas sino explicando la razón
de su pertinencia-

Aplicación retroactiva de los aspectos sustantivos de ia Ley de Gestión
Ambiental

La Corte Nacional de Justicia cuando conoció la alegación respecto de la
aplicación retroactiva de los aspectos sustantivos de la Ley de Gestión
Ambiental, centró su análisis en desvirtuar la afirmación de Chevron según la
cual, la posibilidad de reclamar el derecho a vivir en un ambiente sano nace a

partir de la vigencia de la Ley de Gestión Ambiental.

La Corte Nacional de Justicia considera que la Ley de Gestión Ambiental

determinó el tipo de acción, la forma y ante quien debe presentarse el reclamo
cuando se trate de daños ambientales, mas no creó la posibilidad de reclamarlos,
pues dicha posibilidad ya existía desde la vigencia de la normativa civil de

responsabilidad por daños.

En cuanto a los titulares del derecho a reclamar por daños ambientales, la Corte

Nacional de Justicia aclara que siempre han sido correspondientes a grupos

históricamente afectados, por lo que niega la ínterpreLación de que el artículo

2214 del Código Civil contenga únicamente acciones de tipo individual, tomando
en cuenta que el Título XXXIII De los Delitos y Cuasidelitos concede acción

popular en todos los casos de daño contingente que por impnidencia o

negligencia de alguno amenace a personas indeterminadas. Razones por las que,

a Corte Nacional de Justicia estima que no existió aplicación retroactiva de

norma sustantiva.

Ai 12 de Octubre N15-114 y pasaje Nicolás Jiménez
[líenle al iiaraua El Arbolito) • Telfs : (593-2) 3&fl-18uu



CmisíiN-flOrn-í-H-lEP ra^ii»14(íclii140

Respecto de este punto, ia Corte entiende que en la sentencia, la Corte Nacional
de Justicia realizó una fundamentación coherente con sus premisas, detalló sus
razones para considerar que no existió una aplicación retroactiva de los aspectos
sustantivos de la Ley de Gestión Ambiental, considerando como aspecLo
sustantivo, el derecho a reclamar por daños ambientales, conclusión coincidente

con la que la Corte Constitucional ha sostenido en este punto.

Si bien la Corte Constitucional realiza otras consideraciones respecto de la
sanción agravada contenida en el artículo 43 de la Ley de Gestión Ambiental,
esto no significa que la sentencia que ahora se impugna haya estado
indebidamente motivada, pues la Corte Nacional de Justicia expuso sus razones y
llegó a una conclusión coherente con sus premisas.

Del mismo, se considera que la motivación del fallo realizada por la Corte
Nacional de Justicia, trató de ser coherente con el orden constitucional

respetando ios principios que protegen a ia naturaleza y a la seguridad jurídica.

Falla de motivación en la sentencia de segunda instancia

Del texto de la sentencia de casación, se desprende que la Corte Nacional de
JusLicia se pronuncia ampliamente respecto de la motivación de la sentencia de

segunda instancia, tal es así, que existe un capítulo específico en el que la Corte
analiza este punto-

Categóricamente, la Corte Nacional de Justicia llega a la conclusión de que la
sentencia de apelación de la Corte Provincial de Justicia de Sucurnbíos se

encontraba motivada pues, a decir de fa Corte Nacional de Justicia, se justificó
debidamente su posición respecto de la jurisdicción y competencia, aplicación
retroactiva de la Ley de Gestión Ambiental y responsabilidad objetiva. Así
mismo, la Corte negó la existencia de argumentos contradictorios como podemos
ver en los numerales 6.7 y subsiguientes de la sentencia.

En tal sentido, se considera infundada ia alegación de la compañía casacionista
en cuanto considera que los jueces de Casación no se pronunciaron sobre la
motivación de la sentencia de segunda instancia, cuando en efecto lo hicieron y
exponiendo razones como loexige la garantía del debido proceso que seestudia.
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En el casu subjúdice, luego deun análisis pormenorizado respecLo al contenido v
argumentación del fallo, la Corte Constitucional no haencontrado elementos que
evidencien una falta de motivación. Más aun, cuando la decisión de ia causa se
encuentra orientada a satisfacer el derecho humano a vivir en un ambiente sano y
el derecho de la naturaleza a ser protegida y recompuesta en caso de haber sido
afectada. Si bien, este último es un derecho nuevo no desarrollado en la sentencia
de instancia, lo que busca la justicia constitucional en un análisis de motivación
es verificar que las sentencias no solo í>can razonables, lógicas y comprensibles
sino que respondan a los principios que impone nuestra Constitución de la
República, es decif, que la sentencia consiga medíame sus argumentos satisíacer
los fines impuestos por nuestra Constitución, como ocurre en el picsenle cjso,
toda vez que segenera una protección progresiva y reforzada de los derechos.

En consecuencia, la sentencia materia de análisis, es razonable en la medida que
se armoniza con los principios y reglas consagrados en la Consiiiución, de modo
que se muestra que el criterio de los juzgadores, se fundamenta en normas c
interpretaciones que guardan conformidad con la Norma Suprema, y no en
aspectos que colisionen con esta, precautelando de esta manera, la supremacía
constitucional aplicable en un Estado constitucional de derechos y justicia. Asi"
mismo, este máximo órgano de interpretación constitucional reitera que La lógica
es el resultado de la coherencia materializada en la interrelación que surge entre
!av premisas íacucas, las noimas legajes aplicadas a) caso concreto y la poslerior
decisión; circunstancia, que ha sido identificada denno del presente fallo.

Finalmente, en lo que se refiere a la comprensibilidad, es decir en el empleo por
pane del operador de justicia, de un lenguaje claro y pertinente que pueda
permitir una correcta y completa comprensión de las ideas contenidas en una
determinada resolución judicial- En efecto, la Corte Constitucional afirma, una
vez más, el deber a ia claridad del lenguaje jurídico que tienen los órganos
judiciales en el desarrollo de sus funciones jurisdiccionales. Desde esta
perspectiva, el lenguaje jurídico es un vehículo por medio del cual, los
CLudatlanos adquieren conocimiento expediLO del derecho1™.

Jl* VLr JTURIiALDE SESMA, V.. en "Aplicritión de] ülilcIid y jusliliciicióii de la düdsíóii iuüii:jj]"
élJ Tirajn Ln Blandí, Valencia, 2ÍHB, p.35.
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En el caso sub judice, la decisión judicial impugnada, denota claridad en el
lenguaje jurtdico empleado, el cual resulta comprensible para las partes
procesales y los ciudadanos en su conjunto. De igual manera, se encuentra
redactada de forma clara e inteligible, pues emplea una sintaxis adecuada y

coherente.

Por lo antes expuesto, la Corte Constitucional concluye que la sentencia dictada
el 12 de noviembre de 2013, por los jueces de la Sala Civil y Mercantil de la
Corte Nacional de Justicia se encuentra debidamente motivada,

IIL DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional,
expídela siguiente

SENTENCIA

1,- Declarar que no existe vulneración de derechos constitucionales.

2.- Negar la acción extraordinaria de protección planteada.

3.- Notíííquese, publíquese y cúmplase.

Alfredo Ruiz Guimán

PRESIDENT
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Ra/ón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con ocho votos de las señoras jucza^ y señores jueces:

Francisco Butiñá Martínez, Pamela Martínez Loayza, Wendy Molina Andrade,

Tatiana Ordeñana Sierra, Marien Segura Reascos, Ruth Scni Pinoaigote, Manuel
Viteri Olvera y Alfredo Ruiz Guzman, sin contar con la presencia de la ¡ucza
Roxana Silva Chicaíza, en sesión del 27 de junio del 2018. Lo certifico.

Jl'CH/mbm

iM

Av. 12 da Ocluirá N16-114 y pasa]? Nicolás Jiménez
(frente al parque El Arbola) • TalFs (593-2) 394-1600



Corte
Constitucional
del ecuador

CASO Nro. 0105-I4-EP

RAZÓN,- Siento por tal, que la sentencia que antecede fiíe suscrita por el señor
Alfredo Ruiz Guzman, presidente de la Corle Constitucional, el día martes 10 de
julio del dos mí! dieciocho.- Lo certifico.

JPCh/LFJ

ami

../--SeéEeííríií Geni
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RAZÓN,- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los diez días del mes de
julio de dos mil dieciocho, se notificó con copia certificada de la Sentencia Nru,
23G-18-SEP-CC de 27 de junio del 2018, a los señores; Adolfo Callejas
Ribadeneíra. procurador judicial de CHEVRON CORPORATION, en las casilla?
eonslilucionales 748, 939, 1128, asi como también en las casillas judiciales 809,
827, y a través del correr* electrónico: ca1Tctaslawffigmai1.com; a Pablo Fajardo
Mendoza, procurador judicial de Marín Aguinda, en la casilla constitucional 149,
y a través de los correos electrónicos: pablofaiardom.^t-mail.com:
pafabibiíggmail com: sbermcofa;ber-abpgados.com: a Antonio Salamanca
Serrano, Amicus Curiae, a través del correo electrónico:
salamancanloniiVglhpimaiT. com; a Rosa Teresa Chimbo Tanguila y otros, a través
de los correos electrónicos: ansclg7serafin ffigrnail ,com;
agustin.sala¿arfea1azarcoidova.com: patrieiosaiazareordova(o!gmai1.com: a
Nidia Arrobo Rodas y otros, en la casilla judicial 2564, y a través de los correos
electrónicos: raviIü>'aiuaab.edu.ee: fred. IarréatesuiffihoimaiLcom: a Rafael
Parreño Navas, en la casilla constitucional OÍS, así como tambten en la casilla
judicial 1226, y a través de los correos electrónicos: bgomczfgpae.gob.ee;
ceaiborfgoge.gob.ee; laguilar@pse.gob.ee; bsaIazar@pge,gob,ec; y, a los Jueces
de la Sala Especializada de lo Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia,
mediante oficio Nro, 38I6-CCE-SG-NOT-2018, a quien además se devolvió los
expedientes originales Nros. 21100-2003-0002; 21301-2011-0106; y 17711-
2012-0174; conforme consta de los documentos adjuntos.- Lo cerlifíco.-

•IPCh/LFJ
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